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PRÓLOGO 

El desarrollo de la pandemia de covid-19 ha provocado una 
crisis de salud pública, sanitaria, económica y social, cuyos 
efectos a largo plazo parecen evidentes. La pandemia nos 

ha hecho más conscientes de la fragilidad de un mundo que pue-
de ser golpeado por fenómenos naturales que, no por ser impro-
bables, dejan de ser posibles. En todo caso, la mayor parte de los 
riesgos a los que tiene que hacer frente la humanidad los genera 
la propia sociedad, como consecuencia de un desarrollo muchas 
veces incontrolado.

Por una parte, observamos el continuo deterioro del medioam-
biente y sus efectos, como el calentamiento global, derivado de un 
concepto de crecimiento económico cortoplacista e insolidario 
con las generaciones futuras. Por otra, el avance de la inteligencia 
artificial y la biotecnología, con su capacidad de transformación 
disruptiva, fruto de nuestra fe en la ciencia y en un modelo de 
progreso lineal. Las sociedades del riesgo, de las que hablaba Ul-
rich Beck, se han empezado a desplegar incontroladamente en 
este siglo XXI. Este riesgo no puede ser confrontado por la socie-
dad civil en sí misma, y tampoco el mercado puede protegernos. 
De ahí, el nuevo papel del Estado como estratega y tractor de la 
recuperación y la generación de instituciones que frenen las difi-
cultades y fortalezcan la necesaria resiliencia.

En suma, ante las consecuencias presentes y futuras de las di-
ferentes crisis y su interrelación, la acción del Estado se ha con-
vertido en el factor insustituible para minimizar las amenazas, ya 
que aporta orden y seguridad en momentos como los actuales. La 
correcta actuación de los gobiernos, unida a la conciencia cívica, 
es la única balsa de salvación que tenemos las sociedades demo-
cráticas frente a las tensiones presentes y las que se anticipan. 
Unos gobiernos que tienen, por ende, unos poderes renovados y 
una legitimación extra que no deben dilapidar. Poderes que, como 
hemos visto, les permiten la declaración de emergencia y la sus-
pensión de derechos civiles, la captura de información completa 

4.2 Propuesta de consolidación del sistema de 
integridad para contrataciones públicas 
/ por Sigri Laura Paniagua y Pricis De la Cruz 
(República Dominicana)� 161

4.3 Proyecto piloto de sistema de integridad para 
la Subsecretaría del Ministerio de Política 
Territorial de España  
/ por José María Marcos Espinosa (España)� 195
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Para alcanzar sus objetivos, en el curso se analizaron diferen-
tes concepciones de la ética pública y se reflexionó sobre cómo 
aplicar estas teorías generales a los casos concretos. Se comprobó 
la dificultad de la definición del bien en la acción de gobierno y 
se analizó la respuesta minimalista, consistente en evitar el mal. 

El presente libro, el número 9 de la colección Escuela del 
CLAD, consecuencia directa del Curso Internacional, muestra 
una de las recomendaciones más importantes de la Carta Ibe-
roamericana de Ética e Integridad en la Función Pública (2018):

«El aprendizaje e intercambio permanente de buenas prácti-
cas entre los países firmantes de la misma, no solo para prevenir y 
luchar contra la corrupción, sino para ir más allá y consolidar un 
sistema de integridad sólido que fortalezca lo que creemos que 
es la práctica común en nuestras administraciones: el comporta-
miento honesto de nuestros servidores públicos». (p. 11)

Treinta y tres participantes de 14 países de Iberoamérica: Ar-
gentina, Brasil, Colombia, Costa Rica, Cuba, Ecuador, El Salva-
dor, España, Guatemala, México, Paraguay, Perú, República Do-
minicana y Venezuela, intercambiaron experiencias y aprendizajes 
en esta primera edición del Curso Internacional, cuyo objetivo 
general fue el de convertirse en agentes de desarrollo moral en sus 
organizaciones, reforzando sus actitudes prosociales, y mejorando 
sus conocimientos y capacidades estratégicas, así como la com-
prensión y uso de las herramientas operativas a su disposición. 

Los docentes del curso fueron el doctor Manuel Villoria 
Mendieta, catedrático de ciencia política en la Universidad Rey 
Juan Carlos, de Madrid, dirigente también del Observatorio en 
Buena Gobernanza y director del máster de Alta Dirección Pú-
blica del Instituto Universitario Ortega y Gasset; el doctor César 
Nicandro Cruz Rubio, profesor asociado en la Universidad Car-
los III, de Madrid, investigador principal del Grupo de Investiga-
ción en Gobierno, Administración y Políticas Públicas (Gigapp), 
y miembro del panel internacional de expertos de la IRM-OGP1 

1	Independent Reporting Mechanism–Open Government Partnership, por  
sus siglas en inglés. 

sobre nuestras vidas o la reducción de sus deberes de transparen-
cia y accountability. Todo ello hace pivotar, en gran medida –y 
esperemos que solo por un tiempo–, en la profesionalidad, res-
ponsabilidad y ética de nuestros funcionarios y gobernantes, el 
buen funcionamiento de nuestra gobernanza. No olvidemos que, 
más allá de los momentos de grave crisis, las tendencias de fondo 
nos arrastran a conflictos axiológicos profundos y a la necesidad 
de encontrar espacios de deliberación que faciliten consensos y 
eviten daños irreversibles a nuestras comunidades.

Precisamente, conviene recordar de nuevo, cómo el CLAD  
reitera la necesidad de profesionalización de los servidores pú-
blicos. ¿Cómo vamos a luchar eficazmente contra la corrupción 
en el ámbito público si nuestros empleados solo están temporal-
mente en la institución pública correspondiente y después deben 
esperar hasta la siguiente ocasión? Cualquier análisis objetivo 
destacará que, al menos en su etapa final en el desempeño del 
cargo, se preocuparán más por establecer relaciones profesionales, 
incluyendo favores, que por administrar diligentemente los asun-
tos públicos. En consecuencia, para todos aquellos gobiernos que 
han hecho del combate a la corrupción una bandera –a veces solo 
mediática– pero no generar sistemas de profesionales de función 
pública es un error evidente. Max Weber lo señalaba ya hace cien 
años, cuando destacaba que a los funcionarios no les resultaba 
económicamente rentable la corrupción, pues podían perder su 
posición social y sus privilegios como miembros de la clase media.

El Curso Internacional con Sello CLAD «Construyendo un 
futuro de integridad y justicia: ética pública para los países y las 
organizaciones», llevado a cabo del 31 de mayo al 11 de julio de 
2021 en el campus virtual de la Escuela del CLAD, realizó un 
repaso por los temas más relevantes relacionados con la ética del 
político y del empleado público y la construcción de infraestruc-
tura ética. Entendida esta como mecanismo de prevención de la 
corrupción, pero sobre todo como instrumento de desarrollo de 
la integridad colectiva.
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•	 «Propuesta de consolidación del sistema de integridad de 
la Dirección General de Contrataciones Públicas», por 
Laura Paniagua y Pricis De la Cruz, de la dirección general 
de Contrataciones Pública de la República Dominicana.

•	 «Proyecto piloto de sistema de integridad para la Subse-
cretaría del Ministerio de Política Territorial de España», 
por José María Marcos Espinosa, del Ministerio de Polí-
tica Territorial, España.

Este libro es producto de la búsqueda del CLAD por realizar 
cambios en las organizaciones de Iberoamérica a través del 
principal actor de cualquier administración pública: el servidor 
público, cuya actuación debe tener en los principios éticos la 
base de su proceder para servir adecuadamente a los intereses 
ciudadanos y contribuir a la recuperación de la confianza en los 
poderes públicos.

Francisco Javier Velázquez López
Secretario General del CLAD

Ciudad de Caracas, octubre de 2021

Alianza para el Gobierno Abierto, desde el año 2016 hasta el 
presente, en Washington DC, EE.UU. 

El libro presenta cuatro capítulos, siendo el primero el artí-
culo inédito que los docentes redactaron especialmente para esta  
publicación. Los capítulos dos y tres son una selección de los me-
jores papers presentados en el área de ética en el Congreso Interna-
cional del CLAD 2021. El último capítulo contiene los resúmenes 
de los tres mejores trabajos finales entregados por los alumnos. Se 
trata de propuestas prácticas de implantación de modelos de ética 
e integridad en sus propios contextos institucionales.

Capítulo 1. «Sobre el buen gobierno: reflexiones y propuestas 
para la investigación y gestión», por los docentes Manuel Villoria 
y César Cruz.

Capítulo 2. «Conflictos de intereses y procesos de captura de 
la decisión pública. Propuesta metodológica para su identificación, 
análisis y evaluación», por Julia Natalia Gentile y Juan Ignacio 
Morelli, de la Subsecretaría de Fortalecimiento Institucional de 
la Secretaría de Gestión y Empleo Público de Argentina.

Capítulo 3. «Acceso a la información y riesgos de corrup-
ción en torno a la emergencia de covid-19», por Fernando Segura 
Restrepo, profesor de la Universidad del Rosario y del Externado  
de Colombia.

El capítulo 4 comprende los resúmenes de los tres mejores 
proyectos presentados por los alumnos durante el Curso Interna-
cional y que presentamos hoy como aportes concretos para forta-
lecer la institucionalidad pública:

•	 «Diseño e implementación de un programa de gestión de 
riesgos de integridad en sectores administrativos de un 
Tribunal de Cuentas Estatal del Brasil», por Rodrigo De 
Bona, de la Contraloría General de la Unión, Brasil.



CAPÍTULO 1
Sobre el buen gobierno: 
reflexiones y propuestas 
para la investigación  
y gestión



15

Sobre el buen gobierno: reflexiones y propuestas para la 
investigación y gestión

 Manuel Villoria
Universidad Rey Juan Carlos de Madrid. España

César Cruz-Rubio
Grupo de Investigación en Gobierno,  

Administración y Políticas Públicas. México

La corrupción se ha convertido en uno de los retos más re-
levantes del mundo actual. En una encuesta de Gallup del 
año 2013, hecha a 70 000 personas en sesenta y nueve paí-

ses, y que confirma hallazgos previos de 2010 y 2011, la corrup-
ción se consideraba el problema mundial número uno (Holmes, 
2015). Esta situación, ahora considerada parte de la normalidad, 
era impensable hace solo treinta años, cuando la palabra corrup-
ción apenas aparecía en los medios de comunicación o en la in-
vestigación social. 

Ha habido razones políticas e ideológicas para ese cambio, 
y es probable que ambas estén interconectadas. El papel de las 
ideas es esencial para entender el cambio político y normativo. 
Por ejemplo, desde mediados de la década de 1980, la preva-
lencia de los enfoques neoinstitucionalistas en economía (véase  
North, 1990; Knack y Keefer, 1995; Wiliamson, 2000; Rodrik et 
al., 2004; Acemoglou y Robinson, 2013) y en ciencias políticas 
(véase March y Olsen, 1984; Ostrom, 1990; Rothstein y Teorell, 
2008; Anderson y Tverdova, 2003; Fukuyama, 2015) ha produci-
do un aumento de la investigación sobre la calidad de las institu-
ciones, que ahora se consideran la variable crítica para entender 
el éxito o el fracaso de una nación. Estas ideas, a su vez, les ha 
permitido a las organizaciones internacionales entender mejor las 
causas de la mayoría de sus fracasos en la promoción del desa-
rrollo y han llevado a modificar sus estrategias contra la corrup-
ción, desarrollando así una nueva agenda global para construir 
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una buena gobernanza. Desde el punto de vista político, el fin de 
la Guerra Fría y el triunfo del capitalismo han reducido la nece-
sidad de apoyar a los regímenes corruptos que favorecían a uno 
de los dos bloques, lo que, entre otras cosas, ha favorecido a nivel 
mundial un mayor financiamiento para investigar este problema 
y ha permitido a los periodistas reorientar el foco de atención e 
informar sobre los escándalos de corrupción. 

Todos estos cambios han provocado que la corrupción se con-
vierta en uno de los temas de investigación más destacados de las 
ciencias sociales en los últimos años, con 19 462 artículos publi-
cados en 2020 en revistas con revisión por pares. Algunos de estos 
artículos incluyen el propio concepto de corrupción (Heidenhei-
mer y Johnston, 2002; Rothstein y Varraich, 2017), su medición 
(Sequeira, 2012; Sampford et al., 2017; Weber Abramo, 2007; 
Lambsdorff, 2006a y 2006b; Andersson y Heywood, 2009), sus 
causas (Klitgaard, 1988; Mungiu-Pippidi, 2015; Persson et al., 
2013), y sus consecuencias económicas y sociales, por ejemplo 
sobre el PIB per cápita (Mauro, 1996; Tanzi y Davoodi, 2000); 
Abed y Davoodi, 2000), el crecimiento económico y la inversión 
extranjera (Méon y Sekkat, 2005), la desigualdad y la pobreza 
(Gupta et al., 2000), el desarrollo humano (Akçay, 2006; Holm-
berg et al., 2009); o la felicidad y el bienestar subjetivo (Frey y 
Stutzer, 2000).

Pero al tiempo que se ha producido este cambio de priorida-
des en los temas de estudio de las ciencias sociales, otro cambio 
más reciente, y que es foco de nuestra atención en este documen-
to, empieza a ser claramente destacable. Surge de preguntarse, de 
nuevo, qué es lo contrario a la corrupción. Si existe corrupción es 
porque hay algo que se ha podrido, algo puro que ha sido manci-
llado o se ha descompuesto. Qué es lo que sería lo puro, aunque 
nunca se haya dado en la realidad social y política y quede como 
un referente normativo, es de lo que trataremos en este espacio. 

En definitiva, hablaremos del buen gobierno, para luego pa-
sar a analizar cómo construir ese referente de calidad que la co-
rrupción deteriora. Para ello procederemos a hacer una revisión 

de la literatura más importante y actual sobre este tema, ade-
más de referir a algunas experiencias internacionales que nos  
aporten ejemplos. 

I.	 Clarificando los conceptos asociados al buen gobierno

La ciencia política en su vertiente más filosófica se ha ocupado 
largamente de problemas como la legitimidad del poder –desde 
Aristóteles a Pierre Rosanvallon, pasando por cientos y cientos de 
pensadores clásicos y modernos–, o la justicia del sistema –desde 
Platón a Amartya Sen, pasando también por Rawls, Barry y cien-
tos de pensadores. Pero es cierto que se ha ocupado bastante me-
nos de cómo se debe gobernar, de cómo se deben prestar servicios 
a la ciudadanía, en definitiva (Kirby y Wolf, 2021). Dicho de otra 
forma, y desde una perspectiva más empírica, siguiendo la célebre 
terminología de Easton (1965), ha habido mucha investigación 
sobre el input de la política (las elecciones, los partidos, la cultura 
política), pero menos sobre el output, las políticas públicas y la 
caja negra del sistema (cómo opera la maquinaria gubernamen-
tal y genera sus productos). En términos de Rosanvallon (2015), 
mucha preocupación por la democracia de autorización, donde la 
clave son las elecciones y la legitimación para gobernar, y menos 
por la democracia de ejercicio, en donde la clave es la relación de 
confianza entre gobernantes y gobernados, fundada en la con-
fianza democrática. 

Sin embargo, al final del día lo que realmente afecta al bien-
estar y felicidad de las personas es que puedan alimentarse de 
forma sana, educar bien a sus hijos, prevenir y curar sus enfer-
medades o ir seguras por la calle. Todo ello no lo asegura que 
existan elecciones libres, ni siquiera que exista una Constitución 
muy avanzada en el reconocimiento de derechos. Todo ello lo 
asegura que exista un gobierno que funcione, un gobierno que 
tenga lo que algunos autores denominan calidad gubernamental 
(Bågenholm et al., 2021). 
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Esto nos lleva a la primera distinción, que es la que existe 
entre democracia y calidad del gobierno (Fukuyama, 2016). Lo 
normal es que pensemos que para que un gobierno sea de ca-
lidad debe ser democrático. Por desgracia, tenemos demasiados 
ejemplos de gobiernos democráticos, elegidos por la ciudadanía 
en elecciones libres y justas, cuyos niveles de corrupción, despil-
farro, clientelismo e ineficiencia son alarmantes. Se podrá argüir 
que esos ejemplos son de países con baja calidad democrática. 
Algunos afirman que si midiéramos la calidad de las democracias, 
siguiendo el famoso modelo de Diamond y Morlino (2006), se-
guro que la calidad del gobierno correlacionaría con la calidad de 
la democracia. Una democracia de calidad no solo tiene eleccio-
nes libres y justas, sino también accountability1 horizontal, compe-
tencia política, estado de derecho, participación cívica, libertades 
garantizadas, igualdad política y responsividad (responsiveness), o 
capacidad de dar respuesta a las demandas ciudadanas. En conse-
cuencia, todo sumado garantiza un gobierno de calidad, aunque 
incorpore más condiciones que las propias y exclusivas del go-
bierno. Pero, aun siendo cierta la afirmación previa, el problema 
es que también tenemos gobiernos autoritarios bastante eficaces. 
Amartya Sen (2011) comparó los gobiernos de la democrática 
India y de la totalitaria China, y los resultados fueron bastante 
deprimentes para la India. 

En suma, puede haber calidad del gobierno sin democracia, y 
puede haber democracia sin calidad del gobierno, aunque una de-
mocracia de alta calidad (en los pocos sitios donde existe) seguro 
que también atesora calidad del gobierno como un componente 
más. Luchar por una democracia de alta calidad es un noble fin 
digno de apoyo, pero es un objetivo demasiado exigente para que 
lo alcance un único gobierno, sobre todo si se parte de debilidades 

1 No existe una traducción formal al español para el término accountability. Pero 
se relaciona directamente con la responsabilidad y la actitud que se percibe de un 
individuo dentro de un ambiente laboral, representando su capacidad de ubicarse 
de manera activa en cuanto a los problemas. Es como la «forma óptima» de trabajar 
dentro de una organización.

institucionales previas, caminos de dependencia que anclan en la 
pobreza y prácticas sociales insolidarias (Acemoglou y Robinson, 
2013). Por ello, si hay que priorizar, tal vez se deba empezar por 
buscar un buen tractor que impulse el resto de reformas institu-
cionales precisas, y ello nos lleva, probablemente, a empezar me-
jorando la calidad del gobierno (Rothstein, 2021). La historia nos 
demuestra que las democracias que funcionan mejor tenían, pre-
viamente a su consolidación democrática, calidad gubernamental, 
con una burocracia meritocrática y eficaz. En suma, partían de un 
Estado que ya funcionaba desde hacía siglos. Por ello, si buscamos 
construir una democracia de calidad, debemos empezar preocu-
pándonos por la calidad del gobierno (Bågenholm et al., 2021).

Otro concepto que debemos separar del de calidad del gobier-
no o buen gobierno (que es como preferiríamos llamarlo) es el de 
buena gobernanza. Dejemos aparte los múltiples significados de 
gobernanza y sus diferentes escuelas, y vayamos directamente al 
concepto de buena gobernanza. Si entendemos por buena gober-
nanza el proceso de definir colectivamente el conjunto de institu-
ciones formales e informales que Estado, sociedad civil y mercado 
han de respetar para conseguir el bien común (Kaufmann et al., 
2004), entonces veremos que este concepto se extiende en exceso 
y habla de muchas más cosas de las que nosotros desearíamos 
hablar en este momento. 

En su esfuerzo por medir la buena gobernanza, los indica-
dores que generó el Banco Mundial incluyen seis dimensiones: 
voz y rendición de cuentas, estabilidad política y ausencia de vio-
lencia/terrorismo, eficacia del gobierno, calidad de la regulación, 
Estado de derecho y control de la corrupción. De estas dimensio-
nes nos interesan, a nuestros efectos, el control de la corrupción, 
la eficacia del gobierno y, parcialmente, el Estado de derecho y 
la calidad de la regulación. Parcialmente porque en la construc-
ción del Estado de derecho y la calidad regulatoria intervienen 
más actores que el gobierno, como el Parlamento, por ejemplo. 
Además, el concepto no solo abarcaría las instituciones estatales, 
sino que también sería importante tener en cuenta para la buena 
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gobernanza el papel del mercado y de la sociedad civil. De acuer-
do con Rothstein (2021), este concepto de buena gobernanza es 
tan amplio que prácticamente abarca toda relación social, excepto 
las puramente comerciales y familiares, lo que hace que sea difícil 
de operacionalizar y medir, aunque el Banco Mundial lo haya 
intentado. Además, incluye en su concepto los propios efectos de 
la buena gobernanza, como la estabilidad o la eficacia, generando 
una tautología que dificulta más aún la medición. 

La clave, ante ello, es preguntarnos: de todo lo que mide el 
concepto ¿qué sería lo esencial para el bienestar humano? Parece, 
por los datos empíricos generados en diversas investigaciones, 
que lo que realmente correlaciona con bienestar subjetivo (feli-
cidad) es un gobierno que actúe honestamente, sin corrupción; 
esencialmente, que actúe de forma imparcial en la implemen-
tación de las políticas públicas (Helliwell, 2014; Helliwell et 
al., 2021). Ello, según las encuestas, es más importante para la 
gente que aspectos como la limpieza electoral o el sistema de 
partidos. Por otra parte, un gobierno imparcial y no corrupto 
genera confianza social (Dinesen y Sønderskov, 2021), una con-
fianza que permite superar problemas de acción colectiva, facilita 
el desarrollo económico y se asocia a una mayor propensión a 
pagar impuestos, lo que auxilia a generar políticas sociales me-
jor financiadas y una mayor equidad (Svallfors, 2013). En suma, 
atendiendo a los datos expuestos, de todo el entramado de varia-
bles que incluye la buena gobernanza, aquellas relativas a buen 
gobierno serían las esenciales. 

Con estas distinciones en mente, procedamos ahora a entrar 
más en el fondo de qué es realmente el buen gobierno, para lo 
cual se adelantan estas siete propuestas de ideas clave para su ade-
cuado abordaje.

•	 En primer lugar, tenemos que reconocer que es un con-
cepto normativo, que expresa un deber ser. Por ello requie-
re una reflexión desde la filosofía política que sea mínima-
mente sólida. 

•	 Metodológicamente hablando, es un concepto en el que 
lo ideal es que permita su operacionalización y su medi-
ción, para poder comprobar niveles diferentes entre países 
o regiones, y estudiar así evoluciones. 

•	 En cuanto al sujeto que constituye este concepto, nos 
debemos referir solo a la rama ejecutiva del gobierno, y 
más en concreto a la Administración, aunque en ella tam-
bién participe el Gobierno en su faceta de cabeza de la 
Administración. No nos interesa la labor del Gobierno/
Presidente como actor político, su política de comunica-
ción, sus intervenciones parlamentarias, su convocatoria 
de elecciones, etc. Pero sí creemos que es importante que 
en la Administración incluyamos todo ese conjunto de 
disposiciones generales y planes que el Gobierno reali-
za sometido al derecho y controlables por los tribunales. 
Esto nos lleva a algo que muchos estudios no aclaran, y es 
la importancia que hay que otorgar a los directivos públi-
cos en la dirección de la Administración, y al análisis de 
su trabajo. 

•	 Evitar una definición tan amplia que no diferencie lo 
esencial de lo accesorio, o que incluya en la definición las 
consecuencias del buen gobierno. La clave, como indica 
Rothstein (2021), es que la variable dependiente es el 
bienestar humano, en torno a ello debemos concretar sus 
variables independientes. 

•	 El buen gobierno no puede definirse en términos de qué 
hace, sino de cómo lo hace (Villoria, 2011). Esto impli-
ca que, por ejemplo, no puede establecerse que el buen 
gobierno sea el que gaste más de un x % en sanidad, otro  
x % en seguridad, o que tenga más o menos presupuesto 
en cultura. Lo que nos importa, bajo el prisma del buen 
gobierno, es si es imparcial en la toma de decisiones, res-
peta la legalidad, rinde cuentas, etc.

•	 Este concepto debería superar retos relativistas y, sin pre-
tender defender ninguna superioridad etnocéntrica, ser 
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aplicable universalmente como método para conocer la 
calidad gubernamental en países muy diferentes. 

•	 Finalmente, la calidad del gobierno no puede estar solo en 
los outputs, es decir, en la implementación imparcial de las 
decisiones tomadas políticamente. La calidad del gobierno 
tiene también un componente muy importante en cómo 
se toman las decisiones por esta rama del poder, en cómo 
se desarrollan sus labores cuasilegislativas y cuasijudiciales.

A partir de este conjunto de ideas propuestas, pasaremos aho-
ra a su análisis y adecuada justificación de opciones. 

II.	 Los debates filosóficos sobre el buen gobierno  
y nuestra opción

El buen gobierno desde la perspectiva del input
Ceñidos al programa previo, empezaremos con una reflexión 
inicial desde la filosofía política. La preocupación por el buen 
gobierno se hunde en los orígenes de las sociedades humanas. 
Esencialmente, está conectado a la idea de bien común. El buen 
gobierno trabaja por el bien común y no por el bien de sus 
miembros o de sus partidarios exclusivamente. Cuando actúa 
guiado por su propio interés no se diferencia en nada de los 
delincuentes. Lo que lo legitima es su búsqueda de la justicia 
para la comunidad, como nos indica San Agustín en La ciudad 
de Dios. Estas ideas ya se encuentran, además, en la noción de 
Mandato Celestial china o en el Rajadharma indio, con más de 
dos mil años de antigüedad. En Occidente, desde hace miles de 
años también, se encuentran normas contra la corrupción de los 
magistrados públicos, y la sofisticación de algunos de los siste-
mas antiguos para evitar la corrupción son ciertamente sorpren-
dentes. Pero para nuestro texto, creemos esenciales dos elemen-
tos más de toda esta construcción intelectual de la antigüedad 
sobre el buen gobierno y su contrario, la corrupción del régimen. 
Ambos están ya en Aristóteles y otros pensadores clásicos, como 

Cicerón, y son los siguientes. Primero, la importancia de la esta-
bilidad política, la cual entra en riesgo cuando los responsables 
del régimen son dominados por el ansia de poder y riqueza, 
generando un poder arbitrario. De ahí la importancia de los re-
gímenes mixtos, donde los diferentes componentes se controlan 
mutuamente. El segundo, el riesgo de la desigualdad. Para mu-
chos pensadores clásicos, las desigualdades económicas, sociales 
y jurídicas eran contrarias a la libertad y las repúblicas estables. 
Platón criticó el culto sin sentido a la riqueza material, argu-
mentando que conduciría al abuso, la corrupción y el eventual 
derrocamiento del Estado por parte de los pobres indigentes. 
Aristóteles afirmó que los mejores Estados estaban dominados 
por una gran clase media. Esta clase media reducía la rivalidad 
entre clases y, por tanto, fomentaba el orden y la libertad. Por 
el contrario, un Estado caracterizado por la polarización de la 
riqueza estaba plagado de conflicto y era propenso a la tiranía. 
Las discrepancias de riqueza restringían la libertad y suprimían 
la virtud, porque los ricos se preocupaban por atesorar más y 
más dinero, mientras que los pobres carecían de los medios para 
defender su propia libertad o la de la república (Buchan y Hill, 
2014: 25 y ss.). 

Siguiendo esta tradición, si nos centramos en cómo debe 
decidir un gobierno sobre las políticas públicas y sobre la ge-
neración de normas generales –el input de la acción pública2–, 
podemos decir que, tras todo este conjunto de reflexiones, la 
clave está en que el buen gobierno no puede ser partidista ni 
estar guiado por la obsesión de acumular más y más poder y 
de servir solamente a los intereses de los suyos; el buen go-
bierno debe ser autónomo en sus decisiones, de los intereses 
privados, pues se caracteriza por la búsqueda del bien común 
(Mungiu-Pippidi, 2021). Ahora bien, asumiendo estos límites, 

2	 Es muy importante clarificar que aquí no hablamos del input en sentido 
cibernético eastoniano, sino que nos referimos en exclusiva a la toma de decisiones 
gubernamental (no del Legislativo) y, de ella, la que el gobierno toma como cabeza 
de la Administración, no como órgano político.
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en la definición y generación del bien común existen dos para-
digmas que se contradicen. Por una parte, el denominado mo-
delo platónico-leninista, en el que los líderes conocen lo que es 
justo y bueno para la comunidad y la dirigen hacia ese fin, con 
sangre y fuego si es preciso. Un modelo del que la historia ha 
demostrado sus deficiencias y horrores, además de su inutilidad 
cuando las sociedades acceden a niveles de educación y cono-
cimiento mínimamente desarrollados; un modelo, más aún, que 
exige unos niveles de virtud y sabiduría en los gobernantes que 
son prácticamente irrealizables (Dahl, 1989). Prácticas tecno-
cráticas puras, alejadas del escrutinio público, podrían entrar en 
este paradigma. Por otra parte el modelo democrático, tanto en 
versiones republicanas como liberales, en el que el gobierno si-
gue la voluntad del pueblo, y por ello el bien común es fruto de 
procedimientos participativos diversos y sistemas de control de 
la arbitrariedad complejos y coordinados. Nosotros entendemos 
que el buen gobierno se debe situar en este segundo paradigma 
o tradición democrática, cuando hablamos de la generación del 
input de sus políticas, normas y programas. No existe un pro-
grama cerrado de gobierno, ajeno a la voluntad popular; lo que 
existe son principios y procedimientos obligatorios si se quiere 
actuar como buen gobierno. En suma, el gobierno de calidad 
debe someterse a dos posibles principios, ambos de tradición 
humanista, y hasta cierto punto intercambiables: el principio de 
igualdad y el universalismo ético. 

El buen gobierno se debe regir, en la generación de las nor-
mas generales y en su diseño de políticas, por el principio de 
igualdad (Dahl, 1989). Es decir, todos los miembros de la co-
munidad deben ser tratados, bajo las normas, como si estuvieran 
igualmente cualificados para participar en el proceso de toma de 
decisiones. Todos, en principio, tienen igual derecho a participar 
en la solución de los problemas del país, de ahí la necesaria bús-
queda de mecanismos de participación y comunicación eficaces. 
Pero si, por razones diversas la participación directa o a través de 
asociaciones de forma equitativa no fuera posible, como ocurre 

a menudo en la vida real, los intereses de todos deben tratar de 
articularse equilibradamente por los representantes, mediante 
una escucha e investigación imparcial antes de la decisión so-
bre las políticas y normas. Además, el buen gobierno debería 
tratar de igualar el acceso a los recursos políticos, de forma tal 
que las desigualdades en riqueza, estatus o poder coercitivo no 
hagan que la igualdad quede convertida en letra muerta (Mun-
giu-Pippidi, 2021). El buen gobierno promociona que las reglas 
del juego sean justas y que los actores implicados aporten sus 
razones con igualdad. Al final, el gobierno tiene que formular 
políticas y generar normas (proyectos de ley, reglamentos, etc.), 
y en su actividad preparatoria debe ser imparcial, creando las 
condiciones para que todos participen razonablemente. 

Sin embargo, al final, en su decisión, no podrá ser imparcial, 
pues siempre habrá algunos que reciban más que otros o que no 
reciban lo suficiente. Siempre habrá valores que poner por enci-
ma de otros y optar. Probablemente, en esta fase también debe 
ser importante considerar el programa electoral y sus compro-
misos. Aún así, en todo caso, tiene una obligación: favorecer que 
todo se logre desde la mayor igualdad posible, la razonabilidad 
(Barry, 1995) y el respeto a los principios previos que se hayan 
obtenido por consenso superpuesto, y que constituyen las bases 
constitucionales del sistema de gobernanza (Rawls, 2005). El 
punto débil de este modelo está en que la razonabilidad exi-
ge que las personas quieran buscar acuerdos razonables. Si este 
prerrequisito no se da, entonces será muy difícil debatir con ra-
zones y argumentos sobre las políticas (véase también Majo-
ne, 1997). Pero si se da, como suele ser el caso en democracias 
asentadas, la ciudadanía podrá evaluar las políticas y normas y 
defender razonablemente sus argumentos: 

evaluar una política es pasar por un proceso de razona-
miento con el objeto de decidir si es una política deseable 
o no... si se tienen razones, se debe poder dar esas razones. 
Por lo tanto, evaluar una política es simplemente tomar las 
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medidas necesarias para poder justificar o argumentar a fa-
vor de la decisión o sobre la conveniencia o no de esa polí-
tica. (Barry, 1990, p. 2)3.

Por su parte, Jürgen Habermas, en el marco de la tradición 
kantiana, afirma que «solo pueden exigir validez aquellas nor-
mas jurídicas que pueden encontrar el asentimiento de todos los 
miembros de la comunidad jurídica, en un proceso discursivo de 
creación del derecho que, a la vez, ha sido constituido legalmente» 
(1996: 132). En consecuencia, si tenemos una regulación jurídica 
que brote de la comunicación entre sujetos libres en un ámbito li-
bre de coacciones, dotados de información y guiados por las argu-
mentaciones más adecuadas (principios del discurso), tenemos un 
derecho legitimado, un derecho que se puede imponer coactiva-
mente y ser moral, al tiempo. Con ello, hemos conectado la esfera 
pública con el poder. En última instancia, hemos conectado dere-
chos humanos con soberanía. «La legitimidad de la ley depende 
entonces, en último término, de un acuerdo comunicativo: como 
participantes en discursos más o menos racionales, en negociacio-
nes más o menos justas, los asociados bajo la ley deben ser capaces 
de examinar si una norma propugnada obtiene, o puede obtener, 
el acuerdo de todos los posibles afectados. La conexión interna 
entre la soberanía popular y los derechos humanos consiste en 
el hecho de que los derechos humanos establecen con precisión 
las condiciones bajo las que las diversas formas de comunicación 
necesarias para la elaboración de la ley políticamente autónoma 
pueden institucionalizarse legalmente» (Habermas, 2018: 279).

Estas ideas nos llevan a concluir que el buen gobierno debe 
generar las condiciones para que exista una esfera pública donde 
se debata en condiciones de libertad e igualdad, debe propiciar la 
deliberación entre seres libres e iguales sobre los asuntos públicos 
más relevantes y sobre los lineamientos estratégicos básicos del 

3	Traducción libre de Villoria.

país, y debe ser extremadamente respetuoso con las leyes que sur-
gen de ese acuerdo comunicativo.

Esta opción por la igualdad puede plantearse también de otra 
forma más abierta. El universalismo ético, según Alan Gewirth 
(1988), implica que todas las personas deben ser tratadas, en re-
lación con sus respectivos bienes e intereses, con consideración 
igual e imparcial. Por el contrario, el particularismo establece que 
se debe dar consideración preferencial a los intereses de algunas 
personas frente a otras, incluido no solo uno mismo, sino tam-
bién aquellas personas con las que tenemos relaciones especiales, 
tales como nuestros familiares o amigos, o incluso los miembros 
de nuestra comunidad, nación, raza u otros grupos restringidos. 
El buen gobierno rechaza el particularismo y promueve reglas 
y prácticas que eviten que la toma de decisiones sea sesgada ab 
initio o ex post, procurando con sus acciones que el interés privado 
no prime sobre el general. Las bases de este universalismo están 
en el respeto a la equidad (tratar igual a los iguales y desigual a los 
desiguales), el altruismo recíproco (la conciencia de que nos in-
teresa ayudarnos mutuamente) y la imparcialidad (consideración 
equitativa de los intereses) (Mungiu Pippidi, 2021). 

Éticamente hablando, este principio es defendible tanto desde 
una opción deontológica como desde una opción utilitarista. En 
el utilitarismo, según Stuart Mill, el principio de la mayor felici-
dad sostiene que las acciones correctas o justas son «las que tien-
den a promover la felicidad y las incorrectas o injustas a producir 
lo contrario a la felicidad (…). Por felicidad se entiende el placer 
y la ausencia de dolor; por infelicidad el dolor y la privación de 
placer» (1864: 9). 

Sin embargo, advierte Mill, el criterio por el que se juzgan la 
acciones no es la felicidad del propio agente, sino la mayor canti-
dad de felicidad en conjunto. La dimensión moral en una socie-
dad se hace posible por la igual consideración de todos sus miem-
bros. En expresión de Jeremy Bentham: «todo el mundo cuenta 
por uno, nadie por más de uno» (2000: 65). Mill, a propósito de 
esta idea, observa que el principio de utilidad solo tiene sentido si 
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la felicidad de una persona cuenta exactamente lo mismo que la 
de otra persona. Partiendo de la idea de que la norma de la ética 
utilitarista no se reduce a la felicidad individual del agente, sino 
que debe tener en cuenta la de todos los individuos implicados 
en las consecuencias de las acciones, Mill considera la situación 
o la perspectiva en que la moral sitúa al individuo cuando actúa 
moralmente. Ser uno entre muchos, ser uno más: «el utilitarismo 
exige a cada uno que entre su propia felicidad y la del resto sea 
un espectador tan estrictamente imparcial como desinteresado» 
(Mill, 1864: 24). Aplicado esto a la esfera gubernamental, impli-
caría los siguientes pasos: 

•	 En primer lugar, clarificar qué es el bienestar o felicidad 
para los seres humanos, sin que nadie cuente más que na-
die. La investigación social a través de las encuestas y la 
neurociencia, con el monitoreo del cerebro, nos permiten 
hoy medir la felicidad con bastante validez y fiabilidad. 
Los estudios empíricos llevados a cabo parecen indicar 
que los siete grandes factores que más afectan al bienestar 
subjetivo son (Layard, 2005): relaciones familiares sólidas, 
situación financiera que asegure ingresos suficientes, tra-
bajo, comunidad y amigos que nos hagan sentir parte de la 
comunidad, salud física y mental, sentido de libertad per-
sonal y poseer valores personales y un sentido de la vida. 

•	 Segundo, si se define lo que es para la inmensa mayoría 
tal bienestar, identificar las políticas que podrían acercar 
la felicidad a la gente. 

•	 Una vez identificadas las políticas, procurar diseñarlas 
considerando los costes y beneficios para todos los afec-
tados por cada decisión; eligiendo, lógicamente, lo que 
genera más beneficios y menores costes para la mayo-
ría. En esta labor, la apertura de canales de participación 
para que cada uno defienda sus intereses es plenamente 
coherente con los fines, pues con ello se abren espacios 

para la inteligencia colectiva en la atención a problemas 
complejos, dado que los gobiernos tienen limitaciones 
cognitivas evidentes, además de otras limitaciones tempo-
rales y de procesamiento de información ( Jones y Baum-
gartner, 2005). En consecuencia, si la mejor sociedad 
fuese aquella en la que las personas fueran más felices y 
sufrieran menos, la consecuencia para la política sería: el 
mejor gobierno es aquel que a través de sus políticas pú-
blicas consigue la mayor felicidad para el mayor número  
(The Greatest Happiness Principle).

Dicho todo esto, podemos decir que hemos resumido teorías 
esenciales sobre lo que es un buen gobierno desde la perspectiva 
del input. Resumiéndolas, creemos que podría haber cierto grado 
de acuerdo en las ideas siguientes: existe calidad del gobierno en 
la elaboración de proyectos de ley, en las reglamentaciones y en el 
diseño de las políticas cuando: 1) Se generan las bases para que 
exista igualdad en el acceso al poder, evitando asimetrías de poder 
que fomenten accesos privilegiados y silencien a los más débiles; 
2) se crean espacios públicos de deliberación, sometidos a la ética 
del discurso y a la razonabilidad, impulsando que la energía cívica 
acceda a las sedes gubernamentales; 3) se escucha la voz de to-
das las personas/grupos implicadas y se toma la decisión sin que 
criterios externos a la calidad de los argumentos, los análisis de 
costes y beneficios rigurosamente generados y los compromisos 
electorales asumidos influyan en la decisión tomada. 

En conjunto, son todos criterios procedimentales que no de-
terminan el resultado final, el contenido concreto de las políticas. 
También es cierto que expresan unos máximos que, en la vida 
real, difícilmente se darán casi nunca. Por ello, podríamos acabar 
esta parte indicando que el punto tres sería el prioritario, aquel 
en que el consenso superpuesto podría alcanzarse más fácilmente 
y donde los desacuerdos razonables (Scanlon, 1998) serían más 
difícilmente producibles. 
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Ahora bien, todavía no hemos dicho nada sobre el output del 
gobierno. Una vez tomada la decisión, ¿qué debe hacer la admi-
nistración correspondiente? 

III.	 El buen gobierno desde la perspectiva del output,  
y sus detractores

Lo que nos preocupa ahora es cómo se deben prestar servicios a 
la ciudadanía y qué es lo que más deberíamos desear de la Ad-
ministración (Kirby y Wolff, 2021). En este ámbito, la teoría más 
sólida y conocida internacionalmente nos la ofrecen Rothstein y 
Teorell (2008). Para ellos, la imparcialidad es la clave de la cali-
dad gubernamental. Entendiendo por tal, en primer lugar, que 
los servidores públicos cuando implementan la ley y las políticas, 
no consideran a las personas implicadas nada que no esté previa-
mente estipulado en la política o en la ley. También se refiere a 
una forma de actuación que no es alterada por cierto tipo de con-
sideraciones, como las relaciones privilegiadas o las preferencias 
personales. En suma, es tratar igual a la gente, con independencia 
de las relaciones especiales y de las preferencias y simpatías per-
sonales (Rothstein y Teorell, 2008). Precisamente para proteger 
este tipo de actuación, surge el servicio civil de carrera, que otorga 
al funcionario, seleccionado meritocráticamente, unas garantías, 
estructuradas de forma diversa en múltiples Estados. Cuando 
un servicio civil reúne una serie de requisitos que le incentivan 
a actuar imparcialmente, promueve el crecimiento económico, el 
respeto a derechos humanos esenciales, limita la polarización po-
lítica y reduce la corrupción (Rauch y Evans, 1999; Charron et al., 
2019; Dahlström, et al., 2012; Linde y Dahlberg, 2021).

Esta posición de Rothstein y Teorell ha sido criticada por di-
ferentes razones. En primer lugar, porque considera que la calidad 
del gobierno que importa y que es la demandada por la ciudadanía 
es la del output Ello implica no considerar la calidad en la toma 
de decisiones sobre políticas o disposiciones generales. De esta 
forma, un gobierno que tomara decisiones sectarias, capturadas 

por grupos de interés, o incluso contrarias a derechos humanos, 
sería validado como buen gobierno si las citadas decisiones fueran 
aplicadas imparcialmente (Agnafors, 2013). Frente a esta crítica, 
se ha argumentado que no puede haber consenso sobre qué po-
líticas expresan calidad gubernamental, y que solo puede haber 
acuerdos sólidos en el procedimiento de implantación, siendo la 
imparcialidad el valor clave en este ámbito (Rothstein y Varrei-
gh, 2017). También ha sido criticada por su carácter claramente 
eurocéntrico y no considerar las variables culturales. Frente a ello, 
Rothstein (2021) ha defendido que no se puede ser relativista 
ni en el análisis de la corrupción ni en su contrario: la calidad 
del gobierno, máxime cuando múltiples encuestas muestran el 
apoyo global de la ciudadanía a la imparcialidad y su rechazo a 
la corrupción. Finalmente, se le ha criticado muy recientemente 
porque no considera que la discrecionalidad con la que opera la 
administración exige una guía más completa que la que apor-
tan las leyes, e incluso las guías profesionales. Las normas no son 
siempre claras, ciertas y carentes de contradicciones. Las normas 
y guías no abarcan todos los problemas existentes, y al final el 
servidor público tendrá que optar por una interpretación u otra, 
por una prioridad u otra. En estos casos, no basta la imparcialidad 
(Kirby y Wolff, 2021). 

IV.	 Otros componentes del debate sobre el buen gobierno 

¿Quién es el gobierno? 
Un aspecto importante que hay que tratar cuando hablamos de 
la calidad del gobierno es el de quién es gobierno. Los problemas 
de traducción entre inglés y español nos llevan, a menudo, a con-
fundir Estado con Administración. Cuando se habla de la calidad 
del gobierno, normalmente se está hablando de la calidad de la 
Administración. En nuestro análisis consideramos que el sujeto 
de la acción, quien debe aportar calidad, es la Administración. 
Pero en la Administración hay que incluir también al gobierno 
cuando actúa como cabeza de esta, y por ello está sometido al 
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derecho administrativo y al control judicial contencioso. La Ad-
ministración no son solo los empleados de ventanilla, los maes-
tros, sanitarios o policías (street-level bureaucrats). La Administra-
ción es también el ministro cuando aprueba una orden ministerial 
que regula procedimientos internos de gestión; el director general 
que mantiene reuniones con grupos de interés previamente a la 
elaboración de un decreto; o la subsecretaría cuando aprueba una 
modificación presupuestaria. En estas decisiones los actores ejer-
cen una amplia discrecionalidad, pero están sometidos a una serie 
de normas procedimentales y deben asumir principios de uni-
versalismo ético e igualdad. Pongamos un ejemplo para clarificar 
estas aseveraciones. Imaginemos la agencia o unidad que regula 
el tráfico de vehículos en el país correspondiente. El director de 
esta unidad puede ser nombrado con criterios políticos, pero ello 
no impide que sus decisiones deban someterse a los principios 
citados. Sería incongruente pensar que el buen gobierno solo es 
consecuencia de la labor de los policías de tráfico o de los gestores 
de las multas y permisos de conducir. Por supuesto que estos de-
ben ser imparciales en su gestión, pero el director de la agencia 
no puede actuar de forma arbitraria y sectaria sin que su labor no 
influya en la calificación de la agencia como mal gobierno. Si el 
director promueve una norma que regule las escuelas de conducir, 
y para elaborarla solo se reúne con las más poderosas porque estas 
financian su partido, entonces está atentando contra el principio 
de igualdad y está dañando la calidad del gobierno; si promueve 
una modificación presupuestaria para incrementar sus gastos so-
ciales, sacando los fondos de la investigación de accidentes, está 
actuando de forma contraria al universalismo ético y, por ello, 
dañando la calidad del gobierno; si en el nombramiento de un 
puesto de subdirección vacante, promueve a una persona por ser 
de su partido, aunque desconozca la materia, y deja sin nombrar 
a una persona competente que lleva trabajando muy bien en este 
ámbito por años, está atentando contra la calidad en el gobierno. 
Todo ello podría estar dentro de sus competencias y de la discre-
cionalidad en el ejercicio del cargo. Todo podría justificarse por 

razones políticas, pero sería contrario a la igualdad y al universa-
lismo ético, y por ello rechazable. 

Esta reflexión nos permite conectar el análisis del sujeto respon-
sable con el dilema de si la calidad del gobierno solo debe centrarse 
en el output. Creemos haber demostrado que la calidad debe in-
cluir tanto el input de las decisiones de la Administración como su  
output, y que la Administración incorpora en su seno a los puestos 
políticos cuando actúan como cabeza de las unidades administra-
tivas y responsables del cumplimiento de su misión. Esto es más 
obvio aún cuando existe una dirección pública profesional en la que 
el ingreso y carrera son meritocráticos, pero no deja de ser defendi-
ble cuando la Administración no dispone de ese servicio directivo 
profesionalizado. Cuando hablamos del input de la Administración 
no estamos haciendo referencia al qué debe aprobar la Administra-
ción, sino al cómo debe hacerlo. Y debe hacerlo con igualdad, desde 
luego. Cuando hablamos del output de la Administración, hablamos 
de actuaciones que implementan normas de hard o soft law, o que 
aplican guías y procedimientos más o menos estandarizados. En es-
tos supuestos, deben actuar con imparcialidad, sin tomar en cuenta 
criterios que no estén previamente establecidos y sin consideracio-
nes personales que les desvíen de la aplicación de la norma. 

Pero también hablamos de actuaciones que pueden incluirse 
dentro de lo que calificaríamos como pura discrecionalidad. 

Los servidores públicos, sobre todo en niveles superiores, en 
ocasiones tienen que sustituir a los políticos en la toma de decisio-
nes. Es el llamado role reversal, situaciones en las que los políticos 
dejan en manos de los profesionales decisiones sobre políticas y 
programas que tienen un componente esencialmente político. Esto 
se da a menudo en los niveles locales de gobierno, sobre todo en 
municipios pequeños, donde los políticos no tienen formación su-
ficiente para hacer frente a decisiones técnicamente complejas. En 
otras ocasiones, las instrucciones son contradictorias, debiendo los 
servidores decidir sobre el fondo, sin que puedan aplicar maqui-
nalmente la norma o seguir claramente procedimientos. A veces, 
los funcionarios tienen que emitir informes preceptivos que pueden 
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influir profundamente en el camino de las políticas. En estos ca-
sos, de nuevo, los funcionarios no pueden ser meros aplicadores de 
la norma, pues tienen que considerar diversos aspectos, no solo la 
imparcialidad, también lo que sería más eficiente o más equitativo. 
Todo esto nos lleva a la siguiente cuestión: ¿cómo podemos medir 
la calidad del gobierno?

¿Cómo medir la calidad del gobierno? 
Existe una amplia literatura que ha tratado de medir la calidad 
con la que los gobiernos gestionan los bienes públicos. Los bie-
nes públicos deben gestionarse de forma diferente a los privados, 
y cuando no es así estamos ante la corrupción y el mal gobierno. 
Pero cómo deben gestionarse, y a partir de ahí, ¿cómo medir la 
buena gestión? 

Max Weber defendió que la Administración debería servir 
al sistema de dominación racional-legal mediante una gestión 
apegada a la ley, impersonal, profesional, racional y jerárquica. 
Lo contrario de esta gestión, propia de las sociedades modernas, 
era el patrimonialismo y la arbitrariedad. Otra forma de definir 
un buen gobierno está en torno a la variable de los órdenes de ac-
ceso abierto frente a los de acceso limitado. Los órdenes de acceso 
limitado se caracterizan por el control de la élite de los sistemas 
políticos y económicos para extraer rentas; los órdenes de acceso 
abierto permiten a cualquiera que cumpla con ciertos criterios 
impersonales formar organizaciones políticas y económicas. El 
buen gobierno promueve accesos abiertos donde la competencia 
económica y política es la clave del desarrollo (North, Wallis y 
Weingast, 2006). 

En esta línea, Acemoglou y Robinson (2013) establecen la 
distinción entre instituciones extractivas e instituciones inclusi-
vas. Las inclusivas son aquellas que permiten y animan la entrada 
y participación de gran número de personas, favorecen el desa-
rrollo de los talentos y habilidades de la gente, aseguran una apli-
cación imparcial de la ley, de la propiedad privada y un campo de 
juego imparcial para la provisión de servicios. Estas instituciones 

distribuyen ampliamente el poder, favoreciendo los controles y 
chequeos mutuos y el pluralismo. El buen gobierno promueve 
instituciones inclusivas. 

Fukuyama defiende que la clave para el buen gobierno es la 
impersonalidad (2016).  Con ello retorna, en parte, a Weber y a 
la idea de una Administración que aplica las leyes desde la im-
personalidad, sine ira et studio, y que trabaja de forma objetiva en 
la promoción del bien común. La forma de medirla sería a través 
de la autonomía de la burocracia con respecto a la política y su 
capacidad. Con excepción de los estudios de Weber y Fukuyama, 
el resto trata de actores que van más allá del gobierno, por lo que 
no entraremos a analizarlos. En relación con la multicitada teoría 
de Weber, es cierto que los datos nos muestran que la Adminis-
tración profesional e impersonal correlaciona con más desarrollo, 
pero también que su concepción, como el propio Weber anticipó, 
nos lleva a una jaula de hierro, a una sociedad que podría acer-
carse al mundo de El proceso, de Kafka. En cierto modo, la tesis 
de Fukuyama deja esa misma sensación de una Administración 
sin alma, eficaz pero insensible a la realidad humana y sus cir-
cunstancias. Por ello, veamos las dos teorías que más nos atraen. 

Si seguimos el criterio de Rothstein (2021), parece obvio que 
una sola variable (la imparcialidad), y aplicada al output de la 
Administración, a la implementación de normas y guías, sería lo 
mejor desde una perspectiva técnica y metodológica. Su defen-
sa de la parsimonia ontológica frente a la obesidad conceptual 
es bastante sólida, pero entendemos que su opción es excesiva-
mente radical. Para empezar, creemos que esa opción nos lleva a 
mediciones que tienen un sesgo autoritario. Con ellas, países no 
democráticos pueden recibir una legitimación que les ancle en 
un sistema sin libertades. Por otra parte, países con democracias 
complejas, con múltiples razas, diversidades étnicas, desigualda-
des y pobreza, difícilmente van a poder avanzar en la escala, y la 
respuesta podría ser el establecimiento autoritario de adminis-
traciones meritocráticas, al tiempo que se suspenden libertades. 
La historia nos demuestra que la calidad del gobierno ha sido 
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fruto, en Europa y en China, más de reformadores despóticos 
que del desarrollo normal de la democracia (Mungiu Pippidi, 
2021). En consecuencia, tal vez la respuesta para construir ad-
ministraciones con calidad sea el autoritarismo. Estimamos muy 
peligrosa esa conclusión, que obviamente Rothstein no busca, 
y por ello proponemos una visión de la calidad en la que, tanto 
los inputs como los outputs, se consideren, además de incorporar 
otros valores o factores, además de la imparcialidad, para calificar 
una Administración como buena. 

La medición de la calidad del gobierno se ha realizado de 
formas muy diversas. Esencialmente, la forma habitual ha sido 
medir la corrupción de formas diferentes. No obstante, hoy en 
día existe una gran cantidad de métodos que puede consultar-
se (ver Charron, 2021). Siguiendo el modelo de Rothstein, esta 
medición debe evitar que se incluyan políticas o resultados en 
el análisis. Pues si así se hiciera, se incurriría en tautología, mi-
diendo efectos al medir el propio concepto. Además, debe medir 
una sola dimensión, la más importante. El mejor ejemplo de esta 
opción es el de Dahlström et al. (2015). Se trata de una encuesta 
a expertos en las que se busca al menos tres expertos por país. 
En la encuesta se incluyen preguntas sobre reclutamiento me-
ritocrático, promoción interna, estabilidad de la carrera, salarios, 
imparcialidad, reformas de New Public Management, eficacia 
y eficiencia, corrupción y malversación, transparencia y control, 
mujeres en el sector público, despido y sustitución de empleados 
del sector público, y representatividad de la burocracia. En la 
versión agregada de la encuesta se incluyen tres índices: Impar-
cialidad, Profesionalidad y Cierre del sistema. Cada uno basado 
en un grupo de preguntas de la encuesta. También existe una va-
riante de este estudio basada en encuestas de percepción ciuda-
dana y con ámbito regional para Europa (Charron, et al. 2019). 
Las preguntas sobre la calidad del gobierno pretenden captar las 
percepciones y experiencias de los ciudadanos medios con la co-
rrupción, así como la medida en que consideran que los servicios 
públicos son imparciales y de buena calidad. Como se puede ver 

al analizar estas encuestas, tanto un estudio como el otro incluyen 
algunas preguntas sobre la eficacia del gobierno, no centrándose 
solo en la imparcialidad y ausencia de corrupción, lo que contra-
dice, en parte, la idea de no incluir resultados en la medición.

Para Mungiu-Pippidi, como señalamos previamente, una de 
las causas fundamentales de corrupción sería el desarrollo de una 
ética particularista en la sociedad y su traslación a la formulación 
y ejecución de las políticas públicas. El particularismo correla-
ciona con el bajo nivel de desarrollo moral, los bajos niveles de 
civismo, y reduce los costes psicológicos de embarcarse en acti-
vidades corruptas (Rotondi y Stanca, 2015). Por ello, la tenden-
cia general es a considerar que el universalismo y la consecuente 
imparcialidad representan un nivel mayor de desarrollo moral 
que el particularismo, y que las lealtades particularistas deben ser 
respetadas siempre que contribuyan a un mayor bien universal o 
sean expresión de los derechos humanos, y consecuentemente los 
hagan reales con su concreción. En esta línea, Alesina y Giuliano 
(2010) han mostrado empíricamente también que, cuanto más 
confía la gente en la familia como proveedor de servicios o ase-
gurador de recursos, menor es su implicación cívica y participa-
ción política. Siguiendo a Talcott Parsons y Edward Shils (1951), 
las orientaciones de las personas hacia otras personas pueden ser 
universalistas o particularistas. Son las primeras cuando los es-
tándares usados son independientes de las relaciones que tengan 
entre sí esas personas. Son las segundas cuando los estándares 
utilizados son dependientes de las relaciones personales. Si de-
bemos seleccionar un candidato para dirigir el área de recursos 
humanos de un ayuntamiento, actuaremos universalistamente 
cuando definamos bien las competencias requeridas en el puesto 
y establezcamos y apliquemos criterios objetivos para determinar 
quién de los candidatos tiene las mayores competencias para el 
puesto. Actuaremos de forma particularista cuando establezca-
mos procedimientos que nos permitan nombrar a la persona que 
por cercanía personal, partidista o familiar nos aporte más leal-
tad, sin considerar sus competencias para el puesto. 
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En suma, de acuerdo con Blau (1961), el criterio específico de 
diferenciación entre una y otra orientación sería el siguiente: si 
los estándares reflejados en las orientaciones hacia los otros (por 
ejemplo, el mérito) son independientes de las relaciones de esta-
tus o de conocimiento que existen entre los miembros del grupo, 
entonces esos estándares expresan unas orientaciones universa-
listas. Si, por el contrario, los estándares con los que juzgamos 
al otro se basan en la pertenencia de ese otro a nuestro grupo 
(familiar, político o de amistad), entonces estaremos particula-
rísticamente orientados. Podría ser que la persona que tiene más 
mérito sea parte de nuestro grupo, pero si es elegida por ser de 
los nuestros entonces actuaremos de forma particularista, dado 
que el estándar elegido no lo podemos aplicar al conjunto de los 
candidatos. Desde la sociología económica, Hampden-Turner y 
Trompenaars (1993) consideran que uno de los dilemas esencia-
les para explicarse la cultura de las diferentes sociedades es el del 
universalismo versus particularismo, entendiendo que las socie-
dades universalistas dan preferencia a las normas y códigos sobre 
las relaciones personales cuando se trata de tomar decisiones, en 
tanto que las sociedades particularistas prefieren guiarse por las 
relaciones personales que por las leyes abstractas cuando hay que 
decidir. La consecuencia económica, en la línea ya marcada por 
Adam Smith, es que las sociedades universalistas se desarrollan y 
modernizan más y generan un sistema capitalista que crea rique-
za, mientras las particularistas no generan riqueza y se anclan a 
un mundo rural y agrario.

La medición del particularismo/universalismo es bastante 
compleja. Al respecto, Rotondi y Stanca (2015), usando datos de 
la European Social Survey, miden el particularismo por: 

•	 El nivel de rechazo del soborno a cambio de la recepción de 
servicios públicos.

•	 La diferencia entre cuán importante es ser leal a los amigos 
o la gente cercana, y cuán importante es respetar las leyes.

•	 La mayor o menor apertura a la inmigración.4

Además, se han usado como proxies, y a efectos de controlar 
la endogeneidad, otras preguntas: 

•	 Nivel de honestidad individual.
•	 La deseabilidad social –medida a través de la importancia 

de ser aceptado o admirado.
•	 Facilidad de colusión en el soborno, para lo cual se mide 

la variable del número de amigos que apoyarían al respon-
diente en caso de que actuara ilegalmente.

•	 Cuán importante es para los respondientes el respeto a la 
naturaleza y al medio ambiente.

•	 Si la Unión Europea debe reforzarse o ha ido  
demasiado lejos.5

Los autores, finalmente, utilizan como variables de control la 
evaluación subjetiva de interés en la política, confianza, religión 
e ingresos familiares. 

Recientemente, Jiménez y Villoria han desarrollado un mode-
lo para medir el particularismo en dos regiones de España que se 
caracterizan por tener resultados muy distintos en la calidad del 
gobierno, de acuerdo con el modelo de Rothstein. Siguiendo a 

4	 Algunas de las preguntas son estas: 1) How wrong is that a public oficial asks someone 
for a favor or bribe in return for their services?; 3) To what extent do you think that your 
country should allow people of (1) the same or (2) different race or ethnic group as the 
majority to live in the country? 
5	 Las preguntas son 1) How much do you agree or disagree with this statement: If you 
want to make money, you cannot always act honestly; 2) Now I will describe some people. 
Please listen to each description and tell me how much each person is or is not like you. It’s 
important to her/him to show her/his abilities. She/he wants people to admire what she/he 
does; 3) Suppose you planned to get benefits or services you were not entitled to. How many 
of your friends or relatives do you think you could ask for support?
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Simona Piattoni (2001), han distinguido entre los lados de la oferta 
y la demanda del particularismo. Su modelo puede resumirse en el 
siguiente cuadro. 

Cuadro 1. Dimensiones para evaluar la  
extensión de las actitudes particularistas

Lado de la oferta Lado de la demanda
*Politización 
de las administracio-
nes públicas

Recursos para la 
movilización

*Educación
*Organización
*Medios financieros
*Fuentes de  
información política
*Membresía  
en asociaciones cívicas

*Inclinación de los 
líderes a construir sus 
apoyos mediante la 
distribución de benefi-
cios divisibles

Condiciones para 
disolver la disonan-
cia cognitiva

*Confianza generalizada  
e institucional
*Percepción de corrupción
*Expectativas compartidas
*Valores particularistas

Fuente: Jiménez y Villoria, en prensa.

Visiones multidimensionales del buen gobierno  
y la variable cultural
Finalmente, hay algunas concepciones multidimensionales del 
buen gobierno. Por ejemplo, Agnafors (2013) establece seis 
componentes de la calidad del gobierno. Así, una moralidad 
mínima (derechos humanos respetados) y un ethos público, un 
cumplimiento de las normas formales de la toma de decisiones 
(como la coherencia y la obligación de justificar las decisiones 
con razones), el principio de beneficencia, legalidad e imparcia-
lidad y estabilidad institucional. Refiriéndose en exclusiva a los 
street-level bureaucrats, Zacka (2017) establece cuatro valores 
que deben guiar la discrecionalidad de los funcionarios: eficien-
cia, imparcialidad, respeto y responsividad. Heath (citado por 

Kirby y Wolff, 2021) incluye tres componentes, que son la lega-
lidad, la eficiencia paretiana y la igualdad entre ciudadanos. Fi-
nalmente, Rosanvallon considera que el buen gobierno requiere 
de comprensibilidad (lisibilité), responsabilidad (rendición de 
cuentas) de los gobernantes y reactividad ciudadana, gracias a 
los nuevos medios de expresión. El problema con la multidi-
mensionalidad, cuando es excesiva, es que dificulta la medición 
y hace difícil a su vez entender resultados. Sobre todo cuando 
las variables dan diferencias importantes en los datos recolecta-
dos. En síntesis, podemos concluir, siguiendo a Holmberg et 
al. (2009: 157), que lo realmente importante para entender la 
calidad del gobierno no es tanto el conjunto de instituciones 
concretas que puedan coincidir en un mismo país, sino los 
fundamentos normativos a los que obedezcan tales institucio-
nes. Y en esos fundamentos hay un cierto espacio de coinci-
dencia entre la literatura que ha trabajado este tema.

El último aspecto a tratar, antes de pasar al cómo configu-
rar este buen gobierno, es el de la variable cultural. En general, 
como se puede comprobar con el texto previo, los criterios de-
finitorios del buen gobierno pretenden ser universales. Esto ha 
llevado a críticas tendentes a considerar todos estos estudios 
como eurocéntricos y faltos de sensibilidad hacia la diversidad 
de culturas en el mundo. Klitgaard indica que, de sus estudios 
antropológicos, concluye que una definición de cultura consen-
suada es casi imposible de alcanzar, que las culturas cambian, 
que dentro de cada cultura hay subculturas, que las políticas 
y sistemas económicos se adaptan a las culturas y las culturas 
a ellos, o que las culturas merecen un respeto en su diversidad 
(2021: 18-19). En todo caso, con respecto a la tensión cultu-
ra-corrupción, es necesario evitar el relativismo, pues sabemos 
que la corrupción daña el desarrollo. También sabemos que las 
personas rechazan la corrupción en todo el mundo, y que hay 
culturas que favorecen más la corrupción que otras. Pero para 
entender la relación entre cultura y corrupción la clave no es 
condenar o exonerar a las diferentes culturas, sino tratar de ver 
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las tensiones entre normas y valores en cada cultura. En cada 
una hay normas que favorecen la corrupción y otras que la evi-
tan, la clave es buscar la forma de que las normas que favorecen 
la corrupción ocupen cada vez menos espacio, y las que lo evi-
tan, más (Klitgaard, 2021: 130 y ss). Esto nos permite concluir 
que los principios de buen gobierno están universalmente ex-
pandidos, aunque conviven con prácticas y valores diversos. Por 
ello, la implementación de principios de buen gobierno debe 
hacerse en el contexto de cada cultura y trabajando con los in-
centivos y desincentivos que en ella funcionen. 

V.	  Implicaciones institucionales de la construcción de 
buen gobierno en los inputs

Como indicamos previamente, el buen gobierno, en la fase 
de generación de políticas y disposiciones generales, requie-
re respetar el principio de igualdad y lo que Barry denomi-
na razonabilidad. Rosanvallon nos indica que la democracia 
actual se funda también en una legitimidad de reflexividad 
(2010). Es decir, en toma de decisiones que se basan en aná-
lisis técnicos suficientemente sólidos como para superar ar-
gumentalmente una deliberación compleja. Para alcanzar 
niveles altos de calidad gubernamental, en esta fase, se re-
querirían medidas muy diversas y coordinadas que, llevadas 
a su extremo, podrían generar también riesgos importantes. 
La igualdad tiene grados diferentes y puede llevar a toma de 
decisiones autoritarias que no superen la prueba del consen-
so superpuesto. Por esta razón, nuestra opción deja de lado 
medidas de predistribución o de democracia fuerte (Barber, 
2004), y se centra en los elementos esenciales del buen go-
bierno cuando toma decisiones generales. Esta opción nos 
lleva a desarrollar cuatro tipos de instituciones: las que con-
trolan los conflictos de interés, las que regulan los grupos 
de interés, las que fomentan una buena regulación y las que 

incentivan la participación en condiciones de igualdad y de 
rendición de cuentas social. 

La gestión de los conflictos de interés de los altos 
cargos del gobierno
Empleamos como referencia conceptual la definición genérica de 
la OCDE sobre conflictos de interés. «El conflicto de intereses 
de los responsables públicos6 es un conflicto entre obligaciones 
públicas e interés privado que puede indebidamente influir en el 
cumplimiento imparcial e independiente de sus obligaciones y 
responsabilidades» (OCDE, 2004). Los conflictos de interés son 
una de las fuentes de riesgo para la igualdad más importantes. 
De ahí que la regulación y gestión de conflictos de interés se 
convierta en uno de los componentes esenciales de toda política 
de buen gobierno. 

De esta definición surge como consecuencia el reconocimien-
to de que se incluyen en la misma no solo las situaciones en las 
que, de hecho, existe un inaceptable conflicto entre los intereses 
como persona privada de un responsable público y sus obligacio-
nes como tal, sino también aquellas situaciones en las que existe 
un aparente conflicto de interés o un potencial conflicto de inte-
rés. En suma, a efectos de la OCDE, el conflicto puede ser apa-
rente: pueden darse, pero no se dan los conflictos. O puede ser 
potencial: podría haber conflicto en el futuro si el funcionario o 
funcionaria asumiera ciertas responsabilidades. Pero ambos tipos 
de conflicto, aun cuando no sean reales y actuales, se incluyen 
en la definición y se regulan. Esencialmente, por los efectos que 
ambos pueden tener sobre la percepción de la integridad de las 
organizaciones públicas. Si un ciudadano corriente entiende que 
la situación es conflictiva y que el interés general está en peligro, 
la Administración debe evitar que tal percepción se produzca.

6 Responsable público se refiere a todo tipo de cargo público, sea electo o de 
nombramiento, sea en el gobierno central o en gobiernos subnacionales.
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La regulación y gestión de los conflictos debe insertarse en 
todo el sistema de buen gobierno. No podemos obviar que debe 
basarse no solo en normas sino también en actitudes. Un buen 
sistema debe garantizar no solo la definición legal sino también 
la implantación. Y esta gestión no puede ser solo preventiva, 
debe ser también represiva en caso de incumplimiento. Entre 
las medidas que se vinculan a la prevención y regulación de los 
conflictos de interés, tras un análisis comparativo, se destacarían 
las siguientes (Villoria e Izquierdo, 2020): 

•	 Restricciones en el ejercicio de empleos adicionales al 
principal empleo público. Sobre todo cuando se trata de 
altos cargos o de jueces, lo normal es la prohibición abso-
luta de cualquier otro empleo público o privado. 

•	 Declaración de ingresos personales. Con esta medida, apli-
cable sobre todo a altos cargos y funcionarios en puestos 
de responsabilidad, se pretende conocer la procedencia de 
los ingresos, de manera que se controlen posibles fuentes 
de influencia indebida en su conducta. De cara a la lucha 
contra la corrupción, la declaración de ingresos permite 
también conocer los ingresos extraordinarios y descubrir 
enriquecimientos súbitos que necesitan explicación.

•	 Declaración de ingresos familiares. Esta medida es muy 
similar en sus fines a la anterior, pero amplía la esfera 
subjetiva de control, de manera que se conozcan posibles 
conflictos derivados de las fuentes de ingresos de familia-
res muy cercanos.

•	 Declaración de patrimonio personal. Para los supuestos 
en que el análisis de las cuentas bancarias y los ingresos 
no permitan justificar los incrementos patrimoniales, la 
entrada en vigor de la Convención de las Naciones Uni-
das contra la Corrupción aporta el tipo delictivo de «enri-
quecimiento ilícito» como instrumento de lucha contra la 
corrupción. Los altos cargos pueden, en general, tener ac-
ciones en empresas y su interés en que la empresa reporte 

beneficios, si ocupa un cargo público, puede condicionar 
su toma de decisiones en el sector público, de ahí la con-
veniencia de conocer sus activos financieros o participa-
ciones en sociedades.

•	 Declaración de patrimonio familiar. Aquí, como en el 
caso de los ingresos, el conocimiento del patrimonio del 
cónyuge o de los ascendientes y descendientes es impor-
tante para conocer fuentes de conflicto y para facilitar la 
lucha contra la corrupción.

•	 Declaración y prohibición de regalos. En el ejercicio del 
cargo, y como consecuencia del mismo, pueden recibirse 
regalos oficiales (de gobiernos extranjeros, por ejemplo) 
y privados. Estos últimos podrían comprometer la im-
parcialidad y por ello ser fuente de conflictos de interés. 
De ahí que, a partir de un determinado valor económico, 
se prohíba en algunos países la aceptación de regalos. En 
relación a los oficiales, cuando por razones de cortesía 
y de respeto institucional sea conveniente aceptarlos, la 
normativa a menudo establece que es necesario declarar-
los e incorporarlos al patrimonio estatal.

•	 Declaración de intereses privados relevantes para la ges-
tión de contratos o toma de decisiones. Algunas norma-
tivas obligan a declarar las actividades previas al puesto 
público realizadas en los últimos años, y a abstenerse de 
decidir en caso de afectar a empresas u organizaciones 
con las que se trabajó. También hay países que obligan a 
declarar cuál será la previsión de empleo una vez se cese  
en el cargo. 

•	 Declaración de intereses privados relevantes para quienes 
participan en la toma de decisiones como consejeros o 
informantes. En estos casos, la obligación afecta a perso-
nas que no toman decisiones, pero que influyen con sus 
consejos e informes en la toma final de la decisión.

•	 Seguridad y control en el acceso a información privile-
giada. Ciertas personas trabajan en áreas en las que se 
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maneja información muy relevante para la economía na-
cional o para su seguridad; de ahí que convenga clarificar 
a quién y cómo podrían beneficiar estas personas si se 
decidieran a revelar tal información, y posteriormente to-
mar medidas para evitar esa posibilidad.

•	 Restricciones y control de actividades privadas con pos-
terioridad al cese. Una forma de capturar políticas y deci-
siones por parte de empresas, ONG’s y grupos de interés, 
es la de ofrecer altos cargos en dichas organizaciones a los 
responsables públicos para cuando abandonen el gobierno. 
Para evitar este tipo de situaciones, con toda su carga de 
conflicto de interés y también de soborno diferido, en las 
legislaciones de muchos países se establece una prohibi-
ción temporal (dos años, por ejemplo) de aceptar empleo 
en el sector privado, una vez abandonado el servicio pú-
blico, cuando las organizaciones que ofrecen el empleo de-
pendieron del funcionario correspondiente en decisiones o 
resoluciones de cualquier tipo. Este tipo de prohibiciones 
son muy importantes en las agencias reguladoras donde 
las decisiones pueden tener efectos muy importantes so-
bre la cuenta de resultados de las empresas. Incluso, se 
puede prohibir al exresponsable público, durante un pe-
ríodo temporal, celebrar como empresario contratos con 
la administración pública. En este caso, para evitar cierto 
tráfico de influencias. 

•	 Restricciones y control de nombramientos concurrentes 
fuera del gobierno. Un alto cargo o responsable público 
puede, al tiempo que desarrolla su labor en la Adminis-
tración, estar involucrado en puestos de responsabilidad 
en un partido político o en una asociación legal de cual-
quier tipo como un ciudadano corriente. Obviamente, 
en estos casos, no se desarrolla normalmente la labor por 
razones lucrativas, sino por razones ideológicas, o por 
preocupaciones sociales, culturales o medioambienta-
les. Sin embargo, la militancia política y/o social puede 

provocar conflictos de interés. De ahí que, para determi-
nados puestos, se pueda exigir información relativa a este 
tipo de actividades cívicas, y que en ocasiones se pueda 
prohibir la ocupación de puestos de responsabilidad en 
este tipo de organizaciones, o incluso la mera militancia.

•	 Publicidad de las declaraciones de ingresos y patrimonio. 
De cara a facilitar el control social de los conflictos de 
intereses y la lucha contra la corrupción, en determinadas 
legislaciones se establece la obligación de que, salvados 
los datos confidenciales, se publiciten, incluso en inter-
net, las declaraciones de bienes y patrimonio de los altos 
cargos del gobierno y funcionarios relevantes. 

•	 La regulación detallada de la obligación de abstención en 
la toma de decisiones o de la participación en reuniones 
de comités, cuando la participación o presencia del res-
ponsable público en dichos actos pudiera comprometer 
la necesaria imparcialidad del acto, dado el conflicto de 
intereses, directo o indirecto (por afectar a familiares o 
amigos cercanos, o por enemistad manifiesta), que el fun-
cionario tiene en el mismo.

•	 Restricciones en la propiedad de acciones y de empresas 
privadas. Cuando un alto cargo o un funcionario con res-
ponsabilidades, o sus familiares cercanos, posean acciones 
o sean propietarios de empresas que tengan relación con 
la administración pública, el conflicto de intereses puede 
ser real; o, en todo caso, es aparente. Para evitar tales con-
flictos, en muchos países se establece la prohibición de 
tener tales propiedades (al menos un porcentaje superior 
al 10 %) mientras se detenta el cargo, por lo que es obliga-
torio o renunciar al cargo, o vender las acciones o empre-
sas. Si se trata de miembros del gobierno o responsables 
de agencias reguladoras, también se les puede exigir que si 
tienen acciones de cualquier tipo en empresas no contra-
tistas con el sector público, durante su mandato procedan 
a contratar con una entidad financiera registrada la gestión 
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de dichos valores, sin que puedan darles instrucciones de 
inversión durante tal período.

Para la detección y denuncia de incumplimientos es importan-
te tener organizaciones independientes que monitoreen el cum-
plimiento. En Francia hay un órgano independiente, la Alta Au-
toridad para la transparencia de la vida pública, encargada de ello, 
y la Agencia Francesa Anticorrupción, que controla si se conecta 
con posible corrupción. En Portugal es el Tribunal Constitucio-
nal quien realiza tal labor. También son cada vez más importan-
tes los buzones de denuncias, anónimas o con garantía de confi-
dencialidad. Ello suele ir vinculado a la necesidad de proteger al 
alertador. En Europa, solo Luxemburgo, Eslovenia, Rumania o 
el Reino Unido tenían hasta hace poco sistema avanzado de pro-
tección al denunciante. Recientemente, han incorporado sistemas 
de protección y denuncia Austria, Bélgica, Dinamarca, Francia, 
Hungría, Italia, Malta, Finlandia, Grecia, Irlanda, Holanda y 
Eslovaquia. España tiene ya un proyecto de ley en marcha. Por 
directiva de la Unión, toda Europa deberá tener un sistema de 
protección en 2022. Es importante destacar que en muchos países 
de Europa el incumplimiento de estas medidas puede conllevar 
una responsabilidad criminal. En Letonia el delito por violar las 
normas de conflicto de interés se castiga con penas de hasta cinco 
años de cárcel si hay daño al interés público. En Polonia se castiga 
con hasta tres años la falsa declaración de intereses. En Francia 
hay un delito especial: «Búsqueda ilícita de interés». La sanción es 
de hasta cinco años en prisión y 75 000 euros de multa. También 
es delito quebrar la cuarentena posempleo, sancionada con hasta 
dos años de prisión y 30 000 euros de multa. Incumplir órdenes 
de la Agencia de Transparencia puede llevar a un año de prisión 
y 15 000 euros de multa. No presentar o falsear datos, hasta tres 
años de prisión. El programa Prevent, de Rumania, es un sistema 
integrado de tecnología de la información destinado a prevenir 
el conflicto de intereses en la contratación pública. Este siste-
ma ha permitido a la Agencia Nacional de Integridad (A.N.I.) 

identificar los conflictos exante y prevenir la adjudicación de con-
tratos donde existe tal conflicto. 

La regulación de los grupos de interés
Entendemos por grupos de interés a organizaciones que defien-
den un interés específico (aunque tenga múltiples ramificacio-
nes), y que para defenderlo ejercen labores de influencia sobre 
los poderes públicos, pero que no tienen voluntad de acceder al 
gobierno o al poder político (Molins et al., 2016). Por su par-
te, la actividad de influencia o de lobby podría definirse como 
«cualquier comunicación directa o indirecta con agentes públi-
cos, decisores públicos o representantes políticos, con la finalidad 
de influenciar la toma de decisión pública, desarrollada por o en 
nombre de un grupo organizado» (Villoria, 2014). Los grupos 
de interés son parte ineludible de la democracia y del sistema 
pluralista de organización social. En última instancia, su labor 
es protegida constitucionalmente en todas las democracias (li-
bertad de expresión, de reunión, de participación, etc.). Por ello 
es importante evitar la conexión automática entre corrupción y 
grupos de interés. 

Como práctica, el lobby no es malo en sí mismo. Lo puede 
ser si opera en un contexto de opacidad en donde no es posible 
ejercer controles democráticos. A tal efecto, es necesario regular 
equilibradamente el sistema de influencia y negociación de nor-
mas entre gobierno y representantes del mercado o de la socie-
dad civil, fomentar la transparencia y la equidad en este ámbito 
y mejorar los controles en los sistemas de integridad y conflictos 
de interés en el sector público. La regulación de los grupos de 
interés se inserta en la defensa del principio de igualdad y lo 
refuerza institucionalmente. Por ello es importante conectar la 
regulación de los grupos de interés con la defensa de este princi-
pio esencial en la democracia, y evitar que este régimen político 
pase a ser una oligarquía o una plutocracia, un gobierno de unos 
pocos grupos poderosos que, gracias a su poder económico, de-
ciden lo esencial del sistema y refuerzan, además, su patrimonio 
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con decisiones opacas y dañinas para el interés de la inmensa 
mayoría. La dejación en este ámbito tiene efectos muy negativos 
sobre el bienestar de la ciudadanía. Un análisis de 300 estudios 
académicos demostró que el abuso en las actividades de influen-
cia ha conducido, por ejemplo, a resultados sanitarios negativos, 
a la inacción en materia de políticas climáticas, a una regulación 
excesiva para proteger a los titulares de derechos urbanísticos o a 
una regulación insuficiente para corregir los fallos o distorsiones 
del mercado. Además, el abuso de las prácticas de los grupos de 
presión socava la confianza de los ciudadanos en los procesos 
democráticos (OCDE, 2021).

Los riesgos de corrupción o malas prácticas relacionados con 
el lobby se encuentran en todas las fases del proceso de elabora-
ción de las políticas públicas, desde la formulación a la toma de 
decisión y la implantación de la política. Algunos ejemplos de 
prácticas y actividades que pueden suponer riesgos para el buen 
gobierno, según Villoria (2014), son:

•	 Financiación de partidos políticos para obtener regula-
ciones beneficiosas una vez que los partidos financiados 
accedan al gobierno.

•	 Puertas giratorias.7

•	 Captura regulatoria y técnica (por ejemplo, mediante el 
control de los grupos de expertos, la financiación de inves-
tigación sesgada, o la financiación de congresos y reunio-
nes profesionales a cambio de apoyo difuso a los intereses 
de los financiadores). 

7 Las puertas giratorias se refieren a la capacidad de ciertas empresas de ofrecer puestos 
muy bien retribuidos a políticos o altos funcionarios, una vez cesan en su mandato, 
en compensación por su apoyo a la empresa durante el ejercicio de su cargo. Algunos 
lo ven como un soborno en diferido. En ocasiones, las propias empresas son capaces 
de introducir, en puestos importantes de regulación o control de la competencia, a 
personas a su servicio, para que desde dentro del sistema les aporten información 
y protección a sus intereses. Tras un tiempo dentro, estas personas vuelven a las 
empresas, que les recompensan cumplidamente por su trabajo de influencia dentro 
del gobierno. 

•	 Adopción de normas que generan voluntariamente lagu-
nas o loopholes para evitar los verdaderos controles sobre 
grupos de interés (diluting regulation).

•	 Adopción de normas que debilitan las restricciones hasta 
convertir ciertas leyes en un verdadero ejemplo de facha-
da, o window dressing (debilitating restrictions).

•	 Debilitamiento de los controles y de la aplicación de las 
leyes en la fase regulatoria (weakened enforcement). 

•	 Entorpecimiento de la aplicación de sanciones a los gru-
pos de interés a través de presiones a los decisores (weake-
ned penalties).

•	 En procesos de compra o contratación pública, redacción 
fraudulenta de términos de referencia en un contrato público 
para asegurar que lo obtenga un sujeto privilegiado, etc. 

En todos estos casos, el regulador o el responsable de la im-
plementación de la política abusa de su poder para favorecer in-
tereses privados específicos, dañando al interés general o, cuando 
menos, desconsiderándolo. De un análisis comparado, nos sur-
gen todo un conjunto de instrumentos que una regulación del 
lobby debería incluir. Estos instrumentos se estructuran en tres 
grandes apartados, los relativos a transparencia, los vinculados a 
integridad y los propios de igualdad de acceso (Mulcahy, 2015) 
como se aprecia en el Cuadro 2.
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Cuadro 2: Las dimensiones de un  
sistema integral de regulación del lobby

Dimensiones 

Transparencia Integridad Igualdad de 
acceso 

1. Acceso a la información 
pública a través de los 
regímenes de libertad de 
información. 
2. Sistemas de registro de 
lobistas.
3. Monitoreo del  
sistema de registro  
y sanciones para la falta 
de cumplimiento.
4. Divulgación proactiva 
por funcionarios, incluida 
la huella legislativa.

5. Restricciones previas y 
posteriores al empleo para 
reducir los riesgos asocia-
dos con la puerta giratoria 
entre el sector público y el 
privado.
6. Códigos de conducta 
para empleados del sector 
público.
7. Códigos de ética para 
lobistas.
8. Autorregulación por las 
asociaciones de lobistas.

9. Mecanismos 
de consulta y 
participación 
pública.
10. Composición 
de grupos de 
peritos / consul-
tores en políticas 
e informes.

Fuente: Mulhany (2015). 

Las recomendaciones que se pueden hacer en este ámbito, 
centradas en el ejecutivo (existe una amplia literatura sobre el lo-
bby en el ámbito parlamentario que no tratamos en este texto), se 
pueden condensar en diez. 

1.	 Todo representante público debe informar de manera 
clara de los contactos que mantiene en relación con cada 
medida o política pública, y publicar su agenda de trabajo. 
Al tiempo, todo lobista registrado debería informar perió-
dica y públicamente de sus actividades, sin perjuicio de la 
información que deben dar los responsables públicos con 
los que se reúnen, estableciendo claramente los nombres 
de los agentes públicos implicados, sus categorías y uni-
dades donde trabajan, el tema sobre el que se realizó la 
labor de influencia, las cantidades recibidas para la labor 

o, si se trata de una empresa que influye para sí misma, el 
presupuesto implicado, etc. 

2.	 Debe aprobarse un código ético para la actividad de 
lobby de forma consensuada y formar en el mismo a 
quienes realizan la labor de lobby y a los actores públicos 
involucrados en la relación con lobistas. 

3.	 Debe existir una agencia u órgano independiente que ges-
tione el sistema, monitoree y sancione los incumplimien-
tos tanto del sector privado como del público.

4.	 Debe conectarse con la normativa de conflictos de inte-
rés de funcionarios y de altos cargos, de parlamentarios 
y cargos electos, de jueces y fiscales para asegurar que las 
puertas giratorias, en sus diversas variantes, no dañen al 
interés general. Aunque se han establecido leyes, políticas y 
directrices sobre la integridad pública, normalmente no se 
han adaptado a los riesgos específicos de los grupos de pre-
sión y otras prácticas de influencia. Mientras que las normas 
sobre regalos, invitaciones y hospitalidad son sólidas, pocos 
países tienen normas, orientaciones y formación que abor-
den específicamente las actividades de los grupos de presión 
y otras prácticas de influencia. La «puerta giratoria» entre 
los cargos privados y públicos sigue siendo una gran preo-
cupación, a pesar de las estrictas normas para gestionar los 
conflictos de intereses (OCDE, 2021). 

5.	 Debe interaccionar y relacionarse con las normas de fi-
nanciación de partidos para reducir riesgos de influen
cia indebida. 

6.	 Es necesario modificar la regulación del proceso de elabo-
ración de proyectos de leyes y de reglamentos para tratar 
de asegurar un campo de juego equilibrado entre los in-
tereses en juego en cada materia regulada (Ponce, 2015).

7.	 Se necesita más transparencia sobre quién financia la in-
vestigación, los grupos de reflexión y las organizaciones de 
base, así como sobre el uso de las redes sociales como herra-
mienta de presión. El Registro Canadiense de Grupos de 
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Presión y el Registro de Transparencia de la UE son los úni-
cos marcos que exigen a los grupos de presión que revelen 
información sobre el uso de las redes sociales y otras cam-
pañas de relaciones públicas como herramienta de presión. 
La transparencia sobre la composición y el funcionamiento 
de los grupos de asesores y expertos sigue siendo limitada 
(OCDE, 2021).

8.	 Los grupos de presión y las empresas están sometidos a un 
escrutinio cada vez mayor y necesitan un marco de integri-
dad más claro para participar en el proceso de elaboración 
de políticas. Es esencial mejorar las normas y las orientacio-
nes en toda la gama de medidas disponibles para influir en 
las políticas públicas, a fin de ayudar a los grupos de presión 
y a las empresas a participar de una manera que no suscite 
preocupaciones sobre la integridad y la inclusión. En par-
ticular, puede ser necesario especificar la diligencia debida 
que deben llevar a cabo las empresas para asegurarse de que 
sus actividades de lobby están en consonancia con sus com-
promisos de sostenibilidad (Ibídem).

9.	 Los países de la OCDE han reforzado la participación de 
las partes interesadas en los procesos de regulación para 
proporcionar un terreno de juego más equilibrado entre los 
actores del mundo de la influencia. Pero las oportunidades 
de participación y la concienciación de las partes interesa-
das podrían aumentar. Además, las partes interesadas suelen 
participar demasiado tarde en el proceso o reciben muy poca 
información para poder influir eficazmente en las normati-
vas o políticas. En suma, es preciso asegurar la participación 
equilibrada y a tiempo (Ibídem).

10.	 El desarrollo de las nuevas tecnologías y los social media 
generan nuevas posibilidades de influencia difícilmente 
controlables. El uso de estrategias basadas en el uso de las 
redes sociales para crear desinformación, abrir debates y 
cambiar la percepción de la gente, así como el papel de los 
think tanks y de ONG’s para influir en la creación de ideas, 

genera retos muy importantes y novedosos. A estos peligros 
se une la masiva subcontratación en áreas clave del gobier-
no, y la difuminación de la separación entre lo público y lo 
privado: 3 de cada 4 de los puestos del gobierno estadou-
nidense están gestionados por contratistas, las reuniones 
gubernamentales están repletas de contratistas. Todo esto 
nos lleva a destacar el peligroso papel de las shadow elites 
en el retroceso de la accountability y la influencia desmedi-
da de los power brokers en el mundo actual (Wedel, 2021). 
Ante ello, es necesario reconfigurar la investigación en este 
ámbito y analizar más en profundidad cómo operan estas  
élites oscuras. 

La buena regulación
La calidad de la regulación, vinculada a los principios de reflexivi-
dad y razonabilidad en la toma de decisiones, es una cuestión cla-
ramente relacionada con el buen gobierno. Las normas no pueden 
generarse de cualquier manera, sino que deben reunir unos requi-
sitos de calidad suficiente para que puedan cumplir con los fines 
que las justifican. La calidad de las decisiones normativas tiene al 
menos tres aspectos a considerar: el formal, el procedimental y el 
material (este tema está también abordado en un reciente libro 
coordinado por Ponce y Villoria, 2020: 29 y ss).

•	 Desde una perspectiva formal, la norma ha de ser correc-
ta, siguiendo los estándares que puedan fijarse al respecto 
por el Poder Legislativo o la propia Administración. Por 
ejemplo, en garantía de que el lenguaje jurídico empleado 
sea inteligible para el ciudadano medio, etc.8 Desde esta 

8 Hay también una evidente necesidad de articular mejoras para garantizar el uso 
de un lenguaje y comunicación claras por parte de la administración que, en su 
origen, fueron condensadas en el movimiento «plain language movement» de algunos 
países anglosajones, y que en el contexto iberoamericano ha incursionado como 
un complemento necesario a la transparencia pública. Véase, sobre la historia y el 
desarrollo de esta idea del lenguaje y comunicación clara, el libro de Montolío y 
Tascón (2020).
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perspectiva formal, existen ya tanto desarrollos científicos 
como documentos jurídicos. Es el caso, por lo que a estos 
se refiere, de los estándares específicos provenientes de la 
denominada teoría de la legislación. 

•	 Desde una perspectiva material, la norma no ha de vulne-
rar ninguna regla ni principio del ordenamiento jurídico 
y debe poder alcanzar los fines para los que fue diseñada.

•	 Y desde una perspectiva procedimental, el proceso de 
adopción de la decisión debe ser un procedimiento ade-
cuado que, si se trata de un reglamento, ha de garantizar 
la buena administración. El respeto a los procedimientos 
incrementa las posibilidades de acierto en las normas. 

Si la norma se adopta sin este proceso razonado y razonable de 
elaboración, entonces el ejercicio de la discrecionalidad es defec-
tuoso, constitutivo de mala administración en el caso de los regla-
mentos, ordenanzas y planes, y el resultado es de baja calidad, y 
por ello antijurídico. 

Por su parte, la Unión Europea (2001) ha establecido los si-
guientes principios de buena regulación:

La regulación debe ser necesaria (se debe evitar la inflación 
normativa de tal manera que se deje muy claro también qué nor-
mas antiguas quedan derogadas por las nuevas); proporcionada (se 
debe evitar imponer cargas a los afectados que puedan tener con-
secuencias perjudiciales); apropiada (para conseguir los objetivos 
que se pretenden); simple (clara y fácil de entender); accesible (los 
afectados la deben conocer con facilidad); y transparente (se deben 
conocer todos los detalles sobre su proceso de creación, y sobre 
todo a los agentes e intereses que han intervenido en el mismo).

Para cumplir con estos principios (ver Jiménez, 2021: 72), la 
smart regulation exige que el diseño y la puesta en marcha de las 
nuevas regulaciones respete dos grandes requisitos en cada una 
de sus etapas. Ello incluye desde la fase en la que se articula la 
justificación en la que se basa la necesidad de que se adopte la 
nueva normativa, hasta la fase final en la que se evalúa el impacto 

real que ha tenido una vez que se ha estado aplicando durante un 
tiempo. Así como las fases intermedias en las que se fijan los obje-
tivos que deben alcanzarse con las nuevas reglas, se consideran las 
alternativas posibles para diseñarlas (incluida la posibilidad de no 
adoptarlas), o se hace un seguimiento (monitorización) estrecho 
de cómo afectan a los ciudadanos y organizaciones a los que atañe. 
Pues bien, en todas estas fases, «una regulación inteligente exige 
que se tengan en cuenta análisis y evidencias, por un lado, y orien-
tación y asesoramiento, por otro. Se trata de evitar improvisaciones 
y ocurrencias en la creación normativa, y de afinar al máximo en 
el impacto positivo que debe tener la regulación, por lo que es 
necesario tomar decisiones regulativas basadas en las mejores evi-
dencias empíricas y con el mejor asesoramiento posible de exper-
tos y de afectados, para establecer un proceso continuo de mejora 
regulativa que corrija los efectos perniciosos que pueda tener la 
nueva regulación de la manera más sólida y ágil posible».9

Participación y rendición de cuentas social
El buen gobierno requiere, también, de una buena sociedad ci-
vil. De ahí su responsabilidad en la construcción de una socie-
dad cívicamente comprometida y plural, rica en asociatividad 
y con amplia confianza intersubjetiva. Entendemos la socie-
dad civil como «una esfera de interacción entre la economía, 

9 Mas recientemente, iniciativas vinculadas a la idea de smart regulation, que 
reconocen que la innovación pública no es potestad exclusiva de los gobiernos, 
toman en consideración el papel de la participación ciudadana mediante el uso de 
plataformas tecnológicas como medio para mejorar la calidad regulatoria, o como 
medio privilegiado de uso de la inteligencia colectiva en la elaboración de leyes. 
Acercamientos como la legislación colaborativa (crodlaw movement) apuntan en esta 
dirección, con algunas experiencias esperanzadoras. Se define como la participación 
pública en línea, que emplea las nuevas tecnologías para aprovechar diversas fuentes 
de información, juicios y experiencia en cada etapa del ciclo de formulación de leyes 
y políticas, para mejorar la calidad y la legitimidad resultantes de las mismas (Alsina 
y Martí, 2018). Casos como la Constitución de Todos, en Chile, la Ley 3 de 3, en 
México, dan cuenta de esta forma de elaboración de leyes, que va más allá de los 
mecanismos formales de implicación de la ciudadanía.



Ética y buen gobierno en tiempos de pandemiaa58 Ética y buen gobierno en tiempos de pandemiaa 59

por una parte, y el Estado, por otra, compuesta sobre todo 
por la esfera íntima (especialmente la familia), la esfera de las 
asociaciones (especialmente las organizaciones voluntarias), 
los movimientos sociales y las formas de comunicación pú-
blica» (Cohen y Arato, 1992: ix). Una idea de sociedad civil 
que surge fundamentalmente de la lucha contra los regímenes 
autoritarios, tanto en Europa del Este como en Latinoamérica 
(Glasius, 2011), pero que encuentra su fundamento teórico en 
su conexión con el ideal de la esfera pública. La esfera pública 
se sitúa en la sociedad civil y es el lugar donde las personas 
pueden debatir asuntos de interés mutuo como compañeros, 
y conocer los hechos, los acontecimientos, las opiniones, los 
intereses y las perspectivas de los demás en una atmósfera li-
bre de coacciones y de desigualdades (Habermas, 1987). Esta 
participación en la esfera pública desarrolla la autonomía in-
dividual, es un proceso de aprendizaje democrático y crea una 
opinión pública políticamente relevante. Entonces, la esencia 
de la sociedad civil comprende: «a network of associations that 
institutionalizes problem-solving discourses on questions of gen-
eral interest inside the framework of organized public spheres» 
(Habermas, 1996: 367). 

Este concepto nos permite huir de la concepción apolítica 
de la sociedad civil propia de Putnam, pues entendemos que lo 
que genera compromiso cívico es la pertenencia a asociaciones 
que defienden la esfera pública y promueven el control sobre 
el poder del sistema. Al tiempo, rechaza la visión negativa de 
la sociedad civil, pues esta no surge para la defensa de intereses 
económicos ni partidistas, sino que a través de la deliberación 
democrática busca contribuir a solucionar problemas comunes 
de la comunidad y/o proteger el mundo de la vida. 

Vinculada a esta visión benevolente de la sociedad civil, 
el concepto de rendición de cuentas social, en sus diferentes 
modalidades, defiende que la promoción de vías de control 
por parte de la sociedad civil sobre la actuación de los poderes 

públicos y privados es un componente positivo de la gober-
nanza (Peruzzotti y Smulovitz, 2006). 

O’Donnell, por su parte, considera que la ciudadanía di-
rectamente (no solo a través de los grupos de presión) pue-
de horizontalizar su accountability (O’Donnell, 2007: 135 y 
ss.). En suma, la sociedad civil, gracias al control social, y en 
interacción con la accountability vertical y horizontal, puede 
contribuir a una gobernanza que se desarrolle para el bien 
común (O’Donnell, 2006). En la actualidad, se puede conce-
bir como un paraguas conceptual en evolución, que incluye el 
seguimiento y la supervisión por parte de los ciudadanos de 
la actuación pública y/o privada, sistemas de acceso y difusión 
de información pública centrada en el usuario, sistemas de 
acceso y difusión de quejas y reclamaciones, así como la par-
ticipación de los ciudadanos en la toma de decisiones sobre la 
asignación de recursos, como los presupuestos participativos 
(Fox, 2015: 343).

Todo ello nos lleva a la importancia de que el buen gobier-
no fomente una esfera pública activa, promocione el asociacio-
nismo e inserte la educación cívica como un elemento esencial 
de la formación humana. Ello impulsará una participación 
igualitaria y activa y un control social efectivo. A partir de ahí, 
los instrumentos de participación pueden ser muy variados. 
Pero a nuestros efectos los esenciales serían aquellos en los que 
se garantiza la máxima igualdad y se evita la captura por los 
mejor organizados. Por ejemplo, los foros y encuestas delibera-
tivas, las conferencias de consenso, los jurados ciudadanos, los 
presupuestos participativos y las consultas ciudadanas, cuando 
reúnen toda una serie de condiciones (Font y Blanco, 2001).

Proyectos de investigación más recientes (Latinno, 2017) 
en clave latinoamericana dan cuenta de una región vibrante, 
que desde varias décadas atrás ha ido experimentando con 
diseños innovadores en materia de participación ciudad-
ana. Se trata de las llamadas «innovaciones democráticas». 
Este proyecto ha catalogado más de 3 700 tipos de diseños 
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institucionales (basados o no en el uso de las TIC) implementados 
en 18 países de América Latina, orientados a inclusión política,  
igualdad social, rendición de cuentas, responsividad y promoción 
del estado de derecho. En este marco, las tecnologías de la infor-
mación y de la comunicación facilitan la participación ciudadana, 
pero para garantizar la igualdad se antoja imprescindible reducir 
la brecha digital y cognitiva. 

Gráfico 1. Medios y fines vinculados  
con las innovaciones  democráticas 

Fuente: Pogrebinschi, Thamy, 2016. (Recuperado de www.latinno.net).

VI.	Implicaciones institucionales de la construcción de 
buen gobierno en los outputs

Como se ha destacado ya, siguiendo a Rothstein, el criterio 
esencial en la consideración de la calidad del gobierno en sus 

outputs es la imparcialidad. Pero esta imparcialidad también tie-
ne sus límites. La presencia de normas no evita la interpreta-
ción jurídica, ni la necesaria conexión de las normas concretas 
con los principios generales que guían el ordenamiento jurídico. 
Más aún, existen situaciones donde los servidores públicos se 
encuentran con que las leyes o normas generales no les sirven. 
En esos supuestos tienen que actuar siguiendo los códigos pro-
fesionales, donde existen, o desarrollando su juicio moral, con-
siderando las circunstancias del momento. Por ello, la integridad 
de los funcionarios es un elemento que no puede obviarse cuan-
do se construye buen gobierno. Todo ello nos lleva a considerar 
tres conjuntos de instituciones que son esenciales para la cons-
trucción de buen gobierno en los outputs: una administración 
meritocrática y profesional, el desarrollo de códigos éticos y los 
principios de buena administración. 

La Administración meritocrática
El modelo weberiano de Administración, a pesar de sus críticas, 
ha sido un factor clave para el desarrollo humano. Ha contribuido 
a reducir la pobreza, a luchar contra la corrupción, y además a 
incrementar la confianza institucional e intersubjetiva. En esen-
cia, el modelo neoweberiano considera que los funcionarios: 1) 
Deben sostener y preservar los principios constitucionales. Esta 
obligación ya nace del propio juramento o promesa del cargo en 
su toma de posesión. 2) Los funcionarios no deben permanecer 
pasivos en la acción de gobierno; tienen el derecho legítimo, am-
parado por la Constitución, de controlar el poder de los líderes 
políticos electos. 3) No solo ejercen labores administrativas, sino 
que también ejercen, de forma delegada y subordinada, poderes 
cuasilegislativos y cuasijudiciales. Por dicha razón, su estabilidad 
es fundamental para la generación y aplicación imparcial del de-
recho. 4) Su eficacia es indiferente al interés partidista del poder. 
5) Son seleccionados de forma que se garanticen los principios de 
publicidad, igualdad y mérito. 
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Para entender la utilidad del modelo weberiano en la gene-
ración de buen gobierno y los rasgos esenciales para alcanzar tal 
fin, la clave es leer a Dahlström y Lapuente (2018). Su análisis 
pretende evaluar empíricamente qué elementos del denominado 
paradigma burocrático son realmente eficaces en la lucha contra 
la corrupción, la generación de eficacia y el amparo de reformas 
como la evaluación del rendimiento. Para ello, seleccionan los ele-
mentos burocráticos vinculados al empleo. En ellos consideran 
dos dimensiones, la primera tiene que ver con la protección del 
empleo (sistemas cerrados y abiertos), y la segunda con la separa-
ción de las carreras de políticos y burócratas. Estas dimensiones 
no se correlacionan entre sí. Puede haber sistemas cerrados en los 
que se mezclan las carreras, y abiertos en los que no (Dahlström 
y Lapuente, 2018: 32). 

El modelo cerrado es aquel en que los funcionarios son selec-
cionados a través de exámenes competitivos muy formalizados 
para ingresar en la Administración, sin definir bien el puesto de 
destino. Una vez dentro, tienen un sistema de carrera cerrado, 
donde solo los funcionarios de carrera pueden acceder a puestos 
superiores en la Administración, y están protegidos del despido 
mediante un sistema muy garantista (empleo de por vida). Ade-
más de tener sus propias normas laborales, distintas del resto de 
los trabajadores. El modelo abierto se caracteriza por tener sis-
temas de selección iguales que en el sector privado, basados en 
currículum y entrevistas para demostrar que se tienen competen-
cias para ocupar un puesto determinado. Una vez que ingresan, 
su carrera depende de ganar concursos abiertos donde pueden 
presentarse personas de fuera del sector público, y no tienen un 
régimen de personal distinto del sector privado, sino que se ri-
gen por las normas laborales comunes y sin garantía de empleo 
de por vida. En cuanto a la separación de carreras de políticos 
y funcionarios, implica una clara separación en dos cadenas de 
rendición de cuentas diferenciadas –los políticos respecto al par-
tido gobernante (y los votantes), y los funcionarios respecto a sus 
pares (Ibíd: 48)–, con lo que se evita la integración de la carrera 

de ambos tipos de servidores públicos. Cuando la carrera está in-
tegrada se puede dar lugar tanto a una politización de la burocra-
cia, como a una burocratización de la política como ya indicaban 
empíricamente Aberbach et al. (1981). En todo caso, la clave de 
la separación es conseguir un control mutuo entre estos dos gru-
pos, evitando con ello abusos de poder: los políticos vigilan a los 
burócratas, y los burócratas a los políticos. 

El sofisticado análisis empírico que realizan da como resul-
tado que la selección meritocrática correlaciona claramente con 
control de la corrupción, con eficacia y con eficiencia, tras in-
troducir múltiples y diversas variables de control (Dahlström y 
Lapuente, 2018). Sin embargo, de forma contraria a las expecta-
tivas, ni la existencia de una carrera de por vida ni la existencia de 
estatutos especiales para los empleados públicos correlacionan de 
forma significativa con el control de la corrupción, la eficacia o la 
eficiencia, medida como remuneración vinculada al rendimiento. 
Finalmente, la separación de carreras correlaciona positivamente 
con las tres variables, mostrándose como un factor clave para ex-
plicar éxitos en la lucha contra la corrupción, mejoras en la efica-
cia gubernamental y control del gasto público. 

Los códigos éticos
La vinculación a un único valor, como la imparcialidad, genera 
un tipo de funcionario incapacitado para actuar en situaciones 
complejas, donde tiene que ser creativo e innovar. Por ello, en-
tendemos que el servidor público debe servir a diferentes valores, 
aunque la imparcialidad y la legalidad sean prioritarias. La iden-
tificación de los valores que deben guiar a los servidores públi-
cos es muy importante. Pero, una vez identificados, estos valores 
pueden entrar en conflicto. Ante estos conflictos, la respuesta no 
puede ser universal y permanente. Por el contrario, es individual 
y contingente, y fruto, en última instancia, del ejercicio de la vir-
tud aristotélica de la prudencia, de la capacidad de conectar los 
principios generales con la realidad concreta. Todo ello nos lleva 
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a destacar la importancia de la integridad en la configuración de 
la actividad de los servidores públicos. 

La integridad implica buscar lo que es mejor moralmente, pero 
no puede asumir unos criterios morales inaceptables como guía 
de conducta. Esta afirmación nos lleva a delimitar unos criterios 
de integridad necesarios. Por ejemplo, un servidor público debe 
ser claro conceptualmente, consistente lógicamente, sostenidas 
las propuestas por evidencia empírica suficiente y, esencialmente, 
cuidadoso al reconocer y analizar las consideraciones morales re-
levantes (Halfon, 1989). La integridad podemos verla como una 
virtud compleja, espesa, multifacética (Cox et al., 2003). Alguien 
con integridad debe tener un compromiso con los principios y 
normas relevantes. Pero, al tiempo, tiene que ser capaz de evolu-
cionar, adaptarse a los cambios, promover la escucha y no asumir 
un statu quo de forma fanática o ciega. La integridad es enemiga 
de la arrogancia, del dogmatismo o del fanatismo. Por otra par-
te, alguien con integridad tiene que ser capaz de mostrar rasgos 
estables de conducta, tiene que ofrecernos responsabilidad y esta-
bilidad emocional suficiente como para poder relacionarnos con 
él o ella de forma consistente y previsible. Esta consideración de 
la integridad desde la responsabilidad individual debe ser com-
plementada con una política de integridad en las organizaciones 
públicas. Van Tankeren y Montfort (2012) afirman que la política 
de integridad se puede describir como el conjunto de intenciones, 
elecciones y acciones diseñadas para promover y proteger la inte-
gridad dentro de organizaciones. Ese conjunto puede involucrar 
una amplia gama de iniciativas e instrumentos, que idealmente 
será una combinación de «software» (cultura ética), «hardware» 
(reglas y procedimientos), y un «sistema operativo» (organización 
y coordinación de políticas de integridad). Nos centraremos, para 
este texto, en las reglas o códigos éticos. 

En relación con los códigos éticos, el primer debate que se 
plantea es el de si debe existir un Código ético general, y en su 
caso, algunas adaptaciones concretas para organizaciones con es-
pecificidades profundas; o si deben existir tan solo códigos por 

instituciones, con algún criterio general común. El otro debate es 
si los códigos deben ser de mínimos, expresando principios y va-
lores fundamentales, o si deben ser códigos extensos, intentando 
dar respuesta a los dilemas esenciales del entorno profesional co-
rrespondiente. El tercer debate de si se distingue un código para 
políticos electos y altos cargos, de un código para empleados pú-
blicos profesionales. 

Con relación al primer debate, las experiencias comparadas en 
la materia son muy diversas, pero parece extenderse la idea de que 
un código colectivo es perfectamente compatible con códigos por 
agencia, como se hace en Australia y Nueva Zelanda. Los códigos 
generales tienden a incluir una declaración de valores globales y 
genéricos públicos, y posteriormente declaraciones de desarrollo 
sobre cada uno de los valores (OCDE, 1997). En América Lati-
na, el modelo chileno, por ejemplo, se caracteriza por la genera-
ción de códigos éticos por organización sin que un código gene-
ral defina el sistema. Sin embargo, el modelo colombiano actual 
se basa en generar un código general y, posteriormente, permitir 
adaptaciones. En México también existe un código ético general 
básico, con un sistema de instrucciones de integridad anexo muy 
detallado, y posteriormente sí se demanda que exista un comité 
de ética y prevención de los conflictos de interés en cada orga-
nización, el cual deberá elaborar un código de conducta para los 
miembros de la organización correspondiente. El segundo de-
bate gira en torno al valor normativo y disciplinario del código, 
frente a su valor meramente orientador. Nuevamente, en un ras-
treo comparativo encontramos ejemplos de los dos tipos: códigos 
puramente orientativos y códigos cuyo incumplimiento implica 
sanción. En América Latina, tanto México como Colombia han 
optado por códigos generales y poco extensos, muy centrados en 
definir principios y valores. Esencialmente porque separan la fase 
regulatoria –con las normas disciplinarias y de responsabilidad 
correspondientes– del código y su carácter más valorativo y su-
gerente que restringente. No obstante, el modelo mexicano une 
al código ético todo un conjunto de reglas de integridad de gran 
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minuciosidad que, en su conjunto, nos acercan más a modelos 
regulatorios que a modelos basados en valores. Además de estas 
reglas, el modelo mexicano tiene una Ley de responsabilidad, con 
229 artículos que prácticamente no deja casi nada fuera por su 
vocación de regulación omnicomprensiva. En Chile, cada orga-
nización pública define su código. Un código que tiende a ser ex-
tenso, con regulación detallada de obligaciones y con ejemplos de 
cómo interpretar las reglas, con definición del sistema de consul-
tas y denuncias y de las sanciones. Finalmente, es común en Eu-
ropa distinguir entre los códigos de buen gobierno y los códigos éticos.  
A nuestros efectos, los códigos de buen gobierno son disposicio-
nes voluntarias de autorregulación de quienes ejercen el gobierno 
de las entidades, en las que se establecen los principios, valores y 
normas de conducta que deben regir para toda la organización, y 
en las que se explicitan los deberes concretos que asumen los di-
rigentes de esta. El mejor ejemplo en un nivel supranacional sería 
el Código Iberoamericano de Buen Gobierno. Por su parte, el 
código ético está conformado por los principios, valores y normas 
que, en coherencia con el código de buen gobierno, todo servidor 
público no directivo de la entidad debe observar en el ejercicio de 
su función administrativa.

El primer paso para una organización, en la elaboración de un 
código ético, debe ser la sensibilización de todos los miembros 
de la organización sobre el papel esencial de la integridad para el 
cumplimiento de fines organizativos y para dar sentido a la vida 
profesional. En segundo lugar, este proyecto debe someterse a la 
participación de los miembros de la organización y de los repre-
sentantes de los agentes externos más afectados por las actuacio-
nes del ente público, a efectos de que incorporen sus propuestas y 
adecúen el código a la realidad vivida por las personas afectadas. 
Tercero, tras el análisis de los principios y valores definidos como 
marco axiológico, un comité de redacción (con ayuda de una con-
sultoría externa, si se estima conveniente) debería desarrollar una 
propuesta de código ético detallada. Los códigos deben ser prác-
ticos, realizados desde la experiencia de los problemas concretos 

con los que se enfrenta un empleado público; de ser posible, con 
ejemplos de lo que constituye hacer bien o mal las cosas en el 
empleo correspondiente. Una vez elaborado el Código, deberá 
aprobarse formalmente. También deberá difundirse, aplicarse 
continuamente y evaluarse periódicamente.

Los principios de buena administración
Finalmente, entendemos que los servidores del buen gobierno no 
pueden obviar unos principios que guían la acción administrati-
va y se han denominado «de buena administración». De acuerdo 
con Juli Ponce (2016), la buena administración constituye «un 
nuevo paradigma del Derecho del siglo XXI», referido al modo 
de gestión administrativa, en el que está prohibida por comple-
to la gestión negligente y, sobre todo, la corrupción. Su fortaleza 
normativa en Europa está vinculada a su inclusión en los artículos 
41 y 42 de la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Eu-
ropea. Su contenido se puede sintetizar en lo siguiente: 

•	 «El derecho del administrado a ser oído antes de la adop-
ción de una resolución que le resulte desfavorable. 

•	 El derecho del administrado a acceder al expediente  
que le afecte. 

•	 El derecho del administrado a la reparación del daño so-
portado por la actuación de las instituciones públicas. 

•	 El derecho del administrado a utilizar cualquiera  
de las lenguas oficiales. 

•	 La obligación de la Administración de tratar los asuntos 
de forma imparcial y equitativa.

•	 El deber de la Administración de resolver los procedi-
mientos en un plazo razonable. 

•	 La obligación de motivar las resoluciones administrativas. 

Un catálogo de derechos y obligaciones que se complemen-
ta con el derecho de acceso a los documentos» (Marín Barnue-
vo; 2020).
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Como se ha indicado antes, otra área de atención emergente 
vinculada a la buena administración se asocia con el uso de un 
lenguaje y comunicación claras. Bajo este enfoque, se busca reivin-
dicar a una ciudadanía conocedora de sus derechos y responsabi-
lidades frente a la administración pública. Materializar el llamado 
«derecho a entender» (Montolío y Tascón, 2020), supone no solo 
ser transparente en la actuación pública, o hacer más cercana la 
administración a las personas. Se trata fundamentalmente de ga-
rantizar el ejercicio pleno de derechos en todos los planos de la 
vida individual y colectiva, sin exclusiones, y con ello de avanzar 
en la democratización del ejercicio del poder, donde la opacidad 
y la corrupción no solo ocurren y se perpetúan por la ausencia 
de información y de transparencia. También ocurre y se perpetúa 
cuando no se entiende lo que hacen las administraciones.

Conclusiones
Este texto ha intentado sistematizar y analizar el debate sobre el 
buen gobierno y su correlato, la calidad de este. Para ello, comen-
zamos con una reflexión sobre cuál es el fin del buen gobierno. 
Asumimos con Rothstein que el fin último del buen gobierno es 
el bienestar humano. Aunque parezca una opción muy utilitarista, 
lo cierto es que cuando las personas disfrutan de buenos servicios 
de salud, educación, seguridad o empleo, poseen las bases para 
poder ser libres (Sen, 2000). En suma, que la libertad exige ca-
pacidad para su ejercicio y esa capacidad es lo que aporta el buen 
gobierno. Hoy en día, esta finalidad coincidiría, por ejemplo, con 
la agenda mundial incardinada en los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible y su logro. 

Posteriormente, hemos intentado definir quién es el gobier-
no. En numerosos textos anglosajones se puede comprobar que 
la palabra gobierno correspondería a lo que en español denomi-
namos Estado. El Estado incluye el Poder Legislativo, Judicial 
y los órganos constitucionales de control, además del Ejecuti-
vo. Aquí no hablamos de buen Estado, y cuando los autores que 
citamos hablan de calidad del gobierno tampoco hablan de la 

calidad del Estado. En realidad, se habla mayormente de la ca-
lidad de la Administración. En nuestro texto consideramos que 
ni Estado ni Administración recogen adecuadamente al sujeto 
de referencia del buen gobierno. Por ello, proponemos que el su-
jeto sea la Administración, pero incluyendo en ella al Gobierno 
en cuanto cabeza de la Administración. Dicho de otra forma, el 
sujeto sería el Gobierno, en cuanto Poder Ejecutivo, pero dejan-
do fuera sus actividades esencialmente políticas, como la convo-
catoria de elecciones (en el modelo parlamentario), las compa-
recencias parlamentarias y sus relaciones con los partidos de la 
oposición, o la política comunicativa destinada a la construcción 
del discurso político. No es parte de la actividad del buen gobier-
no la dedicada a la generación, mantenimiento o expansión del 
poder político, sin negar que esta actividad sea ineludible en la 
vida pública. 

La siguiente cuestión es cómo se deben prestar servicios a la 
ciudadanía. O, dicho de otra forma, qué es lo que más deberíamos 
desear de la Administración. En este punto surgen dos aspectos 
metodológicos que conviene aclarar. El primero es el de la multi-
dimensionalidad. Es cierto que si decidimos que la Administración 
debe prestar servicios de forma transparente, legal, imparcial, obje-
tiva, ética, eficaz, eficiente, efectiva, responsable, participativa, jus-
ta, sostenible, estamos abocándonos a una imposibilidad de medir 
válida y fiablemente la calidad del gobierno. Porque puede que un 
gobierno sea eficiente, pero no imparcial o equitativo, otro puede 
ser participativo pero ineficiente, alguno puede ser bastante opaco 
pero eficaz, etc. ¿Qué pasa en tales casos? No podemos decir que su 
calidad es mixta, sin más. De ahí la recomendación metodológica 
de reducir al máximo los principios que deben guiar la acción del 
Ejecutivo. En segundo lugar, si el objetivo del buen gobierno es el 
bienestar ciudadano, es decir, la eficacia en su acción, no podemos 
incluir entre sus contenidos la propia eficacia. Decir que un buen 
gobierno debe actuar con eficacia para poder ser eficaz es una tau-
tología inútil. Todo ello nos lleva a nuestra propuesta, que es evitar 
la multidimensionalidad sin caer en la unidimensionalidad, y evitar 
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considerar la efectividad del gobierno como principio constitutivo 
del buen gobierno, pues es su fin. 

A partir de aquí, hemos considerado que el buen gobierno no es 
solo aquel que presta servicios de forma imparcial o no particula-
rista. El buen gobierno debe ser valorado también por cómo diseña 
políticas o programas y por cómo elabora normas o disposiciones 
de carácter general. No podemos considerar buen gobierno a aquel 
que aplica imparcialmente normas capturadas, que han sido prede-
finidas en opacidad por grupos de interés concretos; normas que, 
por ejemplo, surgen para favorecer claramente a los empresarios 
financiadores del partido en el gobierno. O a aquel que presta servi-
cios cuyo diseño es claramente sesgado a favor de los más poderosos 
y que no ha considerado los intereses de la mayoría de la población. 
Por supuesto que esto no quiere decir que el gobierno deba seguir 
un determinado tipo de políticas y no otras para ser «bueno». Las 
políticas se definen en función de las circunstancias y de las mayo-
rías y minorías políticas existentes. No existen políticas que estén 
por encima de la democracia. Pero sí existen reglas del juego básicas 
que están por encima de las mayorías y minorías circunstanciales. 
Son las reglas constitucionales y los principios básicos del régimen 
democrático. Y lo están porque son los únicos que se sostienen en 
un cierto consenso superpuesto y estable. Esto nos lleva a la conclu-
sión siguiente: el buen gobierno, en su faceta de generador de inputs 
políticos, está sometido a dos principios esenciales de tipo procedi-
mental: el principio de igualdad y el de razonabilidad (en lenguaje 
filosófico) / reflexividad (en lenguaje más politológico). 

Ambos principios afectan a la fase de diseño de políticas o pro-
gramas y de preparación de normas. Posteriormente, en la toma 
de decisión, la información recibida, pesada y analizada con crite-
rios de igualdad y reflexividad dará lugar, a menudo, a programas 
o normas que favorecerán más a unos que a otros, pues el óptimo 
paretiano no siempre será posible. 

Al principio de igualdad o al universalismo ético se puede llegar, 
tanto desde una reflexión ética deontológica, como de una utilita-
rista. La clave es que al final se escuche la voz de todas las personas 

o grupos implicados y se tome la decisión sin que criterios externos 
a la calidad de los argumentos, los análisis de costes y beneficios 
rigurosamente generados, o los compromisos electorales asumidos, 
influyan en la decisión tomada. Un buen gobierno abre sus oídos y 
promueve espacios de reflexión para el debate razonado. También 
está obligado a generar (y compartir) datos de calidad para poder 
tomar decisiones. Con un contenido algo más exigente, podríamos 
decir que un buen gobierno favorece la creación de una esfera pú-
blica autónoma como espacio de deliberación de la sociedad civil, 
así como promueve una ciudadanía implicada y activa, además de 
proporcionar vías de participación que aporten energía cívica a la 
actuación sistémica propia de las organizaciones públicas, como lo 
defienden corrientes vinculadas con los principios de gobierno y 
gobernanza abierta o inteligente. (En inglés, son los conceptos de 
open government y smart governance approach; véase Noveck, 2017). 

La consecuencia institucional del respeto a estos principios 
será la creación de reglas del juego que controlen los conflictos 
de interés y los gestionen evitando la desigualdad; el desarrollo 
de un sistema de normas, procedimientos y órganos que regule la 
actividad de los grupos de interés y evite la influencia indebida; 
promocionar el respeto a las reglas de better regulation, aseguran-
do normas equitativas, útiles y formalmente bien elaboradas; im-
pulsar la acción de la sociedad civil y favorecer la participación en 
condiciones de igualdad, así como la accountability social. 

Por su parte, en la fase de implementación de las normas, el 
buen gobierno debe, como aseguran numerosos autores y autoras 
consultadas, ser guiado por el principio de imparcialidad. Este 
principio va vinculado al de legalidad en numerosas actuaciones 
de los servidores públicos, pero no todas las actividades públicas 
están sometidas a normas jurídicas, y menos aún a normas claras 
y que regulen todas las situaciones posibles. De ahí la importancia 
de la integridad. Al final, el servidor público tiene que tomar de-
cisiones complejas y muchas veces sometidas a dilemas. Para ello, 
los códigos éticos y la formación en ética son esenciales. Sin ellos, 
las funcionarias y los funcionarios tomarían decisiones, cuando 
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la ley o la instrucción no basta, en un vacío moral enormemente 
peligroso. Todo esto nos lleva a asegurar que los principios de 
imparcialidad y buena administración, junto a la integridad, son 
la clave de arco del sistema de calidad en la fase de implementa-
ción, o de output. Las consecuencias institucionales de esta opción 
serían: el desarrollo de una función pública meritocrática, basada 
en la selección por mérito y capacidad, y con una carrera desvin-
culada de las decisiones político-partidistas; la consolidación de 
sistemas de integridad en las organizaciones, donde los códigos 
éticos tengan un papel relevante y plenamente integrado en el 
día a día de la organización; el respeto a los principios de buena 
administración. Sistematizamos todo ello en el cuadro 3.

Cuadro 3. El buen gobierno
Finalidad El bienestar ciudadano (implementar los ODS)
Quién El Gobierno como Poder Ejecutivo, desvinculada su 

actividad puramente político-partidista.

Fases Diseño de políticas y 
disposiciones generales 
(input).

Implementación de las deci-
siones (output).

Principios Igualdad y razonabili-
dad/reflexividad.

Imparcialidad/legalidad  
e integridad.

Instituciones 
promotoras

Gestión de los conflictos 
de intereses.
Regulación de la activi-
dad de influencia por los 
grupos de interés.
Fomento de la better 
regulation.
Promoción de la partici-
pación en condiciones 
de igualdad y de la ren-
dición de cuentas social.

Instalación de un servicio 
civil meritocrático  
y profesional.
Códigos éticos y sistemas  
de integridad. 
Aseguramiento de la «Buena 
Administración».

Con todo ello en mente, creemos que el camino hacia el buen go-
bierno tiene todavía un amplio recorrido. No es solo un problema 
de países en vías de desarrollo. El particularismo en la toma de 
decisiones no solo afecta a las Administraciones de países con 
desarrollo institucional débil. Basta para ello con analizar las di-
ferentes formas con las que el clientelismo y la corrupción se de-
sarrollan. Existen al menos cuatro tipos de clientelismo que se 
mezclan de forma diversa en cada democracia, aunque en algunas 
sociedades privilegiadas el porcentaje de decisiones universalistas 
puede ser más amplio que el de decisiones clientelares. En pri-
mer lugar está el clientelismo tradicional, que aún puede darse en 
países con diferencias sociales muy altas, aunque está en fase de 
extinción por la capacidad de organización y movilización de las 
clases desposeídas, lo que equilibra las negociaciones. En segundo 
lugar estaría el clientelismo de grupo social, en el que sectores 
sociales desposeídos se organizan y negocian su voto a cambio 
de programas sociales que les favorezcan. En tercer lugar estaría 
el clientelismo de «constituency» o de distrito electoral, en el que 
los votantes de un distrito exigen soluciones a sus problemas por 
parte de sus representantes, sin considerar externalidades o efec-
tos logrolling10. En cuarto lugar, y cada vez con más expansión, 
está el clientelismo de los sectores más ricos y mejor organizados 
y financiados de la sociedad, que capturan privilegios de quie-
nes toman decisiones, de forma que se les permita enriquecerse 
más, o al menos no perder su predominio; lo podríamos llamar 
capitalismo clientelar. Ahora, con las élites oscuras y el papel de 
los power brokers es aún más peligroso. La mezcla de tipos de 
clientelismo es propia de cada democracia y momento social o 
económico, pero lo que está claro es que no hay democracia sin 

10 «Comercio de favores, como el comercio de votos por parte de los miembros 
legislativos para obtener la aprobación de acciones de interés para cada miembro 
legislativo. En el análisis organizativo, se refiere a una práctica en la que diferentes 
organizaciones promueven también las agendas de las demás, cada una con la 
expectativa de que la otra sea recíproca» (Wikipedia).
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particularismo, y que el universalismo ético sigue siendo un her-
moso ideal por el que merece la pena seguir luchando.
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Durante los años noventa del siglo pasado, muchos esta-
dos nacionales avanzaron en la sanción de normativas 
referidas a la prevención de la corrupción, en sintonía 

con la agenda de los principales organismos internacionales. El 
enfoque adoptado en estas primeras legislaciones giraba en torno 
a la vigilancia sobre el funcionariado público, con centro en la 
corrupción, el soborno, el beneficio estrictamente económico y el 
tratamiento delictivo-punitivo de los casos. Estos instrumentos 
incorporan las primeras herramientas de prevención, regulación 
y sanción de los conflictos de intereses. 

La crisis financiera de 2008 puso al descubierto la vinculación 
entre la banca privada y el sector público en Europa y Estados 
Unidos, lo que motivó una nueva oleada de estudios acerca de los 
conflictos de intereses (OCDE, 2009; Transparencia Interna-
cional, 2010; Wirsching, 2018) y la captura de la decisión pública 
(OCDE, 2018; Carpenter y Moss, 2014). Estas investigaciones 
tuvieron su correlato en Latinoamérica con el surgimiento de 
investigaciones académicas referidas a las particularidades de ta-
les fenómenos en los países del subcontinente (Durand, 2019; 
Cañete Alonso, 2018; Castellani, 2018b; Cortés e Itriago, 2018; 
García Delgado et al., 2018; Serafini Geoghegan, 2017). En este 
marco, en los últimos años se han ido incorporando en la litera-
tura enfoques amplios y concepciones más complejas, de acuerdo 

1 Se agradece especialmente a José Luis Taurel y Manuel Varela por los valiosos 
aportes realizados para la elaboración de este trabajo; ambos quedan eximidos de 
toda responsabilidad por lo expresado en el presente texto.
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le alcanza de manera concreta y palpable. Los conflictos de inte-
reses potenciales se producen cuando un funcionario o funcionaria 
posee determinados intereses particulares que podrían eventual-
mente entrar en contradicción con su responsabilidad pública y 
configurar un conflicto de intereses explícito; es decir, se trata de 
una definición circunstancial. Por su naturaleza, en el abordaje 
de los conflictos potenciales son fundamentales la detección tem-
prana, las medidas de prevención, la promoción de ambientes de 
integridad y el desarrollo de una cultura organizacional basada en 
valores y principios éticos. En los conflictos de intereses aparentes 
no se verifica una situación de conflicto de intereses (sea explícita 
o potencial), pero la ciudadanía percibe de forma razonable que la 
imparcialidad de un funcionario o funcionaria podría encontrarse 
afectada por sus intereses particulares. Estos casos se resuelven 
ofreciendo toda la información necesaria para demostrar que no 
hay tal conflicto de intereses, para lo cual existen recomendacio-
nes y herramientas específicas de transparencia, control y partici-
pación ciudadana. 

En la legislación argentina los conflictos de intereses se en-
cuentran regulados en el Capítulo V «Incompatibilidades y Con-
flicto de intereses», de la Ley 25.188, a través del cual se brin-
dan pautas de comportamiento, se prohíbe la configuración de 
determinadas situaciones y se imponen ciertos deberes para ga-
rantizar la integridad de la gestión pública (renuncia, abstención, 
publicidad de los intereses, según el caso). Cabe aclarar que, si 
bien el abordaje de los conflictos de intereses comparte el mismo 
apartado con las incompatibilidades, en parte porque ambos tér-
minos se vinculan con la protección del interés público, se trata 
de conceptos diferentes. Por incompatibilidad se entiende al im-
pedimento explícito de desarrollar determinadas actividades en 
el ámbito privado simultáneamente a la función pública cuando 
estas presentan algún tipo de relación. Aunque esta conceptua-
lización no necesariamente supone un conflicto de intereses. Se 
trata más bien de un método para proteger la integridad del fun-
cionario o de la funcionaria, mantener la eficacia administrativa 

a la evolución de los fenómenos observados. Una nueva mirada 
se concentró en el cuidado del bien común, las capacidades es-
tatales y la autonomía del Estado frente al conjunto de los inte-
reses privados.

Si bien en la Argentina la principal ley en la materia –Ley 
Nº 25.188 de Ética en el Ejercicio de la Función Pública– no 
provee una definición explícita de conflicto de intereses, se cuen-
ta con decretos, resoluciones, dictámenes y material académico 
que permite caracterizar al fenómeno (Cooper, 1982; Nattero et 
al., 2009; Oficina Anticorrupción, 2000; Zin, 1986). En general, 
se entiende por conflicto de intereses a aquella situación objetiva 
de contradicción entre los deberes y obligaciones públicos de un 
funcionario o funcionaria y sus intereses privados o particulares. 
En otras palabras, se trata de la posibilidad de que los intere-
ses personales (o de terceros vinculados) se antepongan al interés 
público por el que debe velar. Al respecto, el término interés pú-
blico hace referencia al conjunto de las pretensiones relacionadas 
con las necesidades colectivas de los miembros de la comunidad 
y protegidas mediante la intervención directa y permanente del 
Estado (Nattero et al., 2009) y/o a la promoción y protección 
del bien común, entendido este como la serie de condiciones y 
resultados que mejoran el bienestar del conjunto de la sociedad 
(Warwick, D. citado en Nattero et al., 2009). 

Consideraciones adicionales, provenientes de la doctrina ju-
rídica y del consenso académico, han clasificado a los conflictos 
de intereses en explícitos, potenciales y aparentes2. El conflicto de 
intereses explícito (o real) es la contraposición efectiva y consuma-
da entre los intereses públicos y privados. Se produce cuando un 
funcionario o funcionaria tiene un interés particular y toma de-
cisiones favorables a dicho interés, tal que ese beneficio también 

2	. La Oficina Anticorrupción adoptó algunas concepciones provenientes de la 
doctrina jurídica y del consenso académico, y clasifica los conflictos de intereses 
en explícitos, potenciales y aparentes. (Ver en: https://www.argentina.gob.ar/
anticorrupcion/prevencion/prevencion-conflictos-intereses/que-es).
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se destaca es que la captura no necesariamente implica acciones 
ilegales: se mueve en zonas grises, en las «fronteras» de lo le-
gal-ilegal y lo legítimo-ilegítimo.

De lo anterior se desprende la diferencia de enfoques para 
identificar los conflictos de intereses desde el punto de vista ju-
rídico, y la captura del Estado desde un abordaje sociológico. En 
el primer caso, se trata de analizar si una conducta responde a 
los parámetros normativos, que incluye a los principios éticos de 
conducta, y a las regulaciones de distinta índole que apuntan a 
resguardar la imparcialidad del funcionario o de la funcionaria 
que interviene. Mientras que, en el segundo caso, el análisis re-
quiere identificar y reconstruir una trama diversa de hechos –que 
en su mayoría no dejan testimonio–, e identificar actores socia-
les, sus relaciones y objetivos. La captura se trata de un proceso, 
relaciones indebidas que responden no a un criterio aislado que 
perdió la imparcialidad, sino a demandas concretas que tienen 
una historia y su explicación en la rentabilidad del sector em-
presarial involucrado. En otras palabras, la captura económica o 
corporativa se entiende como un proceso de influencia excesiva 
de las corporaciones sobre la orientación de las políticas públicas 
(Durand, 2019). Según la OCDE (2018: 22):

 «la captura no se relaciona con una transacción específica, 
sino que usualmente se caracteriza por una relación (indebida) 
más estable que se ha concretado con el devenir del tiempo a 
través de instrumentos y canales legítimos (como el lobby y el 
soporte financiero a partidos políticos o candidatos electorales) 
e ilegítimos».

Si bien lo que se busca ante los procesos de captura es preve-
nirlos, una característica que da cuenta de la complejidad de este 
fenómeno es que, al tratarse de un hecho social, no es factible 
aplicarle ninguna norma concreta, sino solo de manera indirecta. 
Para prevenir la captura se requiere disponer de un abanico de 
medidas sobre distintas situaciones.

En este punto resulta oportuno profundizar el concepto de 
captura. Como se señaló anteriormente, esta se define como la 

de sus labores y, por supuesto, velar por el interés público en su ac-
tuación. La legislación vigente aborda fundamentalmente incom-
patibilidades surgidas a partir del ejercicio simultáneo de cargos 
públicos, de actividades privadas y de la obtención de beneficios 
personales (Nattero et al., 2009).

La captura de la decisión pública (o captura del Estado), por su 
parte, remite al proceso por el cual las élites económicas cooptan 
el poder público y lo utilizan como un brazo para ejercer su poder 
o influencia en beneficio de sus intereses (Serafini Geoghegan, 
2017), provocando una pérdida de la autonomía del Estado en la 
toma de decisiones y la formulación de políticas públicas (Caste-
llani, 2018b: 56). 

A lo largo de las siguientes páginas se profundizará sobre los 
conceptos de conflicto de intereses, captura del Estado y una serie 
de sucesos asociados, como el lobby y la puerta giratoria, presen-
tando esquemas metodológicos útiles para identificar, evaluar y 
alertar sobre estos fenómenos. 

Conflictos de intereses y captura de la decisión pública
Existe una relación difusa pero robusta entre los conflictos de 
intereses y la captura de la decisión pública. La complejidad de este 
vínculo radica en que, si bien no se puede reducir la captura a 
los conflictos de intereses, la configuración de estos es, a nuestro 
entender, condición para el despliegue de procesos de captura de 
la decisión pública. Sin embargo, este nexo no ha sido plenamente 
estudiado. Principalmente, debido al diferente prisma a través del 
cual se han analizado ambos fenómenos en los últimos tiempos.

La aproximación tradicional a los conflictos de intereses los 
sitúa mayormente en el plano individual de la conducta del fun-
cionario o de la funcionaria. En cambio, la captura de la decisión 
pública no responde a una lógica individual sino colectiva, incum-
be a las acciones y estrategias de sectores y élites económicas para 
ejercer su poder o influencia ilegítima en beneficio de sus propios 
intereses, y en detrimento de la capacidad del Estado para definir 
políticas públicas orientadas al interés general. Por tanto, lo que 
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se debe a que funcionarios o funcionarias comparten la cosmo-
visión sobre la economía y la sociedad de los sectores empresa-
riales, y se encuentran honestamente convencidos de que pueden 
servir mejor al interés público promoviendo la agenda de estos 
intereses. Por lo tanto, concluyen que se trata de un fenómeno 
especialmente peligroso porque los intereses sectoriales socavan 
al interés público.

Ambos mecanismos de captura se vinculan con otro proce-
so conocido como circulación público-privada (Castellani, 2018b; 
Maillet et al., 2016). Se trata de un grupo estable de individuos 
que desarrollan sus carreras laborales ocupando alternativamente 
altos cargos en el Estado y en el sector privado. Estos grupos se 
posicionan en la intersección entre las élites económicas y polí-
ticas, y se especializan en conectar las esferas del mundo estatal 
y el mundo empresarial, generando condiciones estructurales 
para la proliferación de conflictos de intereses y la captura de la  
decisión estatal.

En este sentido, el concepto de circulación público-privada in-
troduce la variable temporal a los conflictos de intereses y permite 
realizar un abordaje empírico a través de la reconstrucción y mo-
nitoreo de las trayectorias socioprofesionales de los funcionarios 
y las funcionarias que ingresan y salen de la función pública. Este 
análisis permite conectar escenarios de potenciales conflictos de 
intereses y su impacto en procesos de captura de la decisión públi-
ca. Como ya se mencionó, la captura no se reduce a una decisión 
imparcial o espuria de un funcionario o una funcionaria, sino que 
pone en evidencia la compleja tensión existente en la relación 
entre lo público y lo privado (Garín y Morales, 2016). 

Resulta evidente que la articulación entre un fenómeno de 
índole individual y otro colectivo requiere de determinadas me-
diaciones. Es decir, mecanismos o dispositivos que permitan co-
nectar ambas dimensiones. En particular, profundizaremos sobre 
dos de ellos: la puerta giratoria y el lobby.

pérdida de autonomía del Estado para formular e implementar 
políticas públicas. Ello se manifiesta en un funcionariado que no 
es capaz de establecer objetivos y preferencias de manera autó-
noma y actuar en consecuencia por el bien común. La literatura 
sobre el tema reconoce dos categorías más específicas del fenó-
meno, que son la captura regulatoria y la captura cultural (Caste-
llani, 2018b; Carpenter y Moss, 2014).

Una de las definiciones más extendidas sobre la captura regu-
latoria es la de Schneider (2012, citado en De Anchorena, 2018), 
que sostiene que el fenómeno sucede cuando un pequeño nú-
mero de actores empresariales controlan o tienen poder de veto 
sobre partes del gobierno. Otro acercamiento muy difundido en 
el mundo académico, también citado por la OCDE (2018), pone 
el acento en el proceso de sanción y aplicación de las normati-
vas. Aquí se interpreta al hecho en cuestión como «el resultado 
o proceso por el cual la regulación, en la ley o en la aplicación, 
se dirige consistente o repetidamente lejos del interés público 
y hacia los intereses de la industria regulada, por la intención 
y acción de la industria misma» (Carpenter y Moss, 2014: 13). 
En otras palabras, la captura regulatoria se produce cuando los 
sectores económicos sensibles a la regulación estatal toman el 
control de las instancias decisorias de gobierno y/o las agencias 
regulatorias, de forma directa (a través de la puerta giratoria de 
entrada) o indirecta (a través del lobby)3. Además, un proceso de 
captura puede manifestarse tanto en una regulación extra como 
en menos regulación; por ejemplo, que reduzcan los costos de 
cierta industria, siempre con un impacto negativo en el interés 
público (Carpenter y Moss, 2014). 

Por su parte, la captura cultural es una forma más difusa y 
más compleja de identificar, que sucede cuando las empresas se 
benefician de la acción de las agencias públicas porque los fun-
cionarios o las funcionarias comparten las creencias y visiones 
del sector empresario. En palabras de Carpenter y Moss (2014), 

3 Más adelante se explican los conceptos de puerta giratoria y lobby.



Ética y buen gobierno en tiempos de pandemiaa98 Ética y buen gobierno en tiempos de pandemiaa 99

recae sobre la gestión de áreas del sector público y su vinculación 
con grupos del sector privado.

El análisis de las situaciones referidas resulta de especial im-
portancia, y su regulación requiere la sanción de leyes y normati-
vas actualizadas, mecanismos de control eficientes, que permitan 
fortalecer el rol del Estado para garantizar que las decisiones se 
tomen como respuesta a problemas públicos de interés común, 
y no como beneficio a ciertos intereses particulares. Para ello se 
requiere autonomía enraizada, concepto desarrollado por Evans 
(1995, citado en Gaggero, 2008) al momento de estudiar casos 
de industrialización tardía. Consiste en que los funcionarios y las 
funcionarias estatales mantienen estrechos lazos con las empresas 
para estar al tanto de sus necesidades y pedidos a la hora de llevar 
adelante sus políticas, pero son capaces de establecer objetivos y 
preferencias en forma autónoma y actuar en consecuencia. 

Puerta giratoria. Precisiones conceptuales
El fenómeno de puerta giratoria consiste en un tipo particular de 
circulación entre el sector público y el privado. Se caracteriza por 
la ocupación de altos cargos en uno y otro ámbito por parte de 
una misma persona a lo largo de su carrera profesional o laboral. 
La expresión «puerta giratoria» (revolving door) fue acuñada en 
la legislación estadounidense décadas atrás y alude al pasaje de 
algunas personas desde altos cargos en el sector privado al sector 
público, y viceversa, en diversos momentos de sus trayectorias la-
borales (Castellani, 2018a). Este interpasaje entre ejecutivos del 
sector privado y áreas estratégicas del sector público se ha defini-
do en la bibliografía específica como «puerta giratoria de entrada 
y/o de salida», y provoca situaciones de conflictos de intereses no 
plenamente abarcados por la legislación vigente. Aunque, en el 
marco de la legislación vigente no se trata necesariamente de un 
delito ni una falta, constituye una práctica ilegítima y una preocu-
pación de integridad porque genera las circunstancias para que las 
decisiones estatales puedan beneficiar directamente a la empresa 
y/o sector de procedencia del funcionario o funcionaria, sin que 

Mecanismos de articulación público-privada:  
puerta giratoria y lobby
Si bien existe una amplia gama de prácticas que pueden generar 
tensiones entre los intereses públicos y privados, como la colu-
sión, la colonización de espacios estratégicos (Canelo y Castella-
ni, 2017; Canelo et al., 2018) o los mecanismos asociados al sis-
tema político-electoral o de creación de agenda (Cañete Alonso, 
2018), destacamos dos fenómenos en particular: la puerta girato-
ria y el lobby. Estos revisten particular importancia porque son los 
únicos que permiten articular directamente a la élite económica 
con la élite política.

Asimismo, gran parte de los casos de conflicto de intereses 
derivan indistintamente de los mecanismos de puerta giratoria y 
de lobby. Tal es así que la experiencia internacional comparada re-
vela que ambos fenómenos «se dan con mayor frecuencia en áreas 
muy sensibles a la regulación estatal: las finanzas, los seguros, el 
transporte, las comunicaciones, los servicios de salud y la energía, 
especialmente» (Castellani, 2018b: 54). Por tal motivo, ambos 
mecanismos son concebidos sociológicamente como dispositivos 
que articulan a las élites económicas de las grandes empresas y 
las corporaciones con las élites políticas, y que se conjugan en el 
fenómeno de la captura de la decisión estatal.

Sobre la base de las consideraciones anteriores, resulta noto-
rio cómo se transforman las causas y consecuencias de un mis-
mo hecho al abordarlo desde una perspectiva distinta. Mientras 
que, desde un enfoque jurídico individualista, la puerta giratoria 
aparece como un fenómeno que responde a casos particulares, 
más allá de la extensión que pueda presentar, desde la perspectiva 
que incorpora la captura de la decisión pública no se trata solo de 
un funcionario o una funcionaria que eventualmente puede cor-
porizar un cruce entre intereses privados y públicos, sino de un 
mecanismo para inclinar la decisión del Estado a favor de grupos 
específicos. Por tal motivo, el abordaje puntual de los conflictos 
de intereses concretos pasa a un segundo plano, y la prioridad 
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y conocimiento específico sobre el funcionamiento del Estado 
son apropiados por las firmas, generando no solo problemas para 
la calidad de la acción estatal, sino también para el resto de las 
firmas del sector, que no tienen acceso a esa información y que-
dan en condiciones desventajosas para la competencia mercan-
til4. Aquí se advierte otro potencial conflicto de intereses para 
quienes desempeñan cargos públicos: la existencia del llamado 
soborno diferido. Es decir, que el funcionario o la funcionaria 
haya beneficiado intencionalmente a un privado en el ejercicio 
de sus funciones públicas a la espera de una recompensa, como 
puede ser la ocupación, en el futuro, de un alto puesto en el sec-
tor que está regulando en el presente.

La literatura académica, los organismos internacionales y los 
estados nacionales abordan efectivamente el problema de las 
puertas giratorias, pero principalmente concentrados en su va-
riante de salida y con el foco puesto en las ventajas y desventajas 
que supone el uso de información pública, contactos en el Esta-
do y know-how por parte de determinadas empresas. Se trata de 
una óptica más preocupada por mantener condiciones igualita-
rias en la competencia mercantil que por cuidar los intereses y 
la autonomía del sector público. Un abordaje integral supondría 
no solamente impedir un desequilibrio entre las empresas en 
virtud de su capacidad diferencial de acceder a las ventajas de 
incorporar exfuncionarios o exfuncionarias públicas, sino fun-
damentalmente, en perspectivas, instrumentos y mecanismos 
orientados a prevenir los potenciales efectos negativos que la 
circulación público-privada tiene sobre las políticas públicas y 
las capacidades estatales.

Como mencionamos, distintos países y organismos interna-
cionales le han dedicado especial atención al tema, como puede 

4	La OCDE (2010), en su definición, hace hincapié en el acceso y manejo de la 
información: «Un conflicto de intereses de empleo posterior al público surge 
cuando los funcionarios públicos que dejan el gobierno aprovechan indebidamente 
la información privilegiada que obtuvieron mientras estaban en el gobierno, para 
beneficiarse a sí mismos o a su nuevo empleador» (p.29).

esto implique sobornos o dádivas de por medio. Por tal motivo, de 
todos aquellos mecanismos que articulan Estado y sector privado, 
es uno de los apuntados como más riesgoso. Tanto es así, que la 
preocupación en torno a este encuentra un lugar destacado en 
la agenda de organismos internacionales como la Organización 
para el Desarrollo Económico (OCDE), el Programa de las Na-
ciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), así como en asociacio-
nes civiles como Transparencia Internacional (TI).

En cuanto a la puerta giratoria de entrada, esta se cristaliza 
cuando carteras ministeriales o áreas importantes de la gestión 
estatal quedan bajo el control de personas que ocuparon altos 
puestos de dirección en el sector privado. En este escenario, se 
eleva significativamente el riesgo de conflictos de intereses po-
tenciales, porque las decisiones estatales pueden beneficiar direc-
tamente a la empresa de procedencia del funcionario o la funcio-
naria, sin que esto implique necesariamente sobornos o dádivas 
de por medio. Si las hubiera, se configuraría el delito de cohecho, 
que necesariamente involucra a las dos partes: la que recibe la 
dádiva o soborno (cohecho pasivo), y la que la otorga (cohecho 
activo). Asimismo, cuando un ministerio, agencia regulatoria u 
otra alta dependencia estatal encargada de formular y/o ejecutar 
decisiones públicas que afectan intereses sectoriales, queda a car-
go de funcionarios o funcionarias provenientes del mismo sector 
privado al que deben comenzar a regular, es altamente probable 
que las demandas del lobby sectorial encuentren mayor recepción 
y se conviertan más fácilmente en políticas públicas. En otros 
términos, se magnifica el riesgo de que el interés corporativo sea 
privilegiado frente al interés general, en tanto la trayectoria previa 
del funcionario o la funcionaria configura preferencias sectoriales 
y genera mayor grado de permeabilidad al lobby empresarial.

Con respecto a la puerta giratoria de salida, esta expresa el con-
flicto de intereses que se produce cuando los funcionarios o las 
funcionarias dejan sus puestos en el sector público y pasan a ocu-
par cargos en el sector privado, ya sea en cargos directivos o como 
lobbistas. En ese pasaje, el flujo de contactos, información sensible 
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públicas, orientada a incidir en la toma de decisiones en provecho 
propio. Una definición ampliada comprende toda acción, comu-
nicación o actividad realizada en forma sistemática, planificada, 
deliberada y permanente con un servidor público, en forma di-
recta o indirecta y por cualquier canal o medio, por parte de una 
empresa, organización, grupo de interés o sus respectivos repre-
sentantes, destinadas a influir en la legislación, las políticas pú-
blicas o las decisiones administrativas en un sentido favorable a 
sus intereses.

El lobby no es simplemente una actividad, una mera «gestión 
de intereses», porque durante su desenvolvimiento se transforma 
en un fenómeno clave de la vinculación público-privada. Y como 
tal, supone riesgos que pueden perjudicar la persecución del bien 
común, el fin último del Estado. La participación y el aporte de 
individuos, empresas e instituciones en la formulación de políti-
cas públicas, no es necesariamente un fenómeno indeseable. De 
hecho, peticionar ante las autoridades públicas es un derecho de 
la ciudadanía y una práctica concebida como beneficiosa para 
el interés general. Sin embargo, ello supone que la actividad sea 
desarrollada de manera ética y transparente, en el marco de las 
regulaciones correspondientes y gestionada y controlada adecua-
damente (Cippec, 2006; Cortés e Itriago, 2018). En ese sentido, 
la preocupación no debe girar en torno a la existencia o no de 
influencia sobre las decisiones públicas, sino en la forma de su 
ejercicio y en la garantía de igualdad de acceso a las autoridades 
por parte de la ciudadanía: particularmente en la limitación de la 
influencia de los grupos privilegiados o poderosos de una socie-
dad ( Jordan Palet, 2017; García, 2008).

Al respecto, el lobby es probablemente el mecanismo más uti-
lizado para introducir intereses particulares en la agenda pública, 
y constituye una forma de articulación entre las élites económicas 
y políticas, particularmente vinculada a la captura de la decisión 
estatal (Castellani, 2018b; Cortés e Itriago, 2018). Considerando 
que el lobby se da en el margen entre la formación legítima de la 
voluntad política y sus formas ilegítimas (Von Alemann y Eckert, 

constatarse en la proliferación de artículos y documentos publi-
cados. Entre otros, se destaca el Comité de Gobernanza Pública 
de la OCDE (2010), que publicó un informe titulado «El empleo 
pospúblico, buenas prácticas para prevenir el conflicto de interés», 
con el objetivo de brindar una orientación sobre distintas norma-
tivas sobre el tema y también un panorama de buenas prácticas a 
nivel internacional.

Oportunamente, muchos países fueron implementando un 
conjunto de regulaciones, tales como períodos de espera, trata-
miento parlamentario de casos e instituciones específicas con ca-
pacidad de decisión, con el objetivo de mitigar posibles riesgos. 
Hacia el año 2015, Transparencia Internacional informó que la 
mayoría de los países de Europa contaban al menos con medi-
das básicas para lidiar con la puerta giratoria. Sobre la base de las 
consideraciones anteriores y de las intervenciones de la OCDE, 
el PNUD y TI, se puede mencionar que el período de carencia o 
enfriamiento, es la medida más extendida para regular la puerta 
giratoria, tanto de entrada como de salida. En la actualidad, Ar-
gentina no cuenta con impedimentos a la circulación de una per-
sona entre el sector público y el privado dentro del mismo ámbito 
de actividad5.

Lobby. Definición y riesgos
El lobby, como ya se mencionó, es otro de los mecanismos o dis-
positivos que pueden configurar conflictos de intereses y derivar 
en una captura de la decisión pública. Esta situación se refiere a 
la representación de intereses particulares ante las autoridades 

5	Sin embargo, la Ley 25.188 limita por tres años la circulación del funcionarios 
y funcionarias decisoras en materia de concesiones y privatizaciones, hacia entes 
reguladores de tales empresas (Art. 14). La formulación vigente de los artículos 14 
y 15 de dicha Ley proviene del Decreto 862/2001 (Art. 1 y 2), que flexibiliza las 
incompatibilidades en relación a su redacción original. Adicionalmente, el Código 
de Ética (Decreto 41/99) establece la obligación del funcionariado de abstenerse de 
realizar, durante el primer año posterior a su egreso de la función pública, cualquier 
tipo de trámite, gestión o contratación para terceros ante la administración pública 
nacional, siempre que tenga vinculaciones con el cargo ejercido (Art. 46).
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en dos dimensiones: la ocupacional/laboral, y la participación, re-
presentación o patrocinio en asociaciones corporativas o de de-
fensa de intereses sectoriales del mundo privado. Esta metodolo-
gía puede ser utilizada tanto para el estudio de quienes ingresan 
a la función pública, como para el de quienes egresan, e incluso 
para los casos de circulación público-privada recurrente. De la 
dimensión ocupacional se podrían rastrear los siguientes datos: a) 
cantidad de cargos desempeñados; b) sector (público o privado) 
y tipo de cargo; c) participación en directorios de empresas pri-
vadas (cantidad de cargos, tipo de empresa y sector de actividad); 
d) cargo ocupado inmediatamente antes o después de asumir el 
cargo público (sector y tipo de cargo); e) cargo más alto desem-
peñado en el sector privado y rama de actividad en ambos tipos 
de cargos. Estas variables permiten captar la cantidad y ubicación 
de exgerentes o directivos en áreas del Estado, y la existencia de 
casos de puerta giratoria de entrada y de salida, y de casos de circu-
lación recurrente (alternancia constante empresa-Estado). 

Sobre la dimensión participación en espacios sectoriales se bus-
caría la información correspondiente a los cargos desempeñados 
en corporaciones gremiales empresarias (cantidad de cargos, tipo, 
nombre de la corporación o cámara); cargos desempeñados en 
asociaciones, fundaciones y ONG’s financiadas por grandes em-
presas privadas, con incumbencias en la promoción de sectores 
productivos y/o económicos (cantidad de cargos, tipo, nombre de 
la asociación, ONG y/o fundación). Este relevamiento permitiría 
estimar la probabilidad de existencia de potenciales conflictos de 
intereses, así como reconocer las áreas del Estado más expuestas 
al lobby sectorial, y visualizar si existen procesos de colonización 
de reparticiones públicas.

Es importante aclarar que los datos deberían ser de carácter 
público, y en tal sentido podrían ser relevados de distintas fuen-
tes: boletines oficiales, currículum y fichas biográficas publicados 
en las páginas web de sitios oficiales, eventos académicos, publi-
caciones oficiales, entre otros. 

2012), la carencia de regulación lo puede convertir fácilmente en 
un mecanismo para que diversos intereses particulares o sectoria-
les capturen el Estado, lo que supone un grave riesgo para la per-
secución del bien común. En su extremo, puede configurarse un 
escenario de gobierno invisible, donde las decisiones públicas son 
tomadas por agentes privados, ubicados al margen de las institu-
ciones, pero con constante influencia sobre sus titulares ( Jordan 
Palet, 2017; Urzúa Valenzuela, 1986). Por tales motivos, su regu-
lación cobra un interés fundamental para el Estado y la sociedad6. 

Identificación de conflictos de intereses potenciales e impacto 
en procesos de captura de la decisión pública
En función del riesgo a la integridad pública que implica la cap-
tura estatal, resulta de interés diseñar metodologías útiles para 
analizar y evaluar el grado de exposición de áreas del Estado 
sensibles a potenciales conflictos de intereses, y su posible im-
pacto en procesos de captura de la decisión pública (Gentile et al., 
2021). Específicamente, y como se ha mencionado en párrafos 
anteriores, esto puede abordarse a partir de las vinculaciones de 
las funcionarias o funcionarios de la administración pública con 
ámbitos empresariales y corporativos, en un período determina-
do. La información recabada podría ser de interés para alertar 
sobre áreas que deberían reforzar los mecanismos de integridad y 
transparencia, garantizando el cumplimiento de una cultura or-
ganizacional basada en los valores de la ética pública y la búsque-
da del interés general. 

Una propuesta posible consiste en identificar a las personas 
que ocupan u ocuparon cargos públicos de alta jerarquía en deter-
minada jurisdicción (nacional, provincial o municipal) durante el 
período que se decida analizar, y luego reconstruir sus trayectorias 

6	Actualmente, Argentina cuenta solo con una referencia al lobby en el Decreto 
de Acceso a la Información Pública (1172/03). Uno de sus apartados está 
dedicado a la «publicidad de intereses», concretamente a dar publicidad a 
cualquier audiencia con un representante del sector privado cuyo objetivo sea 
influir en las decisiones públicas.
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así por la utilización de colores que indican los niveles de alerta, 
muestra con facilidad los resultados absolutos y/o relativos, per-
mitiendo enfocarse en las áreas donde se concentra la mayor can-
tidad de casos con alta probabilidad de ocurrencia y alto impacto. 

Mediante la utilización de la matriz de riesgos para estos aná-
lisis es posible transparentar los vínculos públicos y privados, y los 
posibles impactos en la autonomía para la formulación e imple-
mentación de políticas públicas. 

Sin embargo, como ya se ha mencionado, se debe tener en 
cuenta que la captura de la decisión pública, a diferencia de los 
conflictos de intereses, es un fenómeno complejo y no inmediata-
mente identificable, debido a que excede la dimensión individual. 
Por lo tanto, la metodología prevista sería un primer análisis que 
no puede alcanzar conclusiones taxativas, pero permitiría alertar 
sobre áreas del sector público que tendrían mayor vulnerabilidad 
a ser capturadas por sectores económicos sensibles a la regulación 
estatal. La porosidad de las instituciones se debería contrarrestar 
con capacidades institucionales fortalecidas en materia de inte-
gridad y transparencia. De ahí la necesidad de analizar si las de-
pendencias u organismos bajo estudio cuentan, por ejemplo, con 
programas o planes de integridad, iniciativas presentadas sobre la 
temática, códigos de ética o conducta, normativa específica, de-
sarrollo de actividades formativas sobre integridad y transparen-
cia, etc.8, para mitigar los riesgos de captura por parte de poderes 
fácticos. Por lo tanto, resulta de suma importancia avanzar en el 
fortalecimiento de las capacidades estatales para aumentar los 
márgenes de autonomía, para prevenir así los procesos de captura 
de la decisión pública por parte de intereses sectoriales.

En síntesis, estos análisis son posibles propuestas para di-
mensionar con mayor objetividad los escenarios, a través de 

8	Un aporte en este sentido puede encontrarse en la publicación de la Encuesta 
Nacional de Integridad aprobada por Resolución Conjunta N° 1/2021 del 10/06/2021 
de la Sindicatura General de la Nación, la Oficina Anticorrupción y la Secretaría de 
Gestión y Empleo Público. 

Reconstruidas las trayectorias de los funcionarios y las funcio-
narias (actuales o pasados, dependiendo del propósito del estu-
dio), se podría avanzar con un análisis de la información relevada 
en función de los vínculos establecidos con el sector privado. Para 
cuantificar el nivel de riesgo de exposición a potenciales conflic-
tos de intereses, se incorporan y consideran dos variables típicas 
del desarrollo de matrices de riesgo: probabilidad de ocurrencia y 
potencial impacto7. 

La probabilidad de ocurrencia es un indicador que estima la 
probabilidad (alta, media o baja) de que –a partir de sus vínculos 
con el sector privado– un funcionario o una funcionaria desarro-
lle un conflicto de intereses que pueda impactar en los procesos 
de la decisión pública. Hay situaciones o hechos que incremen-
tan esa probabilidad: la participación en altos puestos del sector 
privado de manera previa o posterior a la ocupación del cargo 
público; la participación accionaria en empresas privadas con vin-
culación a la función pública; la participación en asociaciones que 
promueven intereses sectoriales y se encuentren reguladas desde 
su cargo público, etc. 

El potencial impacto es la variable que intenta medir las conse-
cuencias que podría generar el que un funcionario o funcionaria 
determinada haga prevalecer intereses privados o sectoriales so-
bre el interés público. La relevancia del cargo público desempeña-
do y sus atribuciones, por ejemplo, serían los principales indicios 
a considerar para la medición del potencial impacto (alto o bajo). 
Así, luego de procesar analíticamente los datos, se propone desa-
rrollar una matriz que indique el nivel de exposición al riesgo de 
conflictos de intereses a partir de los vínculos con empresas priva-
das, corporaciones empresariales y ONG’s o fundaciones patro-
cinadas por grandes empresas. El modelo de semáforo, llamado 

7	Esta metodología está diseñada para que diferentes analistas puedan determinar 
con criterios claros establecidos de antemano, los niveles de riesgo de exposición a 
potenciales conflictos de intereses.
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El camino hacia un nivel más elevado de prevención, regula-
ción y tratamiento de estos fenómenos está cubierto de obstácu-
los de orden legislativo, cultural y de gestión. Para enfrentar los 
procesos de captura de la decisión pública se requiere fortalecer 
las capacidades estatales y así garantizar la autonomía en la de-
finición de políticas. Para ello es preciso identificar las articula-
ciones entre el sector público y el privado; poner en agenda pú-
blica el impacto de los procesos de captura de la decisión pública; 
diseñar herramientas para gestionar conflictos de intereses que 
exceden a la dimensión individual; fortalecer el marco regula-
torio en materia de períodos de carencia previa y posterior a la 
ocupación de un alto cargo público; y, por último, implementar 
estrategias no solo de control y sanción de acciones indebidas, 
sino también de promoción de políticas preventivas y de cons-
trucción de cultura organizacional, basadas en la ética pública, 
la integridad y la transparencia.
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Acceso a la información y riesgos de corrupción en torno  
a la emergencia de covid-19: 
análisis de algunos ejemplos en Colombia

Fernando Augusto Segura Restrepo
Colombia

Algo que no se podrá negar es que la pandemia de co-
vid-19 puso a prueba al planeta entero. Retó a la huma-
nidad en todas sus dimensiones, expuso las necesidades 

y las debilidades, tanto de las personas como de las economías, y 
desde luego de las autoridades públicas. Siendo estas últimas las 
que tuvieron que asumir la responsabilidad de liderar procesos 
de reacción casi inmediata no solo en materia de salud pública, 
sino también de atención en toda la línea de derechos básicos 
individuales, a los que impactó la pandemia. Desde el derecho 
a la salud, como al trabajo, a la vida digna, a la alimentación e 
incluso la recreación. Un fenómeno sin precedentes en la historia 
reciente de la humanidad. En los Estados democráticos, además 
de adelantar acciones para atender derechos básicos como los 
mencionados, las autoridades deben velar porque otros derechos 
también se garanticen, en especial aquellos que son llave para que 
el ciudadano acceda a la satisfacción de sus necesidades básicas. 
Este es el caso del derecho de acceso a la información y del dere-
cho a participar y ejercer control a las actividades del Estado. 

En este sentido, Estados donde el desarrollo democrático 
es aún débil, y donde persisten malos manejos por parte de las 
administraciones públicas, se hace aún más evidente y necesa-
rio promover acciones orientadas a permitir que la ciudadanía se 
informe sobre el actuar de sus autoridades y que se habiliten me-
canismos para hacer seguimiento y control a las mismas; siendo 
este el caso de algunos países de América Latina. En especial si se 
tiene en cuenta que antes de la pandemia la falta de acceso a la in-
formación, los altos riesgos de corrupción y la baja participación 
ciudadana ya eran problemáticas existentes. 
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Este último caso es el de Colombia, donde los resultados 
de encuestas como el Latinobarómetro y el Barómetro de las 
Américas en los últimos años ya alertaban de la corrupción como 
el principal problema que enfrenta el país y donde el acceso a 
la información, a pesar de tener normas que lo exigen, todavía 
enfrenta falencias.

En 2020 y 2021 a la percepción de corrupción se le sumó la 
crisis derivada de la pandemia de covid-19, que implicó, por par-
te del gobierno nacional y de los gobiernos subnacionales, la im-
plementación de estrategias y la apropiación de recursos a través 
de la figura de urgencia manifiesta. Esto con el fin de atender 
las necesidades primarias que enfrentaron las poblaciones ante 
los aislamientos obligatorios, y las necesidades de las empresas 
prestadoras de salud en lo que respecta a la adquisición de insu-
mos médicos para atender la emergencia. 

Los escándalos de corrupción y los consecuentes reclamos de 
mayor transparencia y acceso a la información no se hicieron 
esperar. Comprobados hechos de celebración indebida de con-
tratos y de escenarios de ausencia de información completa y 
oportuna, alertaron a la ciudadanía y a las autoridades de con-
trol sobre la importancia de poner los ojos sobre cómo se estaba 
atendiendo la emergencia, cómo se estaba informando y, sobre 
todo, cómo se estaban gastando los recursos públicos y tomando 
las principales decisiones. 

Ante este contexto, el presente documento busca analizar los 
riesgos de corrupción y escenarios de falta de acceso a la infor-
mación en Colombia, en el marco de las acciones tomadas por los 
gobiernos nacional y subnacionales para atender la emergencia 
pandémica, así como las decisiones para atender dichos riesgos. 

En la primera parte se analizan los riesgos que, a nivel macro, 
se consideraron en diferentes países y por parte de expertos de 
organismos multilaterales. Posteriormente se analiza el caso co-
lombiano en dos aspectos: riesgos de corrupción en los temas rel-
acionados con contratación y compra pública a nivel subnacional, 
y acceso a la información pública sobre el proceso de adquisición 

y distribución de vacunas a nivel nacional. Para la mitigación de 
escenarios de riesgo de corrupción y oportunidades de mejora de 
los escenarios de acceso a la información, se plantea en la última 
parte una serie de recomendaciones a partir de las buenas prác-
ticas internacionales y de la experiencia del autor del presente 
documento.

I. Riesgos de corrupción y retos del acceso a la información 
pública asociados a la pandemia de covid-19
 
Riesgos de corrupción identificados por expertos, 
multilaterales y sociedad civil
Ante la importancia que reviste el tener muchos ojos que vigilen 
la forma en que los Estados atienden la emergencia por covid-19 
y prever los posibles escenarios de riesgo que pueden llegar a pre-
sentarse durante la ejecución de los recursos públicos, diversos 
actores multilaterales y de la sociedad civil han elaborado reco-
mendaciones y alertas que se deben contemplar por los gobiernos 
y la ciudadanía para garantizar una adecuada y transparente ges-
tión de la emergencia. Este es el caso de la Oficina de las Nacio-
nes Unidas contra la Droga y el Delito (Unodc, por sus siglas en 
inglés), del U4 Anti-Corruption Resource Centre, de Transparencia 
Internacional y de varios de sus capítulos nacionales. 

La visión de U4 Anti-Corruption Resource Centre
Para el U4 Anti-Corruption Resource Centre, en su documento 
«Corrupción en tiempos de covid-19, Una doble amenaza para 
países de bajo ingreso», las políticas anticorrupción tradiciona-
les son insuficientes en situaciones de respuesta a un brote, tal 
como lo demostró la experiencia del brote de ébola en África. De 
acuerdo con U4, las políticas anticorrupción deben integrarse en 
el diseño de la intervención sectorial. Esto aplica si tomamos en 
cuenta que en muchos países las respuestas al covid-19 han visto 
incumplimientos de los estándares anticorrupción, en especial en 
los procesos de adquisiciones, o casos de personas en el poder 
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que aprovechan la crisis para aumentar sus beneficios privados 
(Steingrüber, 2020).

U4 afirma que, durante un brote, es posible que se le reste im-
portancia a la atención y financiación de otras operaciones sani-
tarias. Esto puede tener varias consecuencias:

•	 Contrataciones de emergencia que aumentan los riesgos 
de corrupción.

•	 Robo de suministros disponibles, aumento de precios y 
reventa en los mercados gris y negro.

•	 Aumento de productos de calidad subestándar y falsifica-
dos entrando al mercado.

Si bien U4 no analiza de forma particular el caso de países 
de América Latina, las reflexiones respecto a los estudios de 
caso en África frente a la atención a la crisis derivada del ébola, 
permite prever los posibles riesgos que pueden replicarse en los 
países de renta media y baja al enfrentar una pandemia como 
la del covid-19. Frente a estas experiencias y estudios de caso, 
este centro de estudios propone varias alternativas que pueden ser 
consideradas al momento de mitigar los riesgos de corrupción en 
medio de una crisis de salud. 

Para U4, una de las alternativas más estructurales implica 
que las políticas anticorrupción deben integrarse en el diseño de 
la «intervención sectorial». En términos de U4, significa inclu-
ir a expertos en la lucha contra la corrupción en el debate so-
bre salud pública y trabajar juntos de forma constructiva. Como 
ejemplo, los expertos traen los casos de países como la Repúbli-
ca Democrática del Congo, Uganda y Nigeria, que han podido 
controlar la propagación del ébola mediante el nombramiento de 
expertos con fuertes habilidades de liderazgo para encabezar sus 
planes de respuesta a epidemias (Ibídem).

Otras de las recomendaciones de U4 están orientadas a cana-
lizar la financiación, salvaguardar el sistema judicial y desalentar 
el fraude, aplicar enfoques basados en los derechos humanos y en 

una perspectiva de género. Una de sus recomendaciones coincide 
con una apuesta de otros organismos y con la estrategia tradi-
cional de lucha contra la corrupción: «apoyar las respuestas de 
la sociedad civil y las comunidades». Para esta organización, la 
sociedad civil puede desempeñar un papel crucial en los sistemas 
de salud pública como actores de apoyo en ese espacio, o en una 
función de monitoreo, rendición de cuentas e intercambio de in-
formación. Sentido en el cual, que los gobiernos den cabida a que 
la ciudadanía pueda monitorear los resultados de salud y revelar 
problemas que pudieran experimentar los usuarios finales, resulta 
clave en la apuesta por tener muchos ojos sobre las acciones que 
pueden respaldar las medidas de seguimiento del presupuesto y 
monitorear los sistemas de adquisiciones. 

El llamado de Transparencia Internacional (TI)
Otro de los organismos que se ha pronunciado frente a los ries-
gos de corrupción asociados a la acción estatal en el marco de la 
atención de la emergencia por covid-19 ha sido Transparencia 
Internacional, tanto a través de su Secretaría General en Berlín, 
como de sus capítulos nacionales. En una carta abierta dirigi-
da a la Organización de Estados Americanos en mayo de 2020, 
Delia Ferreira, presidenta de Transparencia Internacional, ex-
hortó al secretario general Luis Almagro sobre la necesidad de 
que dicho ente multilateral actuase para «minimizar los riesgos 
de corrupción, reforzar la transparencia y ejercer razonablemente 
poderes de emergencia durante la crisis de covid-19» (TI, 2020).
De acuerdo con el comunicado de TI, son cinco las áreas clave en 
las que la OEA puede adoptar medidas por sí misma, o prestar 
apoyo a los gobiernos, a fin de reducir al mínimo la corrupción y 
fortalecer las instituciones democráticas y el Estado de Derecho:

•	 Articular y demostrar el compromiso de la OEA y su 
Grupo de Trabajo Conjunto de Cumbres, con la lucha 
contra la corrupción durante la crisis de covid-19. 
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•	 Velar porque el estado de excepción y los poderes de emer-
gencia se ejerzan de manera razonable y de conformidad 
con el Derecho Internacional. 

•	 Promover la transparencia y la rendición de cuentas en las 
compras y contrataciones públicas. 

•	 Auditorias por parte de los órganos de auditoría interna 
y de terceros. 

•	 Acelerar la aplicación de los marcos existentes de lucha 
contra la corrupción y lavado de dinero.

Al igual que lo hace U4, TI menciona en su tercer punto la 
importancia de prestar atención a la transparencia de la compra 
pública. Para esta organización, la OEA debe ayudar a sus paí-
ses miembros a reducir las posibilidades de competencia desigual, 
colusión, así como de adjudicaciones precipitadas, que dan lugar a 
bienes de baja calidad o defectuosos, a la especulación de precios, 
a la influencia indebida y al acceso limitado a la información.

En el mismo sentido de TI, el capítulo nacional Transparencia 
por Colombia (TpC) se ha pronunciado en diferentes momen-
tos sobre los riesgos en la contratación pública en Colombia en 
el marco de la urgencia manifiesta autorizada en el marco de la 
pandemia. Como se desarrollará más adelante, de acuerdo a los 
análisis realizados por TpC, los mayores riesgos de corrupción en 
el país se han dado en torno a la compra pública y la discreciona-
lidad desmedida de las autoridades, en especial las subnacionales, 
y frente al acceso a la información sobre el proceso de adquisición 
de vacunas.

Alertas de la Unodc: riesgos en el proceso de vacunación
A principios de 2021, con ocasión del inicio del proceso masivo 
de producción de vacunas contra el covid-19, la Oficina de las 
Naciones Unidas Contra la Droga y el Delito (Unodc) publicó el 
documento: «Las vacunas contra la enfermedad por coronavirus 
(covid-19) y los riesgos de corrupción: prevención de la corrup-
ción en la fabricación, asignación y distribución de vacunas», en 

el que alerta sobre los posibles escenarios de riesgo que pueden 
enfrentar los países al momento de recibir y distribuir las vacunas, 
y así mismo da una serie de recomendaciones que se pueden tener 
en cuenta para mitigar los mismos.

Son seis los posibles riesgos que reseña Naciones Unidas. Los 
cuales coinciden en su mayoría con el análisis que han hecho 
otros actores, como los arriba mencionados. Pero por tratarse del 
tema puntual de las vacunas, se hacen aportes especiales que vale 
la pena resaltar:

•	 Distribución de vacunas y sistemas de distribución débiles 
o inexistentes.

•	 Riesgos de corrupción en la adquisición de vacunas. 
•	 Riesgos de corrupción en la financiación de emergencia.
•	 Producción de vacunas de calidad inferior o falsificadas. 
•	 Nepotismo/favoritismo en el acceso a las vacunas. 
•	 Decisiones corruptas sobre políticas en materia  

de vacunas. 

Para el caso de estudio del presente documento, los riesgos 2 
y 3 se consideran de importante relevancia. Respecto a los riesgos 
en la adquisición de vacunas, Naciones Unidas indica que el pro-
ceso de contratación pública conlleva uno de los mayores riesgos 
de corrupción, en comparación con las demás funciones de la ad-
ministración pública, pues las cifras elevadas de los contratos de 
adquisición pública hacen que esta sea muy vulnerable a los ries-
gos de corrupción. Riesgos que pueden hallarse en todo el ciclo 
de contratación pública. Cuando se trata del sector sanitario, la 
adquisición de productos farmacéuticos y de dispositivos médicos 
es particularmente propicia a la corrupción.

En una crisis de salud pública, la urgencia de las necesidades, 
la flexibilidad requerida y la rapidez solicitada hacen que los ries-
gos de corrupción en la contratación pública aumenten. Unodc 
también indica que, ante escenarios de emergencia, algunos 
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funcionarios públicos pueden intentar enriquecerse o enriquecer 
a sus allegados en el proceso de contratación pública.

Frente a los riesgos de corrupción en la financiación de emer-
gencia, el análisis de Naciones Unidas indica que durante la res-
puesta a una crisis se destina una gran cantidad de fondos para 
hacer frente al problema de forma rápida. Lo cual, si se hace sin 
las medidas adecuadas de diligencia, puede ser vulnerable a la 
corrupción. Esto también se ha evidenciado en varios países de 
África cuando se orientaron recursos masivos para la contención 
del ébola.

II. Los riesgos de corrupción y el acceso a la información en  
el marco de la atención de la emergencia por covid-19 
en Colombia

Los riesgos materializados
Son diversos los escenarios de riesgo de corrupción que se pueden 
presentar en el marco de la atención a la emergencia generada 
por la pandemia de covid-19. Colombia, como país en vías de 
desarrollo, no ha estado exento de la materialización de varios de 
esos riesgos, así como tampoco de señalamientos por parte de la 
sociedad civil y de los medios de comunicación. Señalamientos de 
falencias en las acciones de dar acceso a la información respecto al 
manejo de recursos y la toma de decisiones. 

Uno de los procesos más permeados por la corrupción –tanto 
porque así lo demuestran los hallazgos reales de las autoridades, 
como el número de denuncias ciudadanas– fue la contratación 
pública. En Colombia, la emergencia sanitaria se decretó por 
el Gobierno Nacional en marzo de 2020. En el marco de dicha 
emergencia se autorizó el uso de la figura de contratación por Ur-
gencia Manifiesta. Lo cual permitió a autoridades subnacionales 
adquirir –sin previo concurso, y en un principio sin publicidad– 
bienes y servicios para la atención de la emergencia. 

Tal como lo indican los estudios de U4, las alertas de Trans-
parencia Internacional y los análisis de Unodc, a pocas semanas 

de haber sido autorizada la figura de contratación directa, salieron 
a la luz pública diversos escándalos y denuncias por manejos  
inadecuados de los recursos públicos y destinación de los mismos 
a adquisiciones que no se enmarcaban dentro de la atención a la 
emergencia. En otros casos, se identificaron sobrecostos a pro-
ductos básicos de la canasta familiar, adquiridos por los gobier-
nos locales para entregar mercados a las familias afectadas por los 
aislamientos obligatorios, las cuarentenas.

De acuerdo con la Fiscalía General de la Nación de Colombia, 
se identificaron casos de contratos de forma directa con funda-
ciones para temas tales como dictar conferencias a comunidades, 
elaboración de planes de difusión de mensajes a través de mate-
rial publicitario y piezas audiovisuales, y compras similares que 
no estaban relacionadas con la atención de la emergencia («El  
Tiempo», 2020). Además de ello, según el ente acusador, 13 de 32 
departamentos en Colombia presentaron irregularidades en sus 
compras, por razones como las señaladas anteriormente, así como 
irregularidades relacionadas con la contratación de empresas o 
personas con falta de competencias, perfil, experiencia, o que no 
cumplían las condiciones técnicas y operativas requeridas para los 
propósitos de lo contratado.

De acuerdo con la corporación Transparencia por Colom-
bia, durante la pandemia la ciudadanía ha alertado, más que en 
otras épocas, sobre riesgos y hechos de corrupción. El Centro de 
Asesoría Legal Anticorrupción (ALAC) de dicha corporación, 
el cual se encarga de orientar a la ciudadanía en sus procesos de 
formulación de denuncias, indicó que la mayoría de los casos de 
denuncias asesorados estuvo relacionada con irregularidades en 
la contratación pública. En concordancia con lo detectado por 
la Fiscalía, las denuncias fueron por sobrecostos para entrega de 
mercados a la población vulnerable, o para suministrar elementos 
médicos, así como la falta de experiencia o de idoneidad de los 
contratistas, favorecimiento de intereses políticos y abuso de la 
figura de la contratación directa (Transparencia por Colombia, 
2020). Ver Tabla N° 1.
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Tabla N° 1 Denuncias ciudadanas / Afectación de covid-19

Fuente: Transparencia por Colombia, 2020. 

En el mismo sentido de lo anterior, la alianza de organiza-
ciones sociales Ciudadanía Activa, liderada también por Trans-
parencia por Colombia, informó que, trascurridos varios meses 
del decreto de emergencia, y a pesar de las alertas ciudadanas, a 
finales del año 2020 continuó predominando la contratación di-
recta, justificada en la urgencia manifiesta en la mayoría de muni-
cipios del país. De acuerdo con Ciudadanía Activa, de los contra-
tos celebrados bajo modalidad directa, el 36 % se hizo utilizando 
la causal de urgencia manifiesta, cifra que representa el 63 % de 
los recursos contratados para atender la emergencia en Colombia 
(TpC, 2020b). Persistiendo los sobrecostos y la falta de idoneidad 
en los contratistas. 

Otra de las alertas de la sociedad civil y la academia colom-
biana se dio frente a la falta de claridad en la información sobre 
los recursos que efectivamente se han invertido para atender la 

64,6%

14,6%

12,5%

8,3%

64,4 % Irregularidades en contratación pública
14,6% Uso indebido de apoyos económicos dirigidos a población vulnerable 
por emergencia covid-19 
12,5% Mal manejo y desvío de recursos en la entrega de mercados 
8,3% Otros

pandemia. Según el Observatorio Fiscal de la Universidad Ja-
veriana, las cifras reportadas por el Ministerio de Hacienda de 
Colombia para atender la emergencia sanitaria no se correspon-
día con el monto de los contratos dispuestos en el sistema de 
compras públicas del país sobre la misma materia (Secop).

Para Ciudanía Activa, la calidad de la información que se re-
porta en Secop es deficiente. «Para el desarrollo del tercer infor-
me de seguimiento a la contratación, la Alianza tuvo que depurar 
más de ocho millones de datos. Parte de este trabajo consistió en 
verificar números de identidad, valores de los contratos y verificar 
si correspondía, en efecto, a contratos para atender la emergen-
cia», indica el comunicado de prensa emitido por Transparencia 
por Colombia.

La falta de calidad en esta información representa una dificul-
tad a la hora de hacer seguimiento y control desde la ciudadanía 
al manejo de estos recursos. Situación que indica que el acceso a 
la información resulta ser otro problema a resolver.

Las paradojas del acceso a la información sobre las vacunas
Colombia es un país en el que, a pesar de contar con normativas 
que establecen la máxima publicidad y regula de manera garantis-
ta el derecho de acceso a la información pública, todavía persisten 
debilidades en el cumplimiento de las obligaciones en materia 
de facilitación del acceso a la información. Situación que se vio 
incrementada en el contexto de la pandemia y prendió las alarmas 
de la ciudadanía en lo relacionado a la adquisición de las vacunas 
contra el covid-19.

Aunque esta situación se presentó en varios países, debido a 
las negociaciones con las farmacéuticas y los secretos comerciales 
de las mismas, en Colombia varias organizaciones sociales exi-
gieron al Gobierno Nacional y acudieron a los estrados judiciales 
para acceder, al menos, al contenido de las cláusulas de los con-
tratos con las farmacéuticas, que establecían las condiciones de 
reserva y clasificación de la información. 
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Esta sección se titula «las paradojas de acceso a la información 
de las vacunas». Porque, mientras por un lado la Unidad Nacional 
para la Gestión del Riesgo de Desastres –entidad del Gobierno 
que se encargó de la negociación y compra de las vacunas a las 
farmacéuticas– ha reiterado la negación al acceso a la informa-
ción relacionada con el proceso de adquisición de las vacunas ante  
reiteradas solicitudes de ciudadanos, por otro lado el Ministerio 
de Salud y Protección Social –entidad encargada de la distribu-
ción de las mismas– ha llegado a publicar incluso en datos abier-
tos dicha información. 

Desaciertos en las respuestas a solicitudes 
Se han dado a conocer públicamente dos casos de negación a 
solicitudes de acceso a la información relacionada con la adqui-
sición de vacunas. La primera al Instituto Internacional Anti-
corrupción, organización de la sociedad civil colombiana que en 
el mes de enero de 2021 solicitó a la Unidad Nacional para la 
Gestión del Riesgo de Desastres, alrededor de 15 temas relacio-
nados con la gestión de las vacunas contra el covid-19, entre ellos 
el lugar donde estaban publicados los contratos suscritos por el 
Estado colombiano para la compra de las mismas. Solicitud a la 
cual la Unidad respondió que los contratos no se encontraban pu-
blicados. Pues, en términos de la entidad, «dichos instrumentos 
no se encuentran publicados, pues la revelación de información 
confidencial, implicaría un incumplimiento contractual, sujeto a 
multas y sanciones, la cual cuenta con reserva de carácter legal» 
(IA, 2021). Del texto de respuesta de la Unidad, publicado en el 
sitio web, de donde se extrae la cita anterior, se pueden identificar 
imprecisiones sobre el uso de términos y citación de la norma. Un 
ejemplo es la palabra confidencial, que si bien es de uso común, 
no existe en el ordenamiento jurídico colombiano. De acuerdo 
a la Ley de Transparencia y del Derecho de Acceso a la Infor-
mación Pública (Ley 1.712, de 2014), la información que puede 
ser objeto de negación puede ser de dos categorías: información 
clasificada e información reservada. Siendo la primera categoría 

la que protege el daño a los intereses de una persona natural o 
jurídica, y la segunda categoría reservada la que protege el daño 
al interés público. 

Igualmente, de acuerdo al análisis del documento donde se 
niega la información solicitada, el Instituto Internacional Anti-
corrupción afirma que la respuesta no está completa en cuanto a 
los argumentos:

•	 No señala el fundamento constitucional o legal que esta-
blece el objetivo legítimo de la clasificación o la reserva.

•	 No determina el tiempo por el que se extiende la clasifica-
ción o reserva, contado a partir de la fecha de generación 
de la información.

•	 No precisa el daño presente, probable, específico y sig-
nificativo que causaría la divulgación de la información 
pública y la relación de las razones y las pruebas, en caso 
de que existan, que acrediten la amenaza del daño.

El segundo caso de negación del derecho al acceso a la infor-
mación fue puntualmente a un requerimiento de un conjunto de 
organizaciones de la sociedad civil llamado Alianza Más Infor-
mación, Más Derechos. Son organizaciones promotoras de la Ley 
1.712 en sus inicios, a quienes la Unidad de Gestión de Riesgos 
les negó el acceso al texto de las cláusulas de confidencialidad de 
los contratos firmados por el Gobierno con las farmacéuticas. En 
esta ocasión, el argumento de la Unidad fue el de salvaguardar el 
derecho a la salud pública. No obstante, al igual que sucedió con 
la respuesta al Instituto Internacional Anticorrupción, la entidad 
no argumentó de fondo el daño presente, probable, específico y 
significativo que causaría la divulgación de la información pública.

En los dos casos descritos, los solicitantes acudieron a los re-
cursos judiciales para exigir la entrega de la información solicita-
da. Y aunque un tribunal administrativo ordenó, en el primer caso, 
al Gobierno la entrega de la información solicitada, la Unidad 
reiteró la negativa. Frente al segundo caso, a la fecha de elaboración 
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del presente documento no se tiene conocimiento de la respuesta 
de la rama judicial frente a los recursos interpuestos por Alianza 
Más Información, Más Derechos. Sin embargo, el contexto y los 
antecedentes dejan un manto de duda frente a la capacidad de las 
autoridades públicas nacionales de responder de manera adecua-
da y de fondo a los requerimientos de la ciudadanía.

Sin señalar si realmente la información solicitada es o no de 
público acceso, el solo hecho de que las autoridades no se pronun-
cien, no respondan en los términos de las normas y no les expli-
quen de manera completa, oportuna y veraz a la ciudadanía sobre 
los daños que implica hacer pública cierta información, al criterio 
del autor del presente documento ya constituye un desacierto por 
parte del Gobierno.

Los aciertos en la entrega de información
Como se mencionó anteriormente, aunque, en lo relativo a la in-
formación de los contratos de las vacunas y otras compras asocia-
das a la atención de la pandemia, algunas entidades han tenido 
dificultades e incluso riesgos, hay acciones adelantadas por otras 
autoridades públicas colombianas que podrían ser reconocidas 
como aciertos o buenas prácticas. Este es el caso del Ministerio 
de Salud y Protección Social, que ha habilitado el acceso abierto 
a la ciudadanía con respecto a la información de la distribución 
de vacunas y otros datos.

El ministerio tiene en datos.gov.co los datos de asignación de 
dosis de vacunas contra el covid-19 a los departamentos y distri-
tos, y una serie de datos que pueden ser consultados y descarga-
dos por la ciudadanía. Tales como la resolución (acto normativo) 
que asignó las vacunas, fecha del acto, código del departamento o 
distrito al que fueron asignadas las vacunas, nombre del territorio, 
laboratorio fabricante de la vacuna, cantidad de vacunas distri-
buidas y población a la que va orientada.

Adicionalmente, el ministerio tiene una sección dedicada 
a la información sobre el covid-19 en su sitio web, en el botón 
de «Transparencia»: plan de vacunación, dosis aplicadas, dosis 

acumuladas y otra información de interés. Igualmente, las redes 
sociales del Ministerio y de Presidencia informan diariamente del 
estado de adquisición de vacunas y distribución de las mismas. 

Conclusiones y recomendaciones 
•	 El análisis de la situación colombiana frente a las alertas 

de los expertos internacionales respecto al manejo de ries-
gos de corrupción en el marco de la atención de la emer-
gencia derivada del covid-19, deja en evidencia que los 
riesgos detectados en otros países pueden materializarse 
si no se toman medidas de mitigación adecuadas.

•	 Abordar la problemática a partir de la visión sectorial y 
convocando a expertos no solo en temas de salud públi-
ca, sino también a expertos en riesgos y prevención de la  
corrupción, puede permitir a las autoridades colombianas 
ir un paso adelante de los posibles riesgos que se presenten.

•	 Una carencia evidente de las autoridades públicas co-
lombianas es la apertura de espacios para la participación 
ciudadana, para la exigencia de cuentas y el control a la 
gestión de recursos o del actuar de las autoridades frente 
a la atención a la emergencia de la pandemia. Las nega-
tivas al derecho de acceso a la información, las respuestas 
incompletas y el no haber abierto un solo espacio público 
de diálogo en doble vía, a más de un año y medio de la 
declaración de emergencia sanitaria, así lo demuestran.

•	 Continuar con la mejora de los mecanismos electrónicos 
de publicación de información sobre la contratación de 
las autoridades nacionales y subnacionales, así sea bajo la 
figura de Urgencia Manifiesta, se constituye en un acierto 
que permite vigilar en tiempo real la forma en la que se 
ejecutan los recursos públicos, y ha evidenciado escenarios 
de riesgos de corrupción y hechos comprobados de esta.

•	 Es necesario avanzar en estrategias de lenguaje claro 
para explicar los mecanismos de distribución de vacunas. 
Si bien hay información importante publicada y abierta 
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sobre la materia, la misma aún se encuentra en un lenguaje 
que no es lo suficientemente amigable con la ciudadanía.

•	 Es fundamental lograr una articulación de mensajes entre 
nación y territorio sobre protocolo de manejo de vacunas: 
distribución y aplicación de las mismas, para que sean las 
autoridades locales, que son quienes tienen contacto di-
recto con la ciudadanía, los que le informen no solo sobre 
el estado del proceso de vacunación, sino sobre las bon-
dades de hacer parte del plan de vacunación. 

•	 Un mecanismo para mejorar la calidad de la información 
es apuntarle a la interoperabilidad de la información entre 
sistemas de información existentes entre nación, territorio 
y autoridades de otras ramas del poder público.

•	 Se recomienda el uso de medios de comunicación alterna-
tivos para informar en tiempo real sobre la distribución y 
el estado de aplicación de las vacunas.

•	 Es necesario explicarle mejor a la ciudadanía sobre el 
daño que puede generar la divulgación de información de 
los contratos con los laboratorios de las vacunas y su im-
pacto en las negociaciones y en la salud pública. A través 
de infografías, videos e incluyendo el tema en audiencias 
de rendición de cuentas.

•	 Si bien las redes sociales son un buen canal de difusión, 
no deben ser el único canal que cuente información en  
tiempo real. Se pueden identificar mecanismos para que 
esa información se muestre de manera permanente, de fá-
cil acceso y en lenguaje claro a la ciudadanía.

•	 Los datos de asignación de dosis de vacunas contra el 
covid-19 a los departamentos y distritos pueden ser pues-
tos en visualizadores más dinámicos, interactivos y en len-
guaje claro para el ciudadano. 

•	 Los datos de asignación de dosis deberían poder anali-
zarse frente a los datos de dosis aplicadas por Departa-
mento, para que la ciudadanía pueda identificar el avance 

en su región, y que de esta manera pueda hacer control a 
sus alcaldes y gobernadores.
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Programa de gestión de riesgos de integridad en sectores 
administrativos de un Tribunal de Cuentas Estatal de Brasil

Rodrigo De Bona
Controladoria Geral da União (CGU). Brasil

El objetivo de este trabajo es diseñar una intervención en un 
contexto institucional ligado al ámbito laboral del autor, 
dirigida a introducir instrumentos, procesos y estructuras 

de gestión de riesgos de integridad, y consolidar el sistema de 
integridad de la organización, principalmente en cuanto al mejor 
funcionamiento de los sectores administrativos de recibimiento 
de quejas y denuncias, de investigación interna, de contratacio-
nes de bienes y servicios, y de elección de becarios y personal 
tercerizado, así como proponer un plan de implementación y de 
evaluación de la intervención propuesta. 

El ámbito institucional del proyecto es un órgano de control 
externo que actúa sobre un gobierno de estado y sobre los muni-
cipios de su jurisdicción, y que puede ser un tribunal de cuentas 
(TCE) o un ministerio público (MPE) de un estado de la federa-
ción. Entre tanto, la propuesta no trata de quejas o denuncias de 
la población sobre los administradores de los gobiernos locales, 
que esos órganos controlan, cuyos instrumentos y procesos de in-
vestigación y sanción están consolidados en sus estructuras. Lo 
que se busca es fortalecer la gestión de los riesgos internos a la or-
ganización, aunque los resultados puedan mejorar el tratamiento 
de todos los tipos de denuncia, ya que la oidoría es un solo sector 
para quejas sobre temas internos o externos al órgano.

Se pretende actuar en las estructuras de tratamiento de de-
nuncias e investigación sobre sus propios funcionarios, que ac-
túan en los sectores de soporte a sus finalidades constitucionales, 
como contratación de bienes y servicios necesarios al funciona-
miento del órgano. En Brasil, esas instituciones tienen funciones 
muy diferentes, pero internamente tienen características simila-
res, porque están bajo el mismo marco regulatorio de compras, 
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contrataciones, oidoría y auditoría interna, entre otros temas. A 
su vez, las reglas profesionales, los deberes, las prerrogativas y el 
sistema de integridad sobre los funcionarios de las actividades 
principales de ese tipo de órgano de control –auditores guberna-
mentales, fiscales y promotores de justicia– ya están consolidadas. 
Los tribunales de cuentas, por ejemplo, tienen rígidos patrones de 
conducta para sus agentes: los auditores de control externo, pues-
to que existen reglas internacionales sobre los estándares para los 
auditores y las auditorías.

Pero existe una brecha en sus sistemas de integridad, y es la 
ausencia de procesos específicos para gestión de riesgos de in-
tegridad y tratamiento de denuncias sobre las actividades, que 
requieren un abordaje diferenciado. Porque es necesario prever 
que se pueden recibir denuncias sobre jefes de sectores y altas 
autoridades de los propios órganos de control, o sobre personas 
importantes a ellos asociadas, y esos riesgos no han sido adecua-
damente tratados por ellos. La relevancia institucional y social 
del trabajo está en la inexistencia de programas de integridad 
en la mayor parte de los tribunales de cuentas y ministerios pú-
blicos de los estados de Brasil, que podrán implementarlos con 
apoyo de este proyecto, aunque no haya ley nacional o local que  
los obligue. 

Esos órganos deben ser ejemplos de integridad, ya que exigen 
una conducta correcta de sus funcionarios principales y de los 
políticos y funcionarios de los gobiernos bajo su control. Entre 
tanto, no aplican los mismos esfuerzos cuando se trata de sus ac-
tividades. Tal vez sea por la poca visibilidad de esas actividades, o 
por la baja ocurrencia de casos de corrupción en ellas. Pero gran-
des escándalos en la construcción de edificios públicos, por ejem-
plo, son de conocimiento general desde hace más de 30 años, y la 
baja ocurrencia de casos en TCE y MPE puede ser precisamente 
por la inexistencia de esos instrumentos, procesos y estructuras 
internas, que contribuyen a la prevención, detección y sanción de 
los casos de corrupción en sus actividades intermediarias.

Metodología y resultados esperados
La corrupción es un problema histórico y cultural en Brasil, y 
su combate se ha desarrollado mucho desde 1988, con la actual 
Constitución. La Contraloría General de la Unión (CGU) tie-
ne entre sus funciones legales las actividades de prevención de 
la corrupción y promoción de la integridad en el nivel federal, 
incluyendo auditoría interna, ombudsman, transparencia y gestión 
de riesgos. El órgano ha desarrollado una metodología de gestión 
de riesgos basada en la Norma ISO 31 000 (ABNT, 2018) y en el 
modelo COSO II (COSO, 2017), que es el estándar para la ges-
tión de riesgos de integridad (GRI) de los órganos del gobierno 
federal (CGU, 2018). El modelo de GRI federal fue la metodolo-
gía adoptada en este proyecto, pues es aplicable, con adaptaciones, 
a órganos más pequeños de otros niveles del gobierno. Además, el 
método es coherente con el modelo de la OCDE, propuesto por 
Maesschalck y Bertok (2009).

Este trabajo está basado en un proyecto elaborado por el autor 
en 2019, e implementado con el apoyo técnico, en 2020, de tres 
órganos de control del estado de Santa Catarina, sur de Brasil: El 
Tribunal de Cuentas del Estado, el Ministerio Público y Procu-
raduría General de Justicia del Estado, y el Ministerio Público. 
Solamente unos pocos estados brasileños tienen leyes que exigen 
la implementación de políticas de integridad pública y antico-
rrupción en los órganos regionales. Es el caso de Santa Catarina: 
la ley fue aprobada en el inicio de 2019 y se aplica a los órganos 
del gobierno del estado, y los órganos de control necesitaban co-
nocer las exigencias legales de ese nuevo marco legal. 

A partir de actividades comunes en la Red de Control de la 
Gestión Pública del estado, el autor –que es auditor de la Contra-
loría General de la Unión (CGU), órgano de control interno del 
poder ejecutivo federal– ha propuesto un curso de calificación en 
gestión de riesgos de integridad, y un apoyo técnico para la elabo-
ración de un primer Plan de Integridad y Compliance para los tres. 

Esto, ya que no tenían formalizada una política de integri-
dad, y tampoco procesos de gestión de riesgos específicos para 



Ética y buen gobierno en tiempos de pandemiaa140 Ética y buen gobierno en tiempos de pandemiaa 141

sus actividades promedio y sus canales de denuncias todavía no 
se habían adecuado a la nueva Ley Nacional de las Oidorías 
Administrativas (Ley Nº. 13.460: 2017), ni a la Ley General de 
Protección de Datos Personales (LGPD, Ley Nº. 13.709: 2018), 
aunque ya mantuviesen los procesos de investigación y sanción en 
funcionamiento. Los Planes de Integridad fueron lanzados en un 
evento público realizado en diciembre de 2020.

El producto principal de este trabajo, por lo tanto, es el diseño 
de un Plan de Gestión de Riesgos de Integridad (PGRI) sobre 
las actividades administrativas de un órgano de control externo, 
basado en estructuras, instrumentos y procesos, principales y 
complementarios, con énfasis en el fortalecimiento de la oidoría, 
del control interno y de la auditoria, así como en los sectores de 
contrataciones de bienes y servicios y de becas y personal terceri-
zado. Los resultados buscados por el Programa son: implementar 
una metodología de gestión de riesgos de integridad en la orga-
nización, inicialmente en los sectores apuntados, y priorizar el re-
cibimiento, tratamiento e investigación de las quejas y denuncias 
recibidas sobre temas internos, de acuerdo con los marcos legales 
nacionales y las buenas prácticas internacionales. 

El PGRI propuesto tiene como característica central el proce-
so sistemático de mapeo y tratamiento de los principales riesgos 
de integridad en los sectores priorizados. Además de la viabilidad 
de la implementación directa de este proyecto en otros tribunales 
estadales, e incluso en ministerios públicos de los estados de Bra-
sil, a partir de la metodología propuesta se puede ampliar su apli-
cación para los demás sectores internos de los órganos de control, 
como la administración de bienes y la contratación de servicios, 
de acuerdo con los riegos estratégicos de cada organización y los 
específicos existentes en los sectores.

I.	 Descripción de la intervención

La implementación de un Programa de Gestión de Riesgos de 
Integridad empieza por el diseño del mismo y su documentación 

en un plan. De acuerdo con la metodología utilizada y adaptada 
para este proyecto, las etapas principales de ese diseño son: 

•	 Diseño del Plan de Gestión de Riesgos, incluyendo la 
matriz y el Plan de Tratamiento de Riesgos.

•	 Implementación del Plan de Tratamiento.
•	 Monitoreo y comunicación. 
•	 Evaluación estratégica y revisión del programa. 

A partir de la elección de los procesos a incluir en el primer ci-
clo del Programa, las cuatro fases prácticas del ciclo de definición 
del PGRI son las siguientes:

•	 Entrenamiento de los funcionarios de la alta administra-
ción y de los sectores elegidos, sobre GRI y su metodología.

•	 Creación del Grupo de Trabajo Temporal que va a ma-
pear y evaluar los eventos de riesgos y diseñar la Matriz 
de Riesgos y el Plan de Tratamiento para el primer año de 
funcionamiento del Programa. 

•	 Análisis de las estructuras y diseño de los procesos e ins-
trumentos. Este análisis se subdivide en siete puntos:

•	 Mapeo del contexto interno y externo al sector  
y la organización.

•	 Mapeo de los eventos de riesgo del sector, tipología de 
cada uno, sus causas y posibles consecuencias.

•	 Análisis de los controles internos existentes (preventi-
vos, de detección y corrección).

•	 Evaluación de la probabilidad y el impacto de cada 
ocurrencia (muy bajo, bajo, mediano, alto, muy alto).

•	 Evaluación de los controles existentes, cálculo de los 
riesgos inherentes (RI) y residuales (RR) y diseño de 
la Matriz de Riesgos de los sectores.

•	 Priorización de los riesgos y diseño del Plan de Trata-
miento, incluyendo la creación de las reglas necesarias 
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y el desarrollo de las actividades para mitigar cada 
riesgo, sus objetivos, recursos, responsables y plazos.

•	 Creación, aprobación y publicidad interna y externa 
del Marco Normativo del PGRI diseñado.

•	 Creación del Comité de Monitoreo y Evaluación del 
PGRI (Estructura) que va a acompañar, evaluar y revisar 
periódicamente la Matriz de Riesgos y el Plan de Tra-
tamiento de los sectores elegidos, pero también ampliar 
gradualmente el PGRI a los demás sectores.

Las etapas y fases del proceso de diseño del PGRI se centran 
en dos actores principales y dos ejes centrales. Los actores son 
la alta administración, que debe apoyar y comprometerse con el 
PGRI, y la Unidad de Gestión de Riesgos de Integridad (UGRI), 
la estructura más importante y que coordina el Programa. Los 
ejes son el análisis, evaluación y gestión de riesgos y el monitoreo 
continuo del PGRI.

A partir de esos ejes y actores, y tras las etapas y fases, se puede 
construir una tabla con la Matriz de Riesgos, que contiene los 
sectores y procesos analizados, los principales eventos de riesgo 
posibles, sus probables causas y consecuencias. Ese instrumento 
de diseño es aquí presentado en texto, no en una matriz, por de-
limitación de espacio. Contiene ocho posibles eventos de riesgo, 
distribuidos en tres grandes áreas y seis procesos principales ele-
gidos entre ellas. Las principales categorías o tipologías de riesgo 
tratados en el modelo presentado son el conflicto de interés, el 
nepotismo, la presión interna y/o externa, y la conducta profesio-
nal inadecuada. 

En la secuencia se conduce el análisis y evaluación de los even-
tos de riesgo identificados, empezando por la probabilidad de 
ocurrencia y el impacto posible para medir el riesgo inherente a 
cada evento. Enseguida se hace la descripción y evaluación de los 
controles existentes (estructuras, instrumentos y procesos), para 
entonces calcular el riesgo residual, priorizar los eventos y elegir 

el tratamiento adecuado para cada caso: mitigar, aceptar, transfe-
rir o evitar el riesgo. Para fines didácticos, los ocho riesgos están 
planificados para mitigación, como sigue:

II.	  Matriz de Riesgos y evaluación  
de los controles existentes

1. Estructura (área / sector):  
oidoría (ombudsman administrativo)
Proceso: recibimiento y tratamiento de quejas y denuncias

Objetivos del proceso: garantizar la protección de la identidad 
del informante, de acuerdo con las Leyes 13.460 (2017) y 12.527 
(2011), para estimular la participación ciudadana y fortalecer su 
confianza e identidad institucional.

Evento de riesgo posible: conocimiento de la identidad del de-
nunciante por personas ajenas a la oidoría, incumpliendo la ley de 
protección de datos.

•	 Causas posibles: 1) Falta de regulación de las competencias 
y actividades de la oidoría. 2) Falta de definición formal 
del flujo de informaciones y/o problemas de segregación 
de funciones. 3) Falta de obligación expresamente esta-
blecida para tratamiento de los contenidos de denuncias, 
garantizando su anonimización antes de que salgan de la 
oidoría. 4) Cultura de recibimiento de denuncias por mu-
chos canales, exigiendo inserción manual de los registros 
en el sistema, sin definición de quien puede hacerlo. 5) 
Falta de obligatoriedad de capacitación y actualización 
periódica (de todos los servidores y el jefe), y falta de exi-
gencia de una cualificación específica para el puesto. 6) 
Injerencia de agentes internos o externos sobre quien ac-
túa en la oidoría.
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•	 Consecuencias / impactos posibles: 1) Perjuicio a la impar-
cialidad del tratamiento de la denuncia. 2) Perjuicios  
y riesgos a la seguridad del denunciante, por represalias o 
amenazas. 3) Miedo de la sociedad de hacer denuncias y 
falta de confianza en la administración pública. 4) Perjui-
cio a la imagen y credibilidad de la institución.

•	 Probabilidad de ocurrencia: nivel 4 (alta)
•	 Impacto: nivel 4 (alto)
•	 Riesgo Inherente: nivel 16 (extremo)
•	 Descripción y evaluación de los controles existentes (estructu-

ras, instrumentos y procesos): 

•	 1) Oidoría actual: débil. 2) Utilización del sistema 
Fala.BR, de la Red Nacional de Oidorías: satisfacto-
rio. 3) Capacitación esporádica de los servidores so-
bre protección de datos: débil. 4) Flujo estandarizado 
para las denuncias que llegan por la oidoría: débil.  
5) Ley 13.460 (2017) y Ley de Acceso a la Infor-
mación (LAI) como normas generales, sin regulación 
interna: débil.

•	 Nivel general de los controles existentes: 0,8 (débil)
•	 Riesgo Residual: nivel 13 (elevado)	
•	 Tratamiento elegido: mitigar el riesgo

Proceso: tramitación de la denuncias y procesos de investigación.

Objetivos del proceso: garantizar el tratamiento adecuado a las 
denuncias, con sigilo e imparcialidad en la investigación de los 
hechos, desde su recibimiento hasta la investigación y sanción, 
cuando sea necesario, fortaleciendo la confianza institucional.

Evento de riesgo posible: denuncia con datos concretos, no in-
vestigada por problemas en la oidoría.

•	 Causas posibles: 1) Falta de criterios formalmente definidos 
en el órgano para la investigación de denuncias, declara-
ción de impedimentos, etc., que mitiguen los varios tipos 
de posibles conflictos de interés. 2) Envío inadecuado del 
proceso por la oidoría. 3) Denuncia contra altos dirigentes 
políticos o autoridades con influencia política.

•	 Probabilidad de ocurrencia: nivel 1 (muy baja)
•	 Impacto: nivel 4 (alto)
•	 Riesgo Inherente: nivel 4 (moderado) 
•	 Descripción y evaluación de los controles existentes (estructu-

ras, instrumentos y procesos): 1) Canal oficial para recibi-
miento de denuncias: satisfactorio. 2) Capacitación espo-
rádica de los servidores de la oidoría sobre el tratamiento 
de denuncias: débil. 3) Flujo no estandarizado para de-
nuncia que llega por la oidoría: débil. 4) Envío de la de-
nuncia para su investigación por un sistema, con registro 
de su tramitación: satisfactorio.

•	 Nivel general de los controles existentes: 0,8 (débil)
•	 Riesgo Residual: nivel 3,2 (bajo)
•	 Tratamiento elegido: mitigar el riesgo

2. Estructura (área / sector): áreas de investigación interna
Proceso: asuntos internos (investigación disciplinaria  
sobre funcionarios)

Objetivos del proceso: garantizar el tratamiento adecuado de las 
denuncias, con sigilo e imparcialidad en la investigación de los 
hechos, desde su recibimiento hasta la investigación y sanción, 
cuando sea necesario, fortaleciendo la confianza institucional.

Evento de riesgo posible: denuncia con datos concretos, no in-
vestigada por problemas en los sectores de investigación.

•	 Causas posibles: 1) Falta de obligatoriedad de capacitación 
y actualización periódica (de todos los servidores y del jefe 
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del sector) sobre investigación de denuncias, procesos y 
procedimientos de sanción disciplinaria. 2) Falta de exi-
gencia de una cualificación específica para el puesto.

•	 Probabilidad de ocurrencia: nivel 1 (muy baja)
•	 Impacto: nivel 4 (alto)
•	 Riesgo inherente: nivel 4 (moderado)
•	 Descripción y evaluación de los controles existentes  

(estructuras, instrumentos y procesos): no existen  
controles actualmente.

•	 Nivel general de los controles existentes: 1 (inexistente) 
•	 Riesgo Residual: nivel 4 (moderado)
•	 Tratamiento elegido: mitigar el riesgo

Proceso: control interno y auditoría

Objetivos del proceso: análisis de performance y compliance de los 
sectores internos de contratación, testeo de los controles existen-
tes y proposición de medidas de control preventivo, de detección 
y sanción.

Evento de riesgo posible: auditoría interna ejecutada por profe-
sional con conocimientos desactualizados o insuficientes para el 
cumplimento de la función.

•	 Causas posibles: 1) Falta de regulación de la exigencia 
de entrenamiento periódico mínimo (horas anuales) 
sobre Control Interno, Auditoría, Gestión de Riesgos 
y otros temas asociados. 2) Falta de recursos humanos 
suficientes para viabilizar entrenamientos periódicos y 
capacitación profesional, sin que haya impacto en las 
rutinas y actividades del sector. 3) Falta de regulación 
sobre la exigencia de un Plan Anual de Auditoría Interna 
(PAAI), incluyendo el mapeo de la capacidad operacio-
nal del sector y los trabajos previstos, con evaluación de 
los riesgos envueltos y objetivos.

•	 Probabilidad de ocurrencia: nivel 1 (muy baja)

•	 Impacto: nivel 3 (mediano)
•	 Riesgo inherente: nivel 3 (bajo)
•	 Descripción y evaluación de los controles existentes (estructu-

ras, instrumentos y procesos): 1) Capacitación esporádica de 
los servidores de la Auditoría para su actualización profe-
sional: débil. 2) Nombramiento obligatorio de un funcio-
nario con estabilidad para ejecutar auditoría, pero con un 
puesto de nivel medio: débil.

•	 Nivel general de los controles existentes: 0,8 (débil)
•	 Riesgo Residual: nivel 2,4 (bajo)
•	 Tratamiento elegido: mitigar el riesgo

Evento de riesgo posible: auditoría interna ejecutada en discon-
formidad con los estándares técnicos exigidos.

•	 Causas posibles: 1) Falta de personal suficiente para la eje-
cución de auditorías de manera sistemática, de acuerdo 
con lo previsto en el Artículo 74 de la Constitución Fede-
ral de 1988. 2) Auditorias planeadas, ejecutadas y revisa-
das por solo una persona en todo su ciclo.

•	 Probabilidad de ocurrencia: nivel 1 (muy baja)
•	 Impacto: nivel 3 (mediano)
•	 Riesgo Inherente: nivel 3 (bajo)
•	 Descripción y evaluación de los controles existentes (estructu-

ras, instrumentos y procesos): 1) Supervisión y revisión por 
los jefes del tribunal de cuentas: satisfactorio.

•	 Nivel general de los controles existentes: 0,4 (satisfactorio)
•	 Riesgo Residual: nivel 1,2 (bajo)
•	 Tratamiento elegido: mitigar el riesgo

Evento de riesgo posible: actuación de la Auditoría Interna en la 
evaluación de performance o compliance de un área, proceso o acto 
administrativo, de cuya ejecución la Auditoría ha hecho parte.

•	 Causas posibles: 1) Falta de políticas que establezcan los 
tipos de impedimento y que exija una declaración de im-
pedimento para que nadie del sector de Control Interno y 
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Auditoría haga trabajos sobre determinadas áreas, proce-
sos u actos administrativos.

•	 Probabilidad de ocurrencia: nivel 3 (mediana)
•	 Impacto: nivel 3 (mediano)
•	 Riesgo Inherente: nivel 9 (elevado)
•	 Descripción y evaluación de los controles existentes (estructu-

ras, instrumentos y procesos): 1) Las normas internacionales 
de auditoría gubernamental exigen la rotación de personal 
en relación con los objetos auditados, como una medida 
capaz de reducir las amenazas a la objetividad e imparcia-
lidad de auditores, pero no hay regulación interna sobre el 
tema (débil)

•	 Nivel general de los controles existentes: 0,8 (débil)
•	 Riesgo Residual: nivel 7,2 (moderado)
•	 Tratamiento elegido: mitigar el riesgo

3. Estructura (área / sector): área de contrataciones
Proceso: procedimientos públicos de contratación de bienes  
y servicios.

Objetivos del proceso: garantizar que sean adoptados los más 
elevados patrones de integridad, legalidad, transparencia y efi-
ciencia en la conducción de las relaciones contractuales.

Evento de riesgo posible: no identificación, en tiempo hábil, de 
la ocurrencia de irregularidades en el proceso de contratación, y/o 
en la ejecución contractual, por error, negligencia, imprudencia o 
impericia, o por fraude de las empresas contratadas.

•	 Causas posibles: 1) Falta de formalización de procedimien-
tos de control y revisiones documentales (manuales, ru-
tinas, check-lists). 2) Falta de mapeo de todo el proceso 
de contratación, incluyendo la fiscalización de contratos y 
pagos. 3) Falta de inclusión en los contratos de la «cláu-
sula anticorrupción», que establezca la obligatoriedad 
del cumplimiento de normas éticas y la prohibición de 

prácticas de fraude y corrupción, incluyendo la previsión 
de aplicación de sanciones y/o de rescisión contractual, en 
caso de incumplimiento. 4) Falta de obligatoriedad de ca-
pacitación y verificación de los sistemas que permiten cru-
zamientos de datos para pesquisa sobre el perfil de riesgo 
de las empresas contratadas.

•	 Probabilidad de ocurrencia: nivel 2 (baja)
•	 Impacto: nivel 4 (alto)
•	 Riesgo Inherente: nivel 8 (elevado)
•	 Descripción y evaluación de los controles existentes (estruc-

turas, instrumentos y procesos): 1) Consulta ocasional al 
Sistema Federal de Catastro de Empresas Inidóneas (de 
mala reputación) y Suspendidas de contratación (CEIS), 
para información sobre empresas impedidas de contratar 
con el Poder Público por problemas con otros órganos del 
Brasil: débil.

•	 Nivel general de los controles existentes: 0,8 (débil)
•	 Riesgo ResiduaWl: nivel 6,4 (moderado)
•	 Tratamiento elegido: mitigar el riesgo

Proceso: contratación de tercerizados y becas

Objetivos del proceso: garantizar que sean adoptados los más 
elevados patrones de integridad, legalidad, transparencia y efi-
ciencia en la conducción de las relaciones contractuales.

Evento de riesgo posible: contratación de becarios o terce-
rizados que tengan grado de parentesco con la autoridad con-
tratante, o mediante cambio de favores con otras autoridades  
(nepotismo cruzado).

•	 Causas posibles: 1) Falta de regulación de criterios transpa-
rentes y objetivos para la selección imparcial del personal 
para becas y tercerización, incluyendo análisis de compe-
tencias y declaración firmada de inexistencia de conflictos 
de interés. 2) Falta de proceso selectivo público, con los 
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criterios normativos ampliamente divulgados para la con-
tratación imparcial de becarios y tercerizados.

•	 Impacto: nivel 4 (alto)
•	 Riesgo Inherente: nivel 12 (elevado)
•	 Descripción y evaluación de los controles existentes (estructu-

ras, instrumentos y procesos): 1) Súmula (síntesis) Vincu-
lante 13, del Supremo Tribunal Federal (prohibición del 
nepotismo), sin regulación interna: débil.

•	 Nivel general de los controles existentes: 0,8 (débil)
•	 Riesgo Residual: nivel 9,6 (elevado)
•	 Tratamiento elegido: mitigar el riesgo

III.	 Plan de implementación

En esta sección se presenta un plan de implementación con des-
cripción de las medidas y acciones que deben ser creadas o revi-
sadas, incluyendo a los responsables para la ejecución, los recursos 
y los plazos planificados para la implementación. (Para cumplir 
con el límite de espacio, el Plan es presentado en texto, a pesar de 
haber sido producido en un cuadro).

El principal obstáculo por superar, en el caso de los tribunales 
regionales de Brasil, es que los sectores administrativos y la audi-
toría y control interno están subordinados al presidente del tri-
bunal, mientras que la oidoría está vinculada a otro miembro del 
consejo. Por un lado, esa distribución de funciones es importante 
porque la oidoría tiene autonomía para recibir y tratar denuncias 
incluso contra el propio presidente y los sectores administrativos 
controlados por él. Por otro, los tribunales son órganos de control 
político, con consejeros indicados por los políticos, y casi siempre 
exmiembros del Legislativo. 

Así, cualquier desacuerdo entre los dos miembros –el presi-
dente, responsable de los sectores administrativos y de control 
y auditoría, y el consejero, responsable de la oidoría– puede re-
presentar un distanciamiento entre esos sectores, cuya integra-
ción es fundamental para la prevención, detección y sanción de 

violaciones a la integridad. Eso puede perjudicar la tramitación, 
el sigilo y la investigación de denuncias, que incluso pueden ser 
utilizadas políticamente por los consejeros.

A su vez, la implementación de las medidas permite un cambio 
institucional en dirección a la mejora de la rendición de cuentas 
(accountability) del órgano de control externo para la sociedad y 
para los administradores sujetos a su control. La protección de la 
identidad y de los datos personales de informantes de corrupción, 
la garantía del secreto de las investigaciones internas, los criterios 
de habilitación y exigencia de calificación a los funcionarios de la 
Oidoría, de Asuntos Internos, y de Control Interno y Auditoría, 
son componentes importantes para la reducción de los perjuicios 
de la corrupción, sean económicos o de imagen, y para el aumen-
to de la confianza de la población en la administración pública, 
específicamente, y en el Estado, en general. 

La aplicación de políticas de integridad y anticorrupción por 
órganos de control externo en su administración interna puede 
ser una buena oportunidad para influir en los gobiernos locales, 
para que sigan el camino de la ética y de la transparencia pública.

IV.	  Plan de tratamiento de los riesgos de integridad

1. Estructura (área / sector): Oidoría (ombudsman 
administrativo)
Proceso 1: Recibimiento y tratamiento de quejas y denuncias

Riesgo 1: Conocimiento de la identidad del denunciante por 
personas ajenas a la oidoría, incumpliendo la ley de protección 
de datos.

Medidas de tratamiento:
Instrumentos:

•	 Capacitación: formalizar un Plan de Entrenamiento 
obligatorio y periódico (carga de trabajo mínima anual, 
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certificación, etc.), para el jefe y todos los empleados del 
sector de la oidoría. 

•	 Software: implementación de herramientas, en el sistema 
de oidoría, de anonimización y edición de contenido para 
todas las comunicaciones. 

•	 Comunicación: formalizar un Plan de Comunicación con 
la sociedad, de acuerdo con la Ley 13.460/17, para me-
jorar la percepción de confiabilidad de los denunciantes, 
fomentando la participación social a través de denuncias.

Procesos: revisión interna de los flujos de recibimiento de quejas 
y denuncias, de origen interno o externo, para establecer un flujo 
formal para cada tipo de manifestación, de acuerdo con el nivel 
jerárquico del funcionario denunciado. Estructuras: actualización 
de la regulación interna de la oidoría, incluyendo los instrumen-
tos y los procesos.
Reportes: realización de reportes periódicos de la oidoría sobre los 
servicios prestados y los trámites específicos, publicados y presen-
tados a la alta administración.

Acciones planificadas: 
•	 Establecer y desarrollar el Plan Anual de Entrenamien-

to y establecer la regla de que el jefe, los 3 funcionarios 
o funcionarias, y los 2 becarios o becarias de la oidoría 
participen en al menos un curso (40 horas) de cualifica-
ción profesional en cada semestre sobre protección de de-
nunciantes y tratamiento de denuncias, entre otros temas; 
cursos gratis ofrecidos por la Red Nacional de Oidorías.

•	 Buscar herramientas electrónicas que permitan anonimi-
zar los datos personales de los manifestantes.

•	 Establecer y desarrollar un Plan Anual de Comunicación 
para concientizar sobre el uso, la seguridad y la confiabili-
dad del canal de denuncias.

•	 Revisar la norma que regula internamente la oidoría y los 
flujos oficiales de cada tipo de manifestación, incluyendo 

la revisión anual del flujo de recepción de denuncias, de 
origen interno o externo.

•	 Producir informes y realizar encuestas periódicas de sa-
tisfacción a los usuarios de los servicios de la oidoría, 
de conformidad con la Ley 13.460/17, para evaluar el 
servicio, la protección de datos personales y el manejo de 
las comunicaciones.

Indicadores:
•	 Plan Anual de Entrenamiento: aprobado, con los  

criterios definidos.
•	 Certif icación periódica de participación: para todos los  

funcionarios en los eventos de calificación semestrales.
•	 Sistema de anonimización: implementado.
•	 Plan Anual de Comunicación: aprobado, con los  

criterios definidos.
•	 Certif icación periódica de ejecución del plan: noticias, co-

rreos, eventos, imágenes y videos; lista de participantes 
firmada, etc.

•	 Norma General de la Oidoría: revisada y actualizada, con 
los criterios definidos.

•	 Informe bimensual de la Oidoría: publicado.
•	 Informe bimensual detallado del Diagnóstico y trámites  

específ icos: presentado a la alta administración.
•	 Responsable por la ejecución: Coordinador de la Oidoría.

Proceso 2: tramitación de la denuncias y procesos de 
investigación.
Riesgo 2: denuncia con datos concretos, no investigada por pro-
blemas vinculantes con la Oidoría.

Medidas de tratamiento: 
•	 Procesos: revisión de los flujos internos de investigación y 

trámite de denuncias, estableciendo un flujo formal para 
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cada tipo de denuncia, y de acuerdo con el nivel jerárquico 
del funcionario denunciado.

•	 Estructuras e instrumentos: regulación de los criterios ob-
jetivos y de las herramientas para la investigación preli-
minar de denuncias y la declaración de impedimentos, 
etc., que mitiguen los varios tipos de posibles conflictos 
de intereses.

•	 Acciones planificadas: revisar la norma que regula interna-
mente la oidoría, incluyendo los flujos oficiales de denun-
cias, los criterios de recibimiento y trámite, los diversos 
tipos de conflicto de interés posibles y sus formas de tra-
tamiento en el órgano.

Indicador: 
•	 Norma de la oidoría: revisada y actualizada, con los crite-

rios definidos.
•	 Responsable por la ejecución: Coordinador de la oidoría.

2. Estructura (área / sector): áreas de investigación interna
Proceso 3: asuntos internos, investigación disciplinaria  
sobre funcionarios.

Riesgo 3: denuncia con datos concretos, no investigada por pro-
blemas en los sectores de investigación.

Medidas de tratamiento: 
•	 Instrumentos: formalizar un Plan de Entrenamiento obli-

gatorio y periódico, con una carga de trabajo mínima anual, 
su certificación, etc., para la capacitación del jefe y todos 
los empleados del sector de Asuntos Internos disciplinario.

•	 Acciones planificadas: establecer y desarrollar el Plan Anual 
de Entrenamiento, así como la regla de que el jefe, los 2 
funcionarios y el becario del sector de Asuntos Internos 
participen en al menos un curso de cualificación profesio-
nal semestralmente, con una duración de 40 horas.

Indicadores: 
•	 Plan Anual de Entrenamiento: aprobado, con  

los criterios definidos.
•	 Certif icación periódica de participación: para todos los fun-

cionarios en los eventos de cualificación semestrales.
•	 Responsable por la ejecución: Jefe del Sector de Asuntos In-

ternos Disciplinarios.

Proceso 4: control interno y auditoría
Riesgo 4: auditoría interna ejecutada por profesional con cono-
cimientos desactualizados o insuficientes para el cumplimento de 
la función.

Medidas de tratamiento: 
•	 Instrumentos: formalización de un Plan de Entrenamien-

to obligatorio y periódico, con una carga de trabajo mí-
nima anual, su certificación, etc., dirigido al jefe y a todos 
los empleados del sector de Control Interno y Auditoría.

•	 Acciones planif icadas: establecer y desarrollar el Plan 
Anual de Entrenamiento. Instaurar la regla de que el 
jefe, los 2 funcionarios y el becario del Sector de Control 
Interno y Auditoría participen en al menos un curso de 
cualificación profesional semestralmente, con una dura-
ción de 40 horas.

Indicadores:
•	 Plan Anual de Entrenamiento: aprobado, con los  

criterios definidos.
•	 Certif icación periódica de participación: para todos los fun-

cionarios en los eventos de cualificación semestrales.
•	 Responsable por la ejecución: Jefe del Control Interno  

y Auditoría.
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Riesgo 5: auditoría interna ejecutada en disconformidad con los 
estándares técnicos exigidos.

Medidas de Tratamiento:
•	 Instrumentos y Procesos: 1) Nombramiento de un servi-

dor más para el sector de Control Interno y Auditoría, 
incluyéndolo como jefe adjunto para cubrir las ausencias 
del jefe, y entrenarlo en los temas y normas de auditoría 
interna. 2) Revisión de los flujos internos de supervisión 
de las auditorías internas, estableciendo uno o dos niveles 
más de revisión y aprobación.

•	 Acciones planificadas: 1) Nombrar un servidor más para 
actuar exclusivamente en el sector, nombrándolo tam-
bién como responsable adjunto del área. Incluir al nue-
vo servidor en el programa de capacitación del sector. 2) 
Revisar la norma que regula internamente la auditoría,  
incluyendo los flujos internos de supervisión de las au-
ditorías internas, estableciendo uno o dos niveles más de 
revisión y aprobación.

Indicadores: 
•	 Servidor nombrado: actuando en el sector. 
•	 Norma General de la Auditoría Interna: revisada y actuali-

zada, con los criterios definidos.
•	 Responsable por la ejecución: Jefe del Control Interno  

y Auditoría.

Riesgo 6: actuación de la Auditoría Interna en la evaluación de 
performance o compliance de un área, proceso o acto administrati-
vo, de cuya ejecución la auditoría ha hecho parte.

Medidas de tratamiento: 	
•	 Instrumentos y procesos: formalización de una regulación 

interna y un Manual Técnico de Auditoría para el sector, 
incluyendo flujos de análisis de conflicto y declaración de 

impedimentos y prohibiciones, dirigida al responsable de 
control interno, de realizar labores de auditoría en un área, 
proceso o acto administrativo en que haya participado.

•	 Acciones planificadas: revisar la norma que regula inter-
namente la auditoría, incluyendo los flujos de análisis de 
conflicto y la declaración de impedimentos y prohibicio-
nes, dirigida al responsable de control interno, de realizar 
labores de auditoría en un área, proceso o acto administra-
tivo en que haya participado.

Indicador:
•	 Norma General de la Auditoría Interna: revisada y actuali-

zada, con los criterios definidos.
•	 Responsable por la ejecución: Jefe del Control Interno  

y Auditoría.

3. Estructura (área / sector): área de contrataciones
Proceso 5: procedimientos públicos de contratación de  
bienes y servicios.

Riesgo 5: no identificación, en tiempo hábil, de la ocurrencia de 
irregularidades en el proceso de contratación y/o en la ejecución 
contractual, por error, negligencia, imprudencia o impericia, o por 
fraude de las empresas contratadas.

Medidas de tratamiento
•	 Instrumentos y Procesos: 1) Revisar periódicamente los 

marcos normativos y mapear los procesos de administra-
ción interna y control. 2) Crear manuales y estandarizar 
procedimientos, crear mecanismos de revisión documen-
taria y red flags. 3) Reglamentar la consulta obligatoria del 
CEIS, cruzar datos, segregar funciones, verificar la ido-
neidad de la empresa antes de contratar, así como antes de 
cada pago. 4) Incluir en las contrataciones una «cláusula 
anticorrupción» que establezca la obligatoriedad del cum-
plimiento de normas éticas y la prohibición de prácticas 
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de fraude y corrupción, incluyendo la previsión de apli-
cación de sanciones y/o de rescisión contractual en caso  
de incumplimiento. 5) Solicitar a las empresas y emplea-
dos tercerizados declaraciones de entrenamiento y cono-
cimiento de la existencia del Código de Ética y Conducta.

•	 Acciones planificadas: 1) Implementar una revisión perió-
dica de los marcos normativos, procesos y procedimien-
tos. 2) Edición del manual sobre los procedimientos para 
revisar y controlar los documentos de los contratos y la 
segregación de funciones. 3) Estandarización de la con-
sulta obligatoria del CEIS antes de contratar y antes de 
cada pago. 4) Capacitación de los servidores que trabajan 
en el proceso de controles internos de las contrataciones y 
pagos, sobre el uso de sistemas de cruce de datos. 5) Re-
glamentar la obligación y reformular los borradores de los 
contratos, introduciendo la «cláusula anticorrupción» y la 
exigencia de declaraciones y entrenamientos a los terceri-
zados y becarios.

Responsable por la ejecución: Jefe del Sector de Contrataciones.

Proceso 6: contratación de tercerizados y becas
Riesgo 6: contratación de becarios o tercerizados que tengan gra-
do de parentesco con la autoridad contratante, o mediante cam-
bio de favores con otras autoridades (nepotismo cruzado).

Medidas de tratamiento
•	 Instrumentos y procesos: formalizar una regulación interna 

sobre los criterios de elección y nombramiento de beca-
rios y empleados tercerizados, incluyendo los flujos de 
análisis de conflicto y la declaración de impedimento y 
prohibición expresa al responsable por la contratación y 
a los funcionarios del sector donde el becario o empleado 
va a actuar.

•	 Acciones planificadas: 1) Creación de un reglamento in-
terno sobre la designación de becarios y tercerizados, 
que incluya, entre otros elementos: a) la difusión amplia 
y obligatoria de la convocatoria para realizar procesos de 
contratación; b) una definición de criterios objetivos y 
transparentes para la contratación de dicho personal; c) 
un análisis obligatorio, previo al nombramiento, así como 
criterios objetivos de cualificación y experiencia profesio-
nal, según cada puesto.

Responsable por la ejecución: Jefe del Sector de Contrataciones.

V.	 Plan de evaluación

El monitoreo es el seguimiento continuo y el control sistemático 
de la implementación del plan para verificar si las acciones pla-
nificadas se llevaron a cabo efectivamente, para reducir la pro-
babilidad de los riesgos de integridad priorizados que pueden 
afectar los objetivos de la organización. Además, el monitoreo 
permite la evaluación de los cambios institucionales buscados, 
facilitando la revisión, en caso de fallas detectadas, y la actuali-
zación del Programa, que debe ser periódico, adaptable, para su 
ampliación sistemática.

Contenido del Plan de Monitoreo y Evaluación del PGRI
El Asesor de la Presidencia ha de ser el responsable por la su-
pervisión y el reporte de los resultados del Programa de Gestión 
de Riesgos de Integridad a la alta administración. Este PGRI se 
supone que se realice semestralmente, de acuerdo con la calidad 
de los indicadores establecidos, determinando y declarando el es-
tado de las acciones planificadas (no iniciada, en día, retrasada, 
concluida, etc.). Se puede acompañar la intervención, en el con-
texto institucional, para evaluar, a medio y largo plazo, el éxito 
de la introducción de los instrumentos, procesos y estructuras de 
gestión de riesgos de integridad propuestos. Así se contribuye con 
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la consolidación del sistema de integridad de la organización, en 
especial sobre sus actividades promedio, con énfasis en el mejor 
funcionamiento de los sectores administrativos de recibimiento 
de quejas y denuncias, de investigación interna, de contratación 
de bienes y servicios y de elección de los becarios y del personal 
tercerizado, que son las dimensiones de acción presentadas en 
este trabajo. 
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Propuesta de consolidación del sistema de integridad para 
contrataciones públicas 

Sigri Laura Paniagua y Pricis De la Cruz  
Dirección General de Contrataciones Públicas.  

República Dominicana

La integridad debe ser transversal a cada acción o servicio 
ofrecido por una institución y sus colaboradores. Para lo-
grar que así sea, se hace menester la creación y consoli-

dación de un sistema de integridad institucional que contemple 
instrumentos que sirvan de prevención, control y detección de 
prácticas corruptas o antiéticas. Partiendo de ello, en el presente 
documento se esboza una propuesta de consolidación del Sistema 
de Integridad de la Dirección General de Contrataciones Públi-
cas (DGCP). 

Como parte del proceso de diseño, se realizó un análisis 
del contexto institucional, en el que hemos identificado que la 
DGCP es una entidad del Gobierno Central que funge como 
el Órgano Rector del Sistema Nacional de Compras y Contra-
taciones Públicas (Snccp), de la República Dominicana. Como 
entidad del Gobierno Central, debe asumir las directrices sobre 
ética e integridad establecidas por la Dirección General de Ética 
e Integridad Gubernamental (Digeig). 

Con base en el análisis de contexto, se identificaron todas las 
debilidades y oportunidades. Partiendo de los elementos propios 
de un sistema de integridad y de los resultados del FODA, la pro-
puesta de intervención para crear un sistema de integridad en la 
Dirección General de Contrataciones Públicas, con miras a pre-
venir la corrupción e instaurar un comportamiento ético en cada 
uno de sus colaboradores, aborda los avances que tiene la DGCP 
actualmente y los desafíos que debe enfrentar para instaurar un 
sistema eficiente. 



Ética y buen gobierno en tiempos de pandemiaa162 Ética y buen gobierno en tiempos de pandemiaa 163

Otros de los objetivos de esta intervención es contribuir a la 
buena reputación de la entidad y fomentar el compromiso ético 
de la institución y los servidores públicos que la conforman.

De manera adicional, considera dos pilares esenciales y de 
carácter transversal para el funcionamiento del sistema, con el 
liderazgo de la alta dirección y el buen gobierno y ejercicio de 
la transparencia. Además, la propuesta presenta los aspectos ope-
rativos, objetivos generales y específicos para prevenir, detectar y 
actuar, y las estrategias e instrumentos para conseguirlo. 

Por otro lado, las actuaciones que se pongan en marcha han de 
articularse en un plan de acción con fases, actividades, recursos, 
tiempos y responsables. Finalmente, se propone un sistema de 
seguimiento y evaluación del modelo y la aplicación del ciclo de 
mejora continua.

Fase I.  Definición de integridad de la Dirección General de 
Contrataciones Públicas
En su Plan Estratégico Institucional, la DGCP define su visión, 
misión y valores, en los cuales manifiesta que procurará garantizar 
la transparencia en el sistema, y que esperan ser una institución 
referente a nivel nacional e internacional por la calidad de los 
servicios que ofrece y el desempeño transparente. Para lo cual se 
compromete a guiarse bajo los estándares (valores) de transparen-
cia, integridad, responsabilidad y valoración del servicio. El fun-
damento principal de esta estrategia es el bien hacer, con base en 
el mantenimiento y resguardo del más alto nivel ético en el com-
portamiento y demás actividades desarrolladas en la institución.

De lo anterior, si bien es cierto que es muy importante tener 
claro el norte de la organización, no menos cierto es que, si no se 
cuenta con la voluntad y el liderazgo de las máximas autoridades, 
esto solo se quedará en una intención, un enunciado que no cau-
sará un impacto real. Por lo cual, en este primer punto, además de 
abordar la definición de integridad, se comprobará el compromi-
so ético de los directivos.

Fase II. Guiar hacia la integridad
Los instrumentos de integridad son las herramientas o soportes 
que permiten guiar a los colaboradores en materia de principios y 
valores éticos. Actualmente, la DGCP cuenta con los siguientes: 

•	 Código de Ética Institucional.
•	 Código de Pautas Éticas del Sistema Nacional de Com-

pras y Contrataciones Públicas (Snccp).
•	 Buzón de denuncias interno (no utilizado).
•	 Régimen disciplinario.

No obstante, estos instrumentos necesitan ser fortalecidos y 
promovidos entre los colaboradores para lograr el dominio so-
bre tales instrumentos. Además de que en la operatividad no son 
eficientes. Los elementos abordados en esta fase son los asesora-
mientos en ética, programas diseñados de comunicación y profe-
sionalización en ética e integridad.

Fase III. Implementación de estrategias de transparencia y 
anticorrupción  (Control del sistema de integridad)
Las estrategias de control del sistema de integridad son un ele-
mento muy importante debido a que tratan sobre el conjunto de 
medidas o actuaciones encaminadas al cumplimiento de los ob-
jetivos de prevenir, detectar y responder ante casos de posibles 
conductas corruptas.

La carencia de estas estrategias o la ineficiencia de estos ins-
trumentos existentes de control interno, fue una de las primeras 
observaciones puntualizadas en la etapa diagnóstica del contexto 
institucional. En este sentido, se propone un abordaje de control 
más integral y exhaustivo. Dentro de los elementos que se identi-
ficaron en este punto están: 

•	 Mapa de riesgo de corrupción. 
•	 Canales de denuncia. 
•	 Política de protección al denunciante. 
•	 Sistema de control interno. 
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•	 Gobierno abierto.
•	 Conflicto de intereses.

Fase IV. Sancionar e imponer
La DGCP expone actualmente en su Código de Ética Institucio-
nal un apartado sobre el régimen ético y disciplinario. En este se 
presentan las faltas y sanciones contempladas en la Ley N° 41-08 
de Función Pública. Esta misma información está establecida en 
el documento sobre el procedimiento del Régimen Disciplinario 
de la institución.

No obstante, estos datos e instrumentos requieren de una pro-
moción más activa entre los colaboradores y la elaboración de 
informes que evidencien la aplicación del régimen de consecuen-
cias. De igual manera, como se indicó anteriormente, es necesario 
que se incluya un apartado acerca de una política de denuncias 
que guie en el procedimiento para su investigación, y las sancio-
nes que amerite, en caso de que se verifique la veracidad del hecho 
o que sean denuncias falsas.

También se considera necesario reformar el procedimiento del 
Régimen Disciplinario, de modo que se contemple la creación 
de una unidad o comité responsable de recibir y analizar las fal-
tas, y evaluar, imponer y dar seguimiento a las respectivas san-
ciones. Actualmente, según se pudo entender, la responsabilidad 
recae especialmente sobre el departamento de recurso humanos. 
Se recomienda que el equipo responsable esté conformado por 
la Dirección General, una representación del Comité de Ética 
y la persona a cargo de Recursos Humanos. Se debe ponderar 
la disponibilidad de suplentes en caso de que la denuncia o falta 
involucre a alguna de las personas pertenecientes al comité o uni-
dad de sanciones.

Fase V. Evaluación y plan de mejora
El despliegue de un sistema de integridad en la administración 
pública debe estar acompañado de un sistema de seguimiento, 
medición y evaluación.

Entre las acciones de este sistema de seguimiento se contem-
plan las siguientes: 

•	 Evaluación periódica de los riesgos identificados, así como 
de otros emergentes.

•	 Establecimiento de indicadores de impacto (KPI) del pro-
ceso, donde se comprueben los resultados de la intervención.

•	 Análisis de los informes y denuncias respondidas. 

Este sistema deberá contar con un cronograma de trabajo 
que permita dimensionar en el tiempo las mejoras del sistema de 
integridad. Como sistema de evaluación, se recomienda el ciclo 
PHVA (planificar-hacer-verif icar-actuar).

Por último, se plasma una propuesta de plan de acción con la 
finalidad de poder trazar una ruta de acción, en la que se esta-
blecen las oportunidades de mejoras, recomendaciones, acciones 
y responsables. 

Sistema de integridad (propuesta de diseño) 
Contexto organizacional
La integridad debe ser transversal a cada acción o servicio ofre-
cido por una institución y sus colaboradores. Para lograr que así 
sea, se hace menester la creación y consolidación de un sistema de 
integridad institucional que contemple instrumentos que sirvan 
de prevención, control y detección de prácticas corruptas o antié-
ticas. Partiendo de ello, en el presente documento se esboza una 
propuesta de consolidación del sistema de integridad de la Di-
rección General de Contrataciones Públicas (DGCP). Derivado 
de un diagnóstico del contexto organizacional de la DGCP, en el 
que se pudieron verificar debilidades en el sistema y la ausencia 
de instrumentos esenciales para lograr su correcta implementa-
ción, se propone el diseño de un sistema de integridad con miras 
a prevenir la corrupción e instaurar un comportamiento ético en 
cada uno de sus colaboradores.



Ética y buen gobierno en tiempos de pandemiaa166 Ética y buen gobierno en tiempos de pandemiaa 167

La DGCP es una entidad del Gobierno Central que funge 
como el Órgano Rector del Sistema Nacional de Compras y 
Contrataciones Públicas (Snccp) de la República Dominicana. 
Como entidad del Gobierno Central, debe asumir las directrices 
sobre ética e integridad establecidas por la Dirección General de 
Ética e Integridad Gubernamental (Digeig), tal como lo dijimos 
al principio de este trabajo. 

Con la puesta en marcha de esta propuesta, se busca lograr 
cambios positivos en la organización, tanto al crear y reforzar una 
cultura interna de integridad, como al establecer mecanismos 
para prevenir conductas corruptas. 

Fase I: La integridad en la Dirección General de 
Contrataciones Públicas

Compromiso y Liderazgo 
Las máximas autoridades de la Dirección han evidenciado un 
alto compromiso ético y una fuerte intención de garantizar que 
el sistema de compras sea transparente, así como también la or-
ganización que dirigen. Como evidencia de esto, se encuentra la 
publicación del Código de Pautas Éticas para todos los actores 
del Snccp, el establecimiento de un canal de comunicación inter-
na que permita a todos los empleados estar informados sobre las 
acciones de la institución, y la creación de un sistema de alertas 
tempranas para prevenir los actos de corrupción en los procesos 
de adquisiciones de las entidades, bajo el ámbito de aplicación de 
la Ley 340-06 sobre Compras y Contrataciones Públicas.

Asimismo, han iniciado acciones tendentes a estructurar los 
procesos. En principio, los de servicios, que son altamente suscep-
tibles a la corrupción, lo cual ha mejorado significativamente la 
reputación institucional y la confianza de la ciudadanía. 

Para continuar fortaleciendo este aspecto del sistema de in-
tegridad, se han detectado varias oportunidades de mejora que 
involucran a las máximas autoridades y demás responsables del 
cumplimiento de los principios de integridad.

Encuesta de Clima Ético 
Se verificó que en la Dirección General de Contrataciones Pú-
blicas no se han realizado encuestas de clima ético que permitan 
consolidar el sistema de integridad y, sobre todo, conocer de ma-
nera eficiente las necesidades de los colaboradores en este sentido.

Se puede entender como clima ético el ambiente laboral que 
se desarrolla en una organización en la cual se perciben de forma 
comprobable condiciones favorables para que sus miembros, cola-
boradores internos y externos, puedan tomar decisiones correctas, 
éticas y compatibles con la misión organizacional. En este sentido, 
se recomienda la elaboración de dos encuestas éticas al año. 

Comisión de Ética Pública (CEP)
Responsabilidades y funciones 
«Uno de los aspectos fundamentales para implementar un siste-
ma o estrategia de fomento de la integridad y prevención de la 
corrupción es la definición clara, explicita y pública de las fun-
ciones y responsabilidades de los diferentes estamentos de la es-
tructura organizacional que en algún momento intervienen en el 
sistema» (Getino y Herrero, 2016: 8). 

En este sentido, se ha identificado que la DGCP, en cumpli-
miento con lo establecido en el Gobierno Central, cuenta con un 
Comité de Ética Institucional para fomentar el correcto proceder 
de los servidores públicos de la institución a la que pertenezcan, 
promoviendo su apego a la ética, a los procedimientos y normati-
vas vigentes, así como a impulsar medidas orientadas a fortalecer 
la transparencia y la rendición de cuentas oportuna a la ciuda-
danía. De conformidad con la normativa que las crea, esta actúa 
como veedora del correcto funcionamiento de la administración 
pública. En especial, de la institución a la que pertenece, la cual 
debe conducirse apegada a principios y a valores éticos para ga-
rantizar la transparencia y el bien hacer.

El Comité de Ética o Comisión de Ética Pública está confor-
mado por colaboradores de la misma entidad, los cuales son selec-
cionados a través de un proceso de votación interna. La máxima 
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autoridad debe mostrar su apoyo y garantizar el correcto funcio-
namiento. Los integrantes de la Comisión son: 

•	 Código de Ética Institucional.
•	 Código de Pautas Éticas del Sistema Nacional de Com-

pras y Contrataciones Públicas (Snccp).
•	 Buzón de denuncias interno (No utilizado).
•	 Régimen Disciplinario.

Dentro de las atribuciones de esta comisión se encuentran: 
•	 Servir de ente promotor de la vigencia y fortalecimiento 

de la ética, la integridad y la transparencia, a través de ac-
ciones formativas.

•	 Dar seguimiento al cumplimiento de los lineamientos 
contenidos en el Código de Ética Institucional, así como 
su diseño, administración, actualización, y su aplicación en 
todas las áreas de la institución. 

•	 Empoderar a la Digeig (en caso de ser necesario) de las 
denuncias recibidas de los servidores públicos de su insti-
tución, o del rumor público sobre supuestas violaciones al 
régimen ético y disciplinario.

•	 Desarrollar acciones y promover el cumplimento  
de los fines públicos o la misión a la que está destinada  
la institución.

•	 Requerir la firma de los Códigos de Pautas Éticas a los 
funcionarios nombrados por decreto presidencial; pro-
mover y evaluar semestralmente su cumplimiento, pre-
sentando oportunamente los informes de evaluación a 
la Digeig. 

•	 Administrar los buzones de denuncias, regular su apertu-
ra, manejo y seguimiento a las denuncias presentadas.

Luego de una evaluación de las funciones de esta comisión, 
para consolidar el sistema de integridad de la DGCP, se reco-
mienda que esta asuma un rol más activo, más allá de las funciones 

o normas básicas estipuladas por el Gobierno Central o la Digeig. 
Este rol que se propone es uno que permita instaurar un sistema 
diseñado a la medida de la institución. Esto conlleva lo siguiente:

•	 Administrar los instrumentos de integridad, tales como el 
Código de Ética y Política o el Compromiso de Integri-
dad Institucional. 

•	 Asegurar su compromiso y liderazgo entre los colabora-
dores para la solución de conflictos o dudas sobre la ética.

•	 Autoridad y recursos para coordinar y dirigir todas las ac-
tuaciones anticorrupción.

•	 Coordinar las acciones que velen por la calidad y el  
cumplimiento de los procesos y sistemas de control de  
la institución.

•	 Velar por el mantenimiento de estándares propios de las 
políticas de transparencia y gobierno abierto.

•	 Coordinar y desarrollar programas de sensibilización so-
bre ética e integridad.

•	 Diseñar y desarrollar campañas de prevención, orien-
tadas en valores éticos y prácticas anticorrupción, entre  
otros temas.

Fase II. Guiar hacia la integridad
Los instrumentos de integridad son las herramientas o soportes 
que permiten guiar a los colaboradores en materia de principios 
y valores éticos. Como ya dijimos, actualmente la DGCP cuen-
ta con un Código de Ética Institucional, el Código de Pautas 
Éticas del Sistema Nacional de Compras y Contrataciones Pú-
blicas (Snccp),  un buzón de denuncias interno (no utilizado) y 
el Régimen Disciplinario. Estos instrumentos necesitan un for-
talecimiento y ser promovidos entre los colaboradores para lograr 
el dominio sobre los mismos. En este plan de intervención, se 
apuesta a la generación de nuevos instrumentos, tales como:

•	 Política institucional de sistema de integridad.
•	 Política de gobierno abierto.
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•	 Política de gestión de denuncias. 
•	 Política de protección del denunciante.
•	 Procedimiento para el asesoramiento en ética que permi-

ta ir actualizando el código, de conformidad a la realidad 
institucional, de manera participativa.

•	 Planes de formación, sensibilización y comunicación 
sobre ética.

•	 Manual de gestión de conflictos de intereses.

Asesoramiento en ética
De acuerdo con Manuel Villoria, es necesario que, como parte 
del sistema de integridad de una institución y como mecanismo 
de consolidación del código ético, se establezca un buen sistema 
de apoyo y consejo personalizado compuesto por personas con 
las competencias para brindar consejos sólidos y coherentes a los 
colaboradores que acudan a consultarlas para resolver cualquier 
situación o dilema ético.

En ese sentido, se verificó que actualmente la DGCP carece 
de un comité o unidad consultiva, dentro del Comité de Ética 
Institucional, formalmente instalado y promovido, en el que cada 
directivo o empleado pueda realizar sus preguntas garantizando 
la confidencialidad de la consulta. 

«Estas preguntas deben dar lugar a resoluciones que auxilien 
al demandante de ayuda y, cuando tengan un mínimo de relevan-
cia, deberán ser publicadas e incorporadas al Código como aden-
das interpretativas que auxiliarán en la lectura e interpretación de 
las normas» (Villoria, S/F: 10).

Partiendo de esto, se propone designar a un equipo dentro 
del comité de ética, encargado de cumplir con la función esti-
pulada en el Código de Ética de la DGCP, que reza «asesorar a 
todo aquel que pertenezca a la institución, para el cumplimiento 
de las políticas de prevención de la corrupción administrativa, la 
transparencia, la promoción de valores éticos y el fortalecimiento 
institucional». Esta unidad tendrá la responsabilidad de servir de 

apoyo y guía ante dilemas éticos y conflictos de intereses u otras 
situaciones que puedan perjudicar la integridad de la entidad. 

Para lograr su efectivo cumplimiento, deberá estar acompaña-
do de una exhaustiva y frecuente promoción de su disponibilidad, 
canales y metodología de consultas. A su vez, el personal desig-
nado deberá remitir un informe trimestral de las inquietudes pre-
sentadas por los colaboradores, las recomendaciones dadas y los 
posibles impactos generados por las mismas. 

Tomando en cuenta que no todas las personas deciden dar 
el paso de realizar una consulta, por miedo a las consecuencias 
derivadas de la situación en la que se encuentre, será fundamental 
que se comuniquen, reservando los nombres, las preguntas más 
frecuentes y respuestas que puedan orientar sobre las acciones a 
implementar ante esos escenarios. 

Este documento puede ser colocado en el intranet y servir de 
insumo para el código de ética y ejecución de otras estrategias o 
acciones de comunicación interna. 

Con ello se espera que los colaboradores no se sientan desam-
parados y se genere una cultura de integridad y motivación de que 
la institución tiene las puertas abiertas para ayudar sin juzgar, lo 
cual servirá de mecanismo de prevención y de alerta, y para forta-
lecer las políticas de ética y control interno ya elaboradas.

Programas o plan de formación en ética
Dentro de un sistema de integridad institucional es fundamental 
que se contemplen planes o programas de formación de los cola-
boradores en materia de ética pública. En este aspecto, la DGCP 
ha tenido limitados avances. En el diagnóstico se verificó la reali-
zación esporádica de talleres y cursos, los cuales se realizan única-
mente en cumplimiento a una exigencia legal y no respondiendo 
a la intención de generar una cultura de integridad. 

De igual manera, se pudo constatar que no existe un procedi-
miento documentado sobre la capacitación del personal en estos 
temas. Es en ese sentido que en este plan de intervención se pro-
pone lo siguiente:
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•	 El Comité de Ética, junto a Recursos Humanos, debe ela-
borar un plan de formación anual sobre ética e integridad.

•	 Identificar e integrar necesidades específicas de entrena-
miento por áreas en temas de integridad.

•	 Comunicación efectiva de las convocatorias y  
acciones formativas.

•	 Creación de una biblioteca para uso de los colaboradores, 
con libros, informes u otros documentos relacionados a la 
ética y otros temas de importancia vinculados al accionar 
y servicios que ofrece la institución.

•	 Retiros formativos de dos o tres días que sirvan de orien-
tación y fomento de una cultura de ética y, a su vez, de me-
canismo de cercanía entre los directivos y colaboradores, 
promoviendo la construcción colectiva de mensajes sobre 
integridad o respuestas a dilemas éticos.

Plan de comunicación y sensibilización  
sobre ética e integridad
Para generar una cultura moral y la promoción de los valores 
éticos que deben guiar el accionar de los servidores públicos, es 
fundamental que como institución se implemente un estratégico 
plan de comunicación que permita sensibilizar sobre la integridad 
y lograr que los colaboradores la asuman como su norte. De igual 
manera, que sirva de promoción de los instrumentos y canales 
que la institución pone a disposición para promover la ética. 

De acuerdo con la Oficina de la Transparencia y la Participa-
ción Ciudadana de la Región de Murcia, en España, «una polí-
tica de integridad eficaz ha de promover el desarrollo de cuantas 
medidas de difusión y formación sean necesarias para transmitir 
y enseñar los valores, principios y normas que conforman el Sis-
tema de Integridad Institucional». A este planteamiento añade 
que los códigos de conducta se deben acompañar de estrategias y 
acciones de comunicación y educación, puesto que de nada sirve 
contar con herramientas, documentos o mecanismos de promo-
ción de la ética, si los destinatarios o públicos al que van dirigidos 

no los conocen ni lo interiorizan, elemento prioritario para pre-
venir conductas no éticas o irregulares. 

El plan de comunicación debería incluir las acciones a realizar, 
el responsable de su realización, el público a los que se dirige 
(sic), la fecha en la que se llevará a cabo y los recursos que 
se necesitarán. Esta comunicación sería tanto interna como 
externa. Desde el punto de vista interno, habría que asegurar 
que todos los niveles de la organización conocen las estrate-
gias y que la necesidad de participación y colaboración es cla-
ramente entendida y asumida…También se deberían adoptar 
acciones de comunicación externa, dirigidas a todas las partes 
interesadas, que en el ámbito de la administración pública 
puede ser muy amplio (Getino y Herrero, 2016: 14).

En ese sentido, luego de una evaluación del sistema de comuni-
cación interno de la DGCP, se verificó que el código de ética, los 
canales de denuncias y otros temas vinculados a la integridad, no 
son promovidos entre los colaboradores y las colaboradoras de 
manera eficiente y frecuente. Las acciones vistas en los últimos 
meses han sido del tipo de colocar el valor de mes, abordar te-
mas éticos en encuentros virtuales, y de vez en cuando enviar por 
correo electrónico algún artículo de opinión vinculado a la ética. 

Con el fin de fortalecer la apropiación del conocimiento de 
todos los instrumentos disponibles por parte del personal, así 
como la filosofía institucional y los valores éticos, se propone con-
templar en el plan de comunicación las siguientes acciones:

•	 Realizar campañas de comunicación interna, al menos 
una vez al año, que aborden los siguientes temas: filosofía 
institucional, conociendo el código de ética de la institu-
ción, principios y valores que debe regir el accionar de los 
colaboradores, dilemas éticos o conflictos de intereses y 
cómo resolverlos, entre otros. Las acciones contempladas 
en cada campaña deben tomar en cuenta el incentivo a la 
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construcción colectiva o el involucramiento del personal. 
Esto se puede lograr con concursos, publicación de artí-
culos, presentación de experiencias, eventos presenciales 
para dialogar o debatir, etc. 

•	 No solo comunicar el valor del mes, sino también mo-
tivar al personal a realizar alguna acción con o sobre el 
mismo. Divulgar uno o dos audiovisuales cuyo centenido 
demuestre la importancia de ese valor o cómo apegarse 
a él puede solventar una situación, tanto en el ámbito  
laboral como personal.

•	 Colocar letreros en cada departamento con frases relacio-
nadas a la ética o la integridad, pensada y adecuada a los 
posibles riesgos en cada una de las áreas.

•	 Promover con adecuada frecuencia los canales de denun-
cias y de asesoramiento en ética y la consulta de los có-
digos de conducta (correo, intranet, mural informativo, 
afiches en lugares estratégicos, etc.).

•	 Para hacerlo más humano y atractivo, pensar en un perso-
naje que sea el que represente y comunique la integridad. 
De esta manera, los colaboradores en cada mensaje que se 
promueva se sentirán familiarizados.

•	 Elaborar y enviar una encuesta que sirva de autoevalua-
ción para conocer debilidades de integridad, cuyos resul-
tados serán de uso propio del servidor, identificando la 
manera de obtener una métrica para el comité de ética que 
garantice la confidencialidad. Puede contemplar situacio-
nes donde haya conflicto de interés y que el servidor diga 
qué haría en tal situación. Al final, poner a disposición del 
colaborador un taller o presentación dedicado a cada valor 
o tema abordado, para que, dependiendo del resultado, el 
servidor, por voluntad propia, decida hacerlo.

•	 Elaborar y divulgar historietas por los canales internos 
que traten situaciones de conflictos de intereses u otros 
riesgos a la integridad, y que den como respuesta la mejor 
manera de afrontarlo. En ese mismo mensaje, invitar a los 

servidores a que cuenten alguna experiencia para ser per-
sonificada por un personaje ficticio.

•	 Fomentar el uso de charlas, talleres, cineforos, seminarios, 
entre otras actividades, para sensibilizar a los servidores 
públicos sobre temas relacionados a la ética en la función 
pública y prácticas anticorrupción.

Ahora bien, el plan de comunicación de la Dirección Gene-
ral de Contrataciones Públicas no solo debe pensar en el público 
interno, sino que también debe contemplar a los actores externos 
que pudieran influir o afectar el sistema de integridad de la ins-
titución. Esto se puede lograr por medio de mensajes que reafir-
men el compromiso de la entidad con la ética, difundidos a través 
de los medios de comunicación con notas o ruedas de prensa, 
y en los medios digitales con campañas audiovisuales y gráficas. 
Un ejemplo de campaña en redes sociales puede ser con los co-
laboradores con los que suele tener contacto la sociedad, presen-
tando mensajes que recuerden que no están dispuestos a acep-
tar sobornos o incurrir en actos incompatibles con sus funciones  
y responsabilidades. 

Además, los canales digitales que consumen los actores exter-
nos y los medios de comunicación son esenciales para promover el 
régimen de consecuencias en caso de incurrir en violaciones a las 
normativas que regulan la administración pública, especialmen-
te en lo relacionado a las contrataciones gubernamentales. Esto 
servirá de persuasión para evitar que usuarios externos intenten 
sobornar o confabularse con los servidores y las servidoras para 
obtener información confidencial o ventajas en alguna solicitud. 

Por otro lado, estos canales pueden ser utilizados para pro-
mover los mecanismos o medios para presentar denuncias o que-
jas de algún servicio recibido. De igual manera, se pueden enviar 
newsletters a las unidades de compras y proveedores del Estado 
con mensajes sobre integridad y su importancia, mensajes sensi-
bilizadores sobre el impacto de la corrupción en el desarrollo y los 
derechos humanos, recordatorios del régimen de sanciones, lista 
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de acciones que faltan a la integridad del Sistema Nacional de 
Compras y Contrataciones Públicas (Snccp), fragmentos del Có-
digo de Ética del Snccp, entre otros. También se pueden realizar 
webinarios o charlas físicas sobre la importancia de la integridad 
y la lucha contra la corrupción en el Snccp.

Otras acciones vinculadas a Recursos Humanos  
y a la Dirección General
A la hora de consolidar un sistema de integridad que sea recibi-
do y aceptado como propio por todos y todas las colaboradoras, 
el Departamento de Recursos Humanos y la Dirección General 
juegan un papel sumamente importante. Esto ha sido bien enten-
dido y aplicado en los últimos meses en la Dirección General de 
Contrataciones Públicas, por lo que se incentiva a continuar estas 
buenas prácticas y pensar en otras que vayan acorde al objetivo:

•	 Continuar las iniciativas de reconocimiento del personal y 
comunicación de los logros de la institución, resaltando la 
importancia del trabajo de equipo. También es importante 
contar con valiosos colaboradores en el proceso.

•	 Diseñar políticas o disponer de facilidades para los co-
laboradores, vinculadas a su profesionalización, apoyo 
económico, equilibrio entre la vida laboral y familiar,  
entre otros.

•	 Fomentar las oportunidades de crecimiento dentro de la 
institución, tanto a nivel de cargo como de salario. 

•	 Promover la cercanía de la Dirección con todos los co-
laboradores y las colaboradoras a través de actividades, 
visitas a diferentes departamentos, llamadas por celebra-
ciones importantes, entre otros.

Con estas acciones se genera en el colaborador o la colaborado-
ra un compromiso con la institución; y cuando esto sucede, es me-
nos probable que quiera afectar a la entidad por medio de sus actos.

Fase III. Implementación de la estrategia  
de transparencia y corrupción
Control del Sistema de Integridad
Las estrategias de control del sistema de integridad son un ele-
mento muy importante, debido a que tratan sobre el conjunto de 
medidas o actuaciones encaminadas al cumplimiento de los obje-
tivos de prevención, detección y respuesta ante casos de posibles 
conductas corruptas.

La carencia de estas estrategias o de la eficiencia de instru-
mentos existentes de control interno, fue una de las primeras 
observaciones indicadas en la etapa diagnóstico del contexto ins-
titucional. En este sentido, propone un abordaje de control más 
integral y exhaustivo. 

Prevención de las prácticas corruptas
Son las acciones encaminadas a prevenir que los colaboradores 
y las colaboradoras en el ejercicio de sus funciones incurran en 
prácticas corruptas. Para esto, es sumamente importante identifi-
car los riesgos institucionales, a fin de poder tomar una decisión 
frente a estos. Es decir, mitigarlos, transferirlos y asumirlos. Den-
tro de estas estrategias tienen un rol fundamental los instrumen-
tos de integridad antes mencionados: 

Código de conductas: es el instrumento por excelencia en el que 
se establecen las actitudes y conductas esperadas de los funciona-
rios y las funcionarias públicas, el personal directivo, así como el 
resto de los servidores y servidoras públicas.

Política Institucional del Sistema de Integridad: este permitirá a 
los empleados conocer el sistema de integridad y valorarse como 
parte inherente del mismo. La difusión y sensibilización de esta 
política contribuirá a que los colaboradores se identifiquen con la 
estrategia y aporten a la consecución de sus objetivos. 

Este documento no debe ser muy extenso, y deberá estar inte-
grado por la declaración de las máximas autoridades donde esta-
blezcan su posición respecto a la integridad y se esboce cómo la 
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institución se conducirá en los términos de transparencia, ética y 
buen gobierno.

Política de Protección del Denunciante: aunque esto podría en-
tenderse, en principio, como parte de la respuesta, tiene más bien 
un carácter meramente preventivo. Porque mientras más garan-
tista sea el sistema, más colaboradores estarán confiados en de-
nunciar, y esta realidad incide directamente en que los demás no 
vean como una posibilidad el cometer actos de corrupción, pues 
el riesgo sería mucho más elevado.

No obstante, el instrumento por excelencia en este punto es el 
mapa de riesgo, ya que este permite identificar y evaluar los riesgos 
y las áreas de gestión en las que es más probable que se manifies-
ten las conductas corruptas, pues no todas están igual de expues-
tas a la corrupción. A través de esta matriz, se pueden relacionar 
las obligaciones y responsabilidades con sus actividades, servicios, 
procesos y personas.

«La metodología para la administración del riesgo requiere de 
un análisis inicial relacionado con el estado actual de la estructura 
de riesgos y su gestión en la entidad y el conocimiento de esta, 
desde un punto de vista estratégico de la aplicación de tres pasos 
básicos para su desarrollo, y de la definición e implantación de 
estrategias de comunicación transversales a toda la entidad, para 
que su efectividad pueda ser evidenciada» (Departamento Admi-
nistrativo de la Función Pública, 2018: 13).

Como es sabido, el riesgo cero no existe, pues no se pueden 
prevenir ni evitar todos los riesgos, pero sí se puede identificarlos, 
minimizarlos y gestionarlos. (Getino y Herrero, 2016). En esta 
propuesta se incluye la identificación de riesgos por procesos o 
subprocesos, la causa y consecuencia para dimensionar y los con-
troles a ejecutar. 

Como se observa el mapa de riesgos propuesto contendría 
el grado de probabilidad en que se puede manifestar el tipo de 
corrupción en cada servicio y su impacto. Con esta información 
sería más fácil priorizar las medidas y actuaciones, así como los 
esfuerzos y la provisión de los recursos, concentrándose en los 

procesos con nivel de riesgo alto. Para la elaboración de dicha 
información será necesario que la alta gerencia, en conjunto con 
la CEP, elabore la documentación sobre su apetito de riesgo e 
identifiquen cuáles serán los grados y niveles a manejar.

Prácticas de gobierno abierto 
Villoria (S/F) expone que la cultura de la ética pública es el fun-
damento para lograr un gobierno abierto que, de acuerdo con la 
OCDE (2016), trata de «una cultura de gobernanza basada en 
políticas públicas y prácticas innovadoras y sostenibles, que se 
basan a su vez en unos principios de transparencia, rendición de 
cuentas y participación, que promueven la democracia y el creci-
miento inclusivo» (p. 1).

En esa misma línea, Calderón y Lorenzo (citados por la Uni-
versidad Externado de Colombia, 2014) indican que un gobier-
no abierto implica una constante conversación con la ciudadanía 
para escucharlos y conocer sus necesidades y preferencias, y de 
esta manera tomar decisiones basadas en esos conocimientos. 
También es aquel que incentiva y facilita la colaboración de los 
ciudadanos y servidores públicos en el desarrollo o mejora de los 
servicios que brinda, y que comunica todas sus acciones y decisio-
nes de forma abierta y transparente. 

A través del gobierno abierto se logra una mayor transparen-
cia y cercanía o conocimiento, por parte de la ciudadanía, de las 
acciones de la administración pública, resultando un elemento 
clave para impulsar la veeduría y participación de la sociedad. 

De acuerdo con la Universidad Externado de Colombia 
(2014), existen varios conceptos que se han relacionado con el 
gobierno abierto, tales como el acceso y la libertad de información 
sobre las actividades de la Administración; el gobierno electróni-
co, o uso de las TIC y el conocimiento, que juega un importan-
te rol a la hora de promover la transparencia y la rendición de 
cuentas; la automatización de procesos y la innovación, tomando 
especialmente en cuenta el incentivo a la participación ciudada-
na; la innovación social y abierta, que busca lograr un gobierno 
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colaborativo donde se abran canales y se comprometa a los ciu-
dadanos u otros actores en la elaboración de políticas y proyectos 
de la administración pública que los impactan directamente; la 
coproducción, concepto relacionado al anterior que, citando a la 
OCDE (2011), es una manera de planificar, diseñar, entregar y 
evaluar servicios públicos con el involucramiento directo de la 
ciudadanía, los usuarios y las organizaciones sociales; y la intero-
perabilidad, referida a la habilidad de las entidades y sus respec-
tivos sistemas para interactuar o compartir información de sus 
bases de datos para alcanzar objetivos consensuados y comunes y 
lograr beneficios de interés mutuo. 

Pilares y datos del gobierno abierto1: 
Transparencia 
Comunicar al Ciudadano:

•	 Visualización de datos.
•	 Publicidad de los procesos de gestión.
•	 Infografía.

Monitorear las políticas públicas:
•	 Estrategia de comunicación.
•	 Indicadores de impacto.
•	 Fechas límites.

Participación 
Consulta ciudadana:

•	 Identificar críticas, sugerencias e ideas.

Deliberación con ciudadanos:
•	 Organizar debates públicos.

Codiseño de las políticas públicas con los ciudadanos.

1	 Según datos obtenidos del otrora Ministerio Nacional de Modernización en 
Argentina, ahora Secretaría dentro de la Jefatura de Gabinete de Ministros.

Colaboración
Trabajar horizontalmente:

•	 Entre las organizaciones y en los territorios, con herra-
mientas para diseñar y metodologías flexibles, mediante la 
participación y colaboración con la ciudadanía.

Organizar sociedades. Dentro/entre actores claves.
El gobierno abierto implica acciones de transparencia pasi-

va relacionada al derecho de acceso a la información pública por 
parte de los ciudadanos, la cual es proporcionada a raíz de una 
solicitud de la misma. La transparencia activa, por el contrario, se 
da por iniciativa propia, se habilitan o se pone a disposición de la 
ciudadanía datos relevantes de la administración pública.

Partiendo de estas definiciones y aportes, desde la DGCP se 
han logrado importantes avances en materia de gobierno abier-
to. Se cuenta con un portal de transparencia donde se colocan 
boletines trimestrales con estadísticas sobre el Snccp: nóminas, 
informes de compras, declaraciones juradas, ejecución del pre-
supuesto, entre otras informaciones de interés público. De igual 
manera, se atiende de forma eficiente a las solicitudes de infor-
mación por parte de diferentes actores. En la página web institu-
cional también se colocan todas las decisiones del órgano rector 
relacionadas a solicitudes de investigación o reclamos sobre pro-
cedimientos de compras de todas las instituciones públicas, o que 
regulan o recomiendan la acción a tomar en determinados temas 
o procesos de contratación gubernamental.

Uno de los más notorios avances tiene que ver con la creación 
y puesta en funcionamiento del portal transaccional, donde las 
personas pueden ver todos los procesos de compras convocados 
por las instituciones en tiempo real, con la facilidad de evaluar 
sus características, presupuesto, tiempo de apertura y cierre de 
ofertas, entre otros. 

Otro proyecto reciente tuvo que ver con la apertura de un 
portal web para conocer la propuesta de anteproyecto de Ley Ge-
neral de Contrataciones Públicas, elaborada por esta Dirección 



Ética y buen gobierno en tiempos de pandemiaa182 Ética y buen gobierno en tiempos de pandemiaa 183

General y que todos los ciudadanos o actores del Snccp pudieran 
remitir sus opiniones y sugerencias. Esto último estuvo acom-
pañado de una serie de encuentros por todo el territorio nacio-
nal con los diferentes actores, y una campaña en redes sociales 
incentivando a emitir sus comentarios, tanto a través de tales 
plataformas, como a través del portal. Con ello se logró la cons-
trucción colectiva de una propuesta de normativa, presentada 
finalmente a la Presidencia de la República para ser llevada al 
Congreso Nacional.

Ahora bien, para fortalecer el sistema de integridad de la insti-
tución es fundamental que se continúen desarrollando iniciativas 
de transparencia activa y colaborativa, puesto que las contrata-
ciones públicas impactan significativamente en el desarrollo, la 
garantía de derechos, la transparencia y la economía del país. Por 
lo que se proponen las siguientes acciones:

•	 Designar un responsable o equipo de trabajo responsable 
de proponer, conducir y dar seguimiento a prácticas de 
gobierno abierto.

•	 Crear un buzón virtual para denuncias, quejas y sugeren-
cias. Elaborar y publicar un reporte trimestral de lo recibi-
do, y dar respuestas de acciones y mejoras implementadas.

•	 Proporcionar datos abiertos o reutilizables. Por ejemplo, 
la creación de un portal web, o una sección en los portales 
existentes, que permita ver las estadísticas del Snccp en 
tiempo real (proveedores registrados –activos, desactua-
lizados, inhabilitados, inactivos y cancelados–, contratos 
adjudicados, presupuesto gastado en un período de tiem-
po en materia de contratación pública; procedimientos 
de mayor presupuesto, estadísticas por género, localidad y 
sector, entre otros datos).

•	 Mejorar la comunicación y promoción de las resoluciones 
de investigaciones y reclamos y circulares que impactan 
al Snccp, así como el formato en el que son presentadas, 

a fin de que permita que sea más digerible, utilizable y/o 
entendible por la ciudadanía.

•	 Promover más prácticas de innovación social y abierta, 
tales como foros de discusión, proyectos que incentiven 
la participación de los ciudadanos para elaborar y remitir 
propuestas que procuren mejorar los servicios, el sistema u 
ofrecer soluciones a determinadas problemáticas. 

•	 Mejorar el uso y accesibilidad del portal transaccional.
•	 Fomentar el uso de las redes sociales como medio para 

generar espacios de escucha activa.
•	 Establecer una oficina específica responsable de la 

coordinación, ejecución y evaluación de las iniciativas 
de gobierno abierto, y la identificación de aliados clave  
para implementarlas. 

•	 Programa de capacitación a los funcionarios y servidores 
públicos sobre gobierno abierto. 

•	 Implicar a los medios de comunicación o periodistas en 
el desarrollo de una estrategia de gobierno abierto. De 
acuerdo con OCDE (2016), «un ecosistema de medios 
de comunicación que apoye la transparencia, la rendición 
de cuentas y la libertad de información es una manera de 
lograr unos objetivos de gobierno abierto más amplios, 
además de un objetivo en sí mismo» (p. 16).

•	 Realizar encuestas o estudios de percepción sobre el Siste-
ma Nacional de Compras y Contrataciones Públicas, ha-
bilitando los resultados para conocimiento público, incen-
tivando a generar propuestas por parte de la ciudadanía y 
dando a conocer las estrategias o acciones a implementar 
para mejorar.

Con todo ello se espera lograr un mayor involucramiento y 
empoderamiento de la ciudadanía sobre las acciones de la ins-
titución y el Snccp, lo cual impactará, de ser ejecutado de una 
manera transparente y eficiente, en la reputación de la entidad y 
la confianza de los actores en el sistema.
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Gestión de conflictos de intereses
«Los conflictos de intereses son una de las fuentes de riesgo 

para la integridad más importantes e invasivas. De ahí que la re-
gulación y gestión de conflictos de intereses se convierta en uno 
de los componentes esenciales de toda política de integridad a 
nivel nacional, y también organizativo» (Villoria, S/F: 17). Se de-
berán dimensionar y detallar los conflictos particulares de la enti-
dad, pero solo de manera enunciativa. Se deberá dejar disponible 
para consulta un medio de validación de otros posibles conflictos.

Los conflictos de intereses implican la posibilidad de colocar 
los intereses personales por encima de los intereses generales o 
del bien común ante determinadas situaciones, lo cual no corres-
pondería con las funciones o responsabilidades del empleado o 
servidor público, y pondría en peligro la operación y reputación 
de la institución para la cual labora. 

De acuerdo con Marta Seminario (2020) y el Instituto Domi-
nicano de Desarrollo Integral (2015), existen tres tipos de con-
flictos de intereses: real, potencial y aparente. 

Conflicto real: aquel en que se ejecutan acciones específicas en 
las que la persona, como consecuencia de la posición que adopta, 
se sitúa en pugna con los intereses de la institución. 

Conflicto potencial: se produce si la persona tiene un interés par-
ticular que podría influir a la hora de emitir un juicio profesional 
desde la posición o el cargo que ocupa, pero todavía no se encuen-
tra en una situación en la cual deba ofrecer dicho discernimiento.

Conflicto aparente: es cuando la persona no tiene un conflicto 
de interés (ni real, ni potencial), pero alguien podría llegar a la 
conclusión, de forma razonable, de que sí lo tiene.

Luego de consultar acerca de los instrumentos de gestión de 
conflictos de intereses con los que cuenta la Dirección General 
de Contrataciones Públicas, se verificó que en el Código de Ética 
institucional se aborda el tema en un apartado en el que se da una 
definición de lo que significa conflicto de interés y se enuncian 
cinco acciones a implementar por los servidores o servidoras para 
evitar prácticas que generen tales conflictos en las operaciones 

de la entidad. De igual manera, se evidenció la existencia de una 
Política de Gestión de Conflictos de Intereses de la DGCP, que 
establece principios esenciales para el manejo de los conflictos, 
responsabilidades de los servidores públicos y colaboradores fren-
te a los conflictos, y las obligaciones del Comité de Ética, de los 
directivos, del departamento de recursos humanos, de la Consul-
toría Jurídica, etc.

No obstante, estos instrumentos o informaciones no son pro-
movidos entre los colaboradores, lo cual resulta en su descono-
cimiento y que se pueda caer en una situación de conflicto de 
interés difícil de prevenir o gestionar. 

Para robustecer este aspecto del sistema de integridad institu-
cional, se propone la elaboración de un Manual de Conflictos de 
Intereses claro, detallado y visualmente atractivo, que incluya los 
siguientes contenidos: 

•	 Definición de conflicto de interés y sus tipos. 
•	 Principios contemplados en la Política de Gestión de 

Conflictos de Intereses de la DGCP, y el desarrollo de 
otros que rijan la actuación de la institución en materia  
de conflictos de intereses

•	 Grupos o actores de interés.
•	 Políticas generales o enunciados claros de lo que puede 

implicar un conflicto de interés o lo que se debe evitar 
hacer para no caer en el mismo. 

•	 Régimen de incompatibilidades, responsabilidades y 
obligaciones de los servidores y de determinados depar-
tamentos, tal y como se expone en la Política de Gestión 
de Conflictos de Intereses de la DGCP. 

•	 Régimen de sanciones.
•	 Canales de consultas o denuncias sobre conflictos de inte-

rés, entre otras informaciones que se consideren relevantes 
para los fines.
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Este manual deberá ser revisado, corregido y/o actualizado 
cada dos años. De igual modo, es menester que sea entregado a 
cada colaborador o colaboradora y a los nuevos ingresos, junto 
con una carta donde, al colocar su firma, den constancia de que 
conocen este documento y las posibles situaciones que, para la 
institución, puede significar un conflicto de interés, y las sancio-
nes en caso de incurrir en ellas. Además, su difusión debe formar 
parte del plan de comunicación del sistema de integridad. 

Las contrataciones públicas son un punto sensible de conflic-
tos de intereses. Por lo que, como órgano rector en el que se to-
man decisiones que afectan al Snccp, es necesario implementar 
otros mecanismos para prevenir y gestionar estos conflictos.

Partiendo de las propuestas de Villoria (S/F) y el Instituto 
Dominicano de Desarrollo Integral (2015), se recomienda con-
templar por lo menos, los siguientes documentos:

•	 Declaración que dé constancia de la ausencia de conflictos 
de intereses en la ejecución o convocatoria de cualquier 
procedimiento de compras públicas de la institución.

•	 Pacto de integridad en cada procedimiento de contrata-
ción pública.

•	 Declaración de ingresos personales para conocer la proce-
dencia de los mismos.

•	 Declaración de intereses privados relevantes para la toma 
de decisiones, a fin de que, si existe algún conflicto de in-
terés, el servidor decida y declare que no formará parte del 
proceso de decisión.

•	 Autorización para validar información sobre su vincula-
ción a un Registro de Proveedor del Estado (RPE) activo. 

•	 Política de regalos.

Inspecciones internas
En las palabras de Villoria (S/F), «todo subsistema de integridad 
debe conectarse con el sistema de control interno e inspección. El 
propósito esencial del control interno es orientar a las entidades 

hacia el cumplimiento de sus objetivos y la contribución de estos 
a los fines esenciales del Estado. El control interno proporciona 
una estructura para el control de la estrategia, de la gestión y de la 
evaluación, además de aplicar el sistema de responsabilidades pre-
visto en las normas. Un sistema eficaz de control interno requiere 
que las oficinas de control interno, las unidades de auditoría in-
terna, o quien haga sus veces, posean las competencias y medios 
adecuados para alcanzar los fines antes mencionados» (p. 17).

A esta definición añade que el ambiente de control busca que 
los servidores públicos apliquen el autocontrol y control interno 
en cada una de sus acciones institucionales. Para ello es funda-
mental que conozcan los objetivos del Estado, sus funciones y los 
parámetros éticos y morales que deben presidir la administración 
pública. El control interno está conformado por los aspectos re-
lacionados a la construcción colectiva o participativa de la cultura 
de ética institucional, las políticas de desarrollo del talento huma-
no y el estilo de dirección.

Partiendo de esto, la DGCP cuenta con una Política de Con-
trol Interno y con documentos que establecen las políticas y pro-
cedimientos internos por área de trabajo. También cuenta con un 
Manual de Organización y Funciones, políticas de manejo de la 
información y otros instrumentos que contribuyen al control in-
terno de la entidad. 

No obstante, se repite la debilidad encontrada en las otras fa-
ses o temas de un sistema de integridad. Son documentos poco 
conocidos por colaboradores y colaboradoras y no se inspecciona 
si se aplica de manera correcta. No existe un seguimiento oportu-
no y exhaustivo de su cumplimiento. 

Para fortalecer este aspecto del marco de integridad, se reco-
mienda lo siguiente:

•	 Incorporar la promoción de las normas básicas, políticas, 
documentos y/o actividades de control interno de la insti-
tución en el plan de comunicación.
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•	 Crear un Comité de Control Interno conformado por los 
responsables de áreas sustantivas y uno o dos represen-
tantes del Comité de Ética. Este debe reunirse de manera 
trimestral para analizar situaciones y/o proponer nuevas 
iniciativas de control interno.

•	 Realizar auditorías internas, por lo menos cada dos años, 
para verificar si se están cumpliendo las políticas y proce-
dimientos. A partir de ello, elaborar memorandos y esta-
dísticas de los hallazgos.

•	 Encuestas, al menos cada dos años, de clima ético  
u organizacional.

•	 Informe de cumplimiento del tratamiento de las denun-
cias recibidas.

La incorporación del mapa o gestión de riesgos y el manual 
de conflictos de intereses son instrumentos que aportan al control 
interno de la institución. De su aplicación, se debe rendir cuenta 
periódicamente de sus resultados y hacer seguimiento de los pla-
nes de mitigación.

Detección de las prácticas corruptas
La realización de un mapa de riesgos, la elaboración y adhesión a 
los códigos de conducta, la formación y comunicación, así como 
todas aquellas otras medidas para fomentar la integridad y preve-
nir la corrupción que se incluyan en la Estrategia, tienen por fi-
nalidad disminuir la probabilidad o el riesgo de aparición de con-
ductas corruptas. Sin embargo, no las elimina. Por este motivo, 
el modelo de sistema anticorrupción que se propone contempla 
también la necesidad de identificar los canales y los procedimien-
tos de comunicación y denuncia, uno de los aspectos clave para 
detectar la corrupción (Getino y Herrero, 2016). 

En este punto toma relevancia la CEP, que la Dirección ya 
tiene conformada, por lo que en esta intervención solo se in-
dicarán algunas pautas generales de elementos a incorporar  
a sus funciones: 

•	 Analizar el grado de ejecución de las medidas incluidas en 
la Estrategia o Plan Anticorrupción, indicando su grado 
de cumplimiento.

•	 Comunicar los resultados de la Estrategia Anticorrup-
ción a la ciudadanía, publicando los informes y datos en  
la web institucional.

Política institucional de denuncia (canales de denuncia) 
Se persigue que este documento establezca de forma clara el pro-
ceso y canal de denuncia que permita al colaborador o colabora-
dora saber qué debe denunciar, cómo lo puede hacer y la seguri-
dad que le provee la institución. Esto es muy importante, pues es 
la mejor forma de incentivar a los colaboradores para ser aliados 
y guardianes de la ética. 

Es indispensable establecer y dar a conocer los canales de co-
municación a través de los cuales cualquier empleado, empleada, 
persona o miembro de un grupo de interés, proveedor, etc., pueda 
proporcionar información sobre una sospecha, indicio o certeza 
de actos relacionados con la corrupción.

«Los canales de comunicación para facilitar las denuncias y 
recogida de información han de contemplar tanto los potencia-
les destinatarios como los medios de comunicación, tales como 
página web, correo electrónico, buzones, etc. También se debe-
rían indicar las materias, aspectos o conductas susceptibles de ser 
denunciadas, así como el órgano, unidad administrativa o enti-
dad externa responsable de asistir a los potenciales informantes o 
alertadores, recibir las denuncias, investigarlas y concluir el resul-
tado de las mismas» (Getino y Herrero, 2016: 17). 

Todo el proceso debe garantizar la confidencialidad. Y, en la 
medida de lo posible, favorecer el anonimato y la discreción para 
evitar que los empleados que sean conocedores de estas conductas 
se vean disuadidos por temor a las consecuencias de interponer 
la denuncia. En este sentido, es necesario una política que proteja 
a los denunciantes, pero también un régimen de consecuencias 
para las denuncias maliciosas, aclarando que estas no son las que 



Ética y buen gobierno en tiempos de pandemiaa190 Ética y buen gobierno en tiempos de pandemiaa 191

necesariamente no se comprobaron, sino aquellas donde se com-
probó la intención dolosa.

Los requisitos para denuncia válidas deben ser sencillos, a fin 
de no descartar alertas por cuestiones de forma. De manera enun-
ciativa, estos son algunos: 

•	 Descripción de los hechos. 
•	 Consideraciones derivadas. 
•	 Propuestas correspondientes, si procede. 
•	 Motivación. 

Fase IV. Sancionar e imponer
En caso de que a través de los sistemas de control o denuncia 
se detecten incumplimientos a los códigos de conducta o de las 
normas que regulan la integridad, es fundamental tener meca-
nismos que permitan generar consecuencias para los incumpli-
dores. «Para empezar, todo código debe establecer lo que son 
sus incumplimientos, los niveles de incumplimiento y definir las 
consecuencias que se puedan derivar de ello. Si se acredita un in-
cumplimiento, se debe activar un sistema interno de investigación 
que puede terminar con la reconvención moral para la persona 
en el puesto de trabajo que ocupe, o con la formulación de reco-
mendaciones a los órganos competentes para que se corrijan las 
desviaciones producidas» (Villoria, S/F: p.18).

Actualmente, la DGCP expone en su Código de Ética ins-
titucional un apartado sobre el régimen ético y disciplinario en 
el que se presentan las faltas y sanciones contempladas en la Ley 
N° 41-08 de Función Pública. Estas mismas informaciones están 
establecidas en el documento sobre el procedimiento del régimen 
disciplinario de la institución.

No obstante, estos datos e instrumentos requieren de una 
promoción más activa entre los colaboradores y colaboradoras, 
y de la elaboración de informes que evidencien la aplicación del 
régimen de consecuencias. De igual manera, como se expuso an-
teriormente, es necesario que se elabore una política de denuncias 

que indique el procedimiento para investigarla, así como las san-
ciones en caso de que se verifique la veracidad del hecho, y las 
consecuencias para las denuncias falsas.

También se considera necesario reformar el procedimiento de 
régimen disciplinario, de modo que se contemple la creación de 
una unidad o comité responsable de recibir y analizar las faltas y 
evaluar, imponer y dar seguimiento a las respectivas sanciones. 
Actualmente, según se pudo entender, la responsabilidad recae 
especialmente sobre el departamento de recursos humanos. Se 
recomienda que el equipo responsable esté conformado por la 
dirección general, representante(s) del comité de ética y el en-
cargado o la encargada de recursos humanos. Se debe ponderar 
la disponibilidad de suplentes, en caso de que la denuncia o falta 
involucre a alguna de las personas pertenecientes al comité o uni-
dad de sanciones.

Los mecanismos de sanciones deben ser gestionados de mane-
ra transparente, coherente, objetiva, oportuna y justa. Tal y como 
sostiene la OCDE, «los mecanismos de aplicación y sanción de 
incumplimientos o conductas indebidas gestionados de manera 
justa, transparente y oportuna demuestran el compromiso de las 
instancias gubernamentales de administración de justicia para de-
fender el sistema de integridad y que el funcionariado público no 
puede actuar de manera deshonesta con impunidad. Las normas 
de integridad pública se hacen cumplir mediante procedimientos 
disciplinarios, civiles o penales, de conformidad con los principios 
de justicia, objetividad y oportunidad»2.

Fase V. Evaluación y mejora del sistema
El despliegue de un sistema de integridad en la administración 
pública debe estar acompañado de un sistema de seguimiento, 
medición y evaluación.

2	 OCDE, citada por el Equipo Nacional de Integridad y Transparencia de Paraguay 
(ENIT, 2020: 25).
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Entre las acciones de este sistema de seguimiento se contem-
plan las siguientes: 

•	 Evaluación periódica de los riesgos identificados, así como 
de otros emergentes.

•	 Establecimiento de indicadores de impacto (KPI) del proce-
so en los que se comprueben los resultados de la intervención.

•	 Análisis de los informes y denuncias respondidas. 

De este modo, con base en el conocimiento, se pueden adoptar 
decisiones para subsanar o corregir las desviaciones detectadas en 
el sistema de seguimiento. Estas pueden abarcar cambios en la 
política, en el código de conducta, en los objetivos o en las accio-
nes, en la necesidad de recursos, etc.

Este sistema deberá contar con un cronograma de trabajo 
que permita dimensionar en el tiempo las mejoras del sistema 
de integridad. Como sistema de evaluación, se recomienda el ci-
clo PHVA (planificar-hacer-verif icar-actuar) que, descrito breve-
mente, consiste en:

•	 Planificar: establecer los objetivos y las acciones necesa-
rias para conseguir resultados de acuerdo con el modelo 
o estrategia de prevención de la corrupción y fomento  
de la integridad.

•	 Hacer: implementar las acciones y los  
procedimientos previstos.

•	 Verificar: realizar el seguimiento, la evaluación de las 
acciones, procesos y resultados respecto a las variables del 
modelo e informar sus resultados.

•	 Actuar: poner en marcha acciones para mejorar continua-
mente el funcionamiento de la estrategia anticorrupción.

Dentro de los indicadores de impacto recomendados en esta 
primera versión están: 

•	 Número de denuncias éticas recibidas / número de 
denuncias comprobadas.

•	 Cantidad de personal sensibilizado en ética / total de personal.
•	 Cantidad de personal profesionalizado en ética.
•	 Cantidad de riesgos dentro del rango esperado (apetito de 

riesgo) / cantidad fuera del rango.
•	 Cantidad de directivos con Declaración de Integridad / 

cantidad de directivos sin declaración.
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Proyecto piloto de sistema de integridad para la Subsecretaría 
del Ministerio de Política Territorial de España

José María Marcos Espinosa
Ministerio de Política Territorial de España

El diseño e implantación del prototipo de sistema de inte-
gridad se llevará a cabo para el ámbito de la Subsecretaría 
del Ministerio de Política Territorial de España y de sus 

unidades y centros directivos dependientes.
Este ámbito institucional reducido, que no comprende la to-

talidad del Ministerio, se ha elegido como el más manejable para 
desarrollar un sistema piloto, un prototipo inicial que permita 
una implantación más rápida y que produzca un aprendizaje 
para la mejora y facilite su posterior extensión tanto al conjunto 
de centros directivos del Ministerio de Política Territorial, como 
a otras subsecretarías departamentales cuyas funciones son aná-
logas a las de la que es objeto de la intervención.

Además de realizar un prototipo rápido, el propósito es obte-
ner resultados en un período más breve que permitan correccio-
nes tempranas al enfoque de diseño y/o implantación de la inter-
vención, el ámbito elegido permite abarcar un amplio conjunto 
de funciones y decisiones administrativas en el que se concentran 
habitualmente los mayores riesgos para la integridad.

Las subsecretarías son los órganos encargados, a través de 
sus unidades y centros directivos, de la gestión de los recursos 
humanos (incluidas la formación y las relaciones laborales), de 
la gestión económica y presupuestaria (incluidas la contratación 
y el seguimiento de las subvenciones), de la gestión de medios 
materiales muebles e inmuebles, de la igualdad de género, de la 
protección de datos de carácter personal, de la transparencia, del 
acceso a la información pública y del impulso del gobierno abier-
to, del impulso normativo, del régimen interior y de la inspección 
de servicios. Se estima que es un ámbito de intervención que 
toca, de forma transversal, la mayoría de los campos de actuación 
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en los que se presentan habitualmente los principales riesgos  
a la integridad.

Por otro lado, la complejidad de la Administración General 
del Estado en el Territorio (AGET), coordinada desde la Se-
cretaría General de Coordinación Territorial y compuesta por 
delegaciones y subdelegaciones del Gobierno y direcciones in-
sulares –cada una con sus diferentes características–, aconseja no 
incluirla tampoco en esta versión inicial de un sistema de inte-
gridad en el departamento. Por el contrario, la Dirección Gene-
ral de la Administración del Estado en el Territorio, órgano de 
los servicios centrales del Ministerio y dependiente de la Secre-
taría General de Coordinación Territorial, reúne muchas de las 
competencias de los órganos de una subsecretaría, ejercidas sobre 
el territorio, por lo que la traslación del prototipo a su ámbito 
sería también relativamente simple.

Justificación de la intervención
El IV Plan de Gobierno Abierto 2020-2024 de España, apro-
bado el 29 de octubre de 2020, recoge diez compromisos que 
asumen las administraciones públicas españolas para reforzar la 
transparencia y la rendición de cuentas, mejorar la participación, 
establecer sistemas de integridad pública, y formar y sensibilizar 
a la ciudadanía y al personal empleado público en materia de go-
bierno abierto, con el objetivo de contribuir a una sociedad más 
justa, pacífica e inclusiva.

El eje 3 de dicho plan, denominado Integridad, señala que «el 
IV Plan se orientará al objetivo de construcción de un sistema 
de integridad pública, fortaleciendo valores éticos y mecanismos 
para afianzar la integridad de las instituciones públicas y reforzar 
la confianza de la ciudadanía».

Este compromiso contiene cuatro líneas de acción, de entre 
las cuales este prototipo se centra en los contenidos de la primera:

«Diagnóstico y mejora de los sistemas de integridad pública. 
Desarrollo de mapas de riesgos, códigos de conducta, encuestas 

de clima ético, guías de autoevaluación y formación de empleadas 
y empleados públicos».

De entre las distintas actividades que se han diseñado para 
satisfacer el compromiso, la primera consiste en la realización de 
un diagnóstico de los sistemas de integridad pública existentes en 
el seno de la AGE.

 En junio de 2021 se presentó este diagnóstico sobre integri-
dad pública, realizado por la subdirección general de la Inspección 
General de Servicios de la Administración General del Estado 
(Igsage), perteneciente a la Dirección General de Gobernanza 
Pública (DGGP), del actual Ministerio de Hacienda y Función 
Pública. En dicho informe se realiza el diagnóstico de los siste-
mas de prevención e integridad pública existentes actualmente 
en el conjunto de los diferentes departamentos ministeriales de 
la AGE, así como en organismos y entes públicos dependientes, 
mediante el análisis de una encuesta, canalizada a través de las 
inspecciones de servicios departamentales.

En sus conclusiones, el informe señala que, al margen del 
sector público empresarial, que dispone de marcos de integridad 
homologables a los más avanzados en el sector privado, en el con-
junto de los ministerios, y especialmente en sus servicios centra-
les, se detecta una carencia de marcos o sistemas integrados. Esta 
ausencia sería justificable por la perspectiva de sus responsables 
y funcionarios, basada fundamentalmente en la preservación del 
principio de legalidad. Desde esta perspectiva, de carácter fun-
damentalmente reactivo/correctivo, el marco normativo existen-
te –constituido por el Estatuto Básico del Empleado Público 
(EBEP), la Ley de Incompatibilidades, la Ley de Transparencia, 
Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno, la Ley Gene-
ral de Subvenciones, la Ley de Contratos del Sector Público, etc., 
acompañado por los correspondientes regímenes de infracciones 
y sanciones– bastaría para preservar la integridad de las actua-
ciones públicas. De existir otros instrumentos, como los códigos 
éticos o las comisiones de ética, lo hacen de forma casuística y 
generalmente no integrada con otras medidas.
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Por ello, los mecanismos de soft law, de aseguramiento pre-
ventivo del cumplimiento normativo y de promoción de los com-
portamientos íntegros, se han venido aplicando de forma muy 
limitada y, en todo caso, descoordinada y sin visión sistémica.

 De acuerdo con la definición de la OCDE en su Recomenda-
ción de 2017, la integridad pública es «el posicionamiento consis-
tente y la adhesión a valores éticos comunes, así como al conjunto 
de principios y normas destinadas a proteger, mantener y priori-
zar el interés público sobre los intereses privados».

La OCDE recomienda a las instituciones públicas que de-
sarrollen un sistema coherente e integral en materia de integri-
dad pública que, siguiendo un enfoque estratégico, cuente con 
el máximo compromiso político y en el que se clarifiquen las 
responsabilidades para garantizar la eficacia del sistema y una 
rendición de cuentas eficaz. Recomienda igualmente que dentro 
de este sistema se promueva una cultura de integridad y transpa-
rencia y se invierta en un liderazgo íntegro y basado en la merito-
cracia, fijándose asimismo normas estrictas de conducta para los 
responsables y funcionarios públicos.

Por tanto, es preciso implantar un marco de integridad institu-
cional que, para articular una infraestructura ética, deberá incor-
porar, además de códigos éticos o de conducta, otros instrumentos, 
como los sistemas de difusión y formación en valores éticos, los 
canales de consulta y asesoramiento sobre dilemas éticos, o los de 
comunicación y alerta de conductas no éticas, así como algún tipo 
de órganos de garantía, preferentemente de carácter independien-
te, y finalmente un sistema de evaluación y seguimiento. Por otro 
lado, el Real Decreto 799/2005, por el que se regulan las inspec-
ciones generales de servicios de los departamentos ministeriales, 
establece en su Artículo 2 las funciones de las inspecciones gene-
rales. Es oportuno destacar dos de los apartados del artículo (h y 
j), que señalan que, en el desarrollo de su actividad, corresponde a 
las inspecciones generales de servicios de los diferentes ministe-
rios, «examinar actuaciones presuntamente irregulares de los em-
pleados públicos en el desempeño de sus funciones y proponer, 

en su caso, a los órganos competentes la adopción de las medidas 
oportunas.» Así como «Promover actuaciones que favorezcan la 
integridad profesional y los comportamientos éticos de los em-
pleados públicos y de las organizaciones».

Por ende, existe una ventana de oportunidad3 para el diseño, la 
implantación y la evaluación de un prototipo de sistema de inte-
gridad que, limitado al ámbito institucional descrito, y piloteado 
por la inspección de servicios departamental, facilite su puesta en 
marcha con rapidez y de forma controlada.

En resumen, hay que poner en marcha un sistema para pro-
gresar tanto en las actuaciones del compromiso 5.1 del IV Plan de 
Gobierno Abierto, FGA 2020 («Desarrollo de mapas de riesgos, 
códigos de conducta, encuestas de clima ético, guías de autoeva-
luación y formación de empleadas y empleados públicos»), como 
en la aplicación de otras herramientas de las contempladas en 
marcos o sistemas de integridad o instrumentos de apoyo a los 
mismos. Aunque en el caso del IV Plan de Gobierno Abierto 
figuren adscritas a otros ejes y compromisos (reforma del marco 
regulatorio y plan de mejora y refuerzo de la transparencia y ren-
dición de cuentas, dentro del eje de Transparencia y Rendición de 
Cuentas; huella normativa, dentro de eje de Participación; pro-
tección de denunciantes, dentro del mismo eje de Integridad).

Objetivos principales de la intervención
Para realizar una correcta definición de los ejes estratégicos de la 
intervención y de los objetivos estratégicos de la misma, debería 
partirse de un diagnóstico de la situación actual en el ámbito de 
la intervención.

Por la existencia del diagnóstico previo realizado por la Igsa-
ge, un diagnóstico de la situación actual se ha obviado, ya que el 
preexistente se utiliza como base y allí se establece que en la AGE 

3	 Una ventana de oportunidad es una expresión empleada para referirse a 
la oportunidad de realizar una acción, cumplir una meta, con un tiempo 
determinadamente breve y con un éxito previsiblemente asegurado.
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solo existen iniciativas de tipo aislado, fundamentalmente en los 
ejes 1 y 3 del IV Plan de Gobierno Abierto, FGA 2020.

En el caso particular del ámbito institucional seleccionado, 
solo existen protocolos de actuación para situaciones de acoso, de 
carácter fundamentalmente reactivo. Así como un reglamento de 
régimen disciplinario que se aplica de forma general y a criterio de 
los órganos instructores y sancionadores, previa incoación de los 
correspondientes expedientes administrativos, careciendo tam-
bién de un carácter preventivo. Asimismo, existe una implantación 
de la transparencia y de la rendición de cuentas aún insuficiente.

Se ha comenzado también, de forma incipiente, la formación 
en materia de integridad, que abarca al conjunto del Ministerio, 
no solo al ámbito seleccionado.

Por el contrario, entre otras carencias, se detecta que:

1) no existe una aproximación estratégica;
2) no consta explícitamente el compromiso de la dirección con 
la integridad;
3) no se han definido valores ni comportamientos éticos (más 
allá de lo definido en el EBEP, no existe un código ético) para su 
adopción, difusión y seguimiento;
4) no se han realizado análisis de riesgos;
5) no existen comisiones de ética ni canales de asesoramiento ético.

Por ello es necesario abordar una intervención integrada y 
estratégica, que se oriente sobre los tres ejes fundamentales de 
actuación definidos por la OCDE, que están interrelacionados 
entre sí de forma sistémica: implantar un sistema de integridad 
coherente y completo, apoyado en una cultura de integridad pú-
blica y con una rendición de cuentas eficaz.

Los objetivos en cada uno de los ejes principales serían  
los siguientes:

•	 Implantar instrumentos o infraestructuras para facilitar el 
desarrollo de la cultura de integridad (códigos éticos, buzón 

ético, comisión de ética institucional, normas, asignación 
de responsabilidades, protocolos de actuación, etc.).

•	 Desarrollar una cultura de integridad en el ejercicio de las 
funciones públicas por parte de empleados, directivos y 
altos cargos públicos, mediante la definición y explicación 
de valores, acciones de formación, difusión o debates, un 
liderazgo íntegro, comprometido y meritocrático, etc.

•	 Establecer mecanismos de vigilancia, mitigación y correc-
ción de los riesgos para la integridad (gestión de riesgos, 
órganos de vigilancia y supervisión, régimen sancionador, 
etc.), y de rendición de cuentas ef icaz.

Descripción de la intervención
Introducción
Para la descripción detallada de las medidas o acciones a poner 
en marcha, se han utilizado como referencias no solo la Reco-
mendación del Consejo de la OCDE sobre integridad, del año 
2017, sino también la Carta Iberoamericana del CLAD (2018) 
y la estructura de alto nivel común a todas las normas ISO de 
nuevo cuño, vinculadas a los sistemas integrados de gestión. A 
continuación, se incluyen extractos de estas referencias, que sir-
ven como modelos complementarios.

Resumen de la Carta Iberoamericana de Éticae Integridad en 
la Función Pública
En esta Carta se definen los siguientes elementos necesarios para 
establecer un sistema coherente e integral, en materia de integri-
dad pública (extracto adaptado):

•	 Diagnóstico del sistema de integridad
•	 Diseño organizativo para gestión de integridad, que  

interactúe con otros subsistemas de gestión
•	 Redacción de códigos éticos y definición de  

conductas pertinentes
•	 Encuestas de clima ético
•	 Actividades de formación ética
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•	 Sistemas de asesoramiento mediante comités de ética
•	 Plan de comunicación y cambio cultural
•	 Evaluación de los riesgos de corrupción
•	 Sistema de denuncias y de protección de alertadores
•	 Mecanismos de transparencia y datos abiertos, escucha ac-

tiva y vías para la participación ciudadana
•	 Regulación de los conflictos de intereses
•	 Integración del sistema de integridad con el de control in-

terno, y cooperación con el externo
•	 Sistema normativo con infracciones a la integridad, su va-

loración y sanciones
•	 Evaluación del funcionamiento del marco de integridad
•	 Profesionalización de los comités de ética
•	 Sistemas de gestión por resultados
•	 Mejora del sistema de contratación
•	 Integración de la gestión de integridad con el resto de sub-

sistemas de gestión.

Aunque se trate de un documento dirigido a países y no a 
organizaciones concretas, la Carta Iberoamericana es un docu-
mento inspirador, al centrarse de manera exhaustiva y detallada 
sobre todos los elementos que comprendería un sistema inte-
grado de gestión de la integridad en la función pública. Sin em-
bargo, su carácter de recomendación «política» y su estructura 
similar a la de una lista de comprobación, hacen que sea menos 
visible la estrategia subyacente de las actuaciones, como sí sucede 
en la Recomendación del Consejo de la OCDE.

Aunque aparezca relegado en el epígrafe 18, en la Carta se 
contempla la necesidad de integrar el propio sistema de gestión 
de la integridad en el conjunto de sistemas de gestión de las 
organizaciones públicas. Se citan, por ejemplo, el subsistema 
de gestión de RR.HH. enunciado en la Carta Iberoamericana 
de la Función Pública; o el subsistema de gestión de la calidad, 
enunciado en la Carta Iberoamericana de Calidad en la Gestión 
Pública. Asimismo, el cumplimiento en cada organización de las 

cartas iberoamericanas de Derechos y Deberes del Ciudadano 
en Relación con la Administración Pública, Gobierno Electró-
nico, Gobierno Abierto y Participación Ciudadana en la Ges-
tión Pública, también representaría un aporte significativo para 
el reforzamiento de la integridad. Un compendio de las cartas 
iberoamericanas está disponible en la página web del CLAD.

Asimismo, es muy clarificador el documento «El compliance 
en el ámbito público (los marcos de integridad organizacional)», 
de Manuel Villoria (2021), al que se accedió en el curso CLAD. 
Allí se plantea que «para fomentar la integridad de los servi-
dores públicos es muy importante crear marcos de integridad 
en los que normas, procesos adecuados y estructuras de gestión 
eficaces contribuyan conjuntamente a prevenir la corrupción y 
fomentar la ética».

Estructura de alto nivel de sistemas integrados de gestión, 
común a las normas ISO 
Por las razones señaladas en el apartado anterior, surge la re-
flexión de tomar como elemento inspirador del plan de acción 
la estructura de alto nivel de las normas ISO, común a las nue-
vas normas de sistemas de gestión (calidad, riesgos laborales, 
medioambiente, seguridad, cumplimiento normativo, etc.), que 
señala los capítulos comunes a dichas normas. Puede consultarse 
al respecto el artículo de la revista Aenor sobre integración de los 
sistemas de gestión y la estructura de alto nivel de las normas 
ISO (Calso, 2018).

Estructura de alto nivel para las normas ISO de sistemas 
integrados de gestión

•	 Alcance.
•	 Referencias normativas: ambas secciones incluyen una 

redacción específica del estándar y definen los objetivos.
•	 Términos y definiciones: referencia a los términos genéri-

cos que se muestran en el Anexo SL, así como a todos los 
términos específicos para el estándar.
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•	 Contexto de la organización: comprender las preocupa-
ciones internas y externas, las necesidades y expectativas 
de las partes interesadas relevantes, el sistema de gestión y  
su alcance.

•	 Liderazgo: responsabilidad y compromiso de la alta ge-
rencia, políticas, roles organizacionales, responsabilidades  
y autoridades.

•	 Planificación: acciones para abordar riesgos y oportunida-
des, objetivos de calidad y planificación para alcanzarlos.

•	 Apoyo: recursos necesarios, competencia, conciencia, co-
municación e información documentada.

•	 Operación: planificación y control operacional.
•	 Evaluación del desempeño: monitoreo, medición, análisis 

y evaluación, auditoría interna, revisión de la gerencia.
•	 Mejora: no conformidad y acción correctiva;  

mejora continua.

Más allá de los epígrafes iniciales, se puede observar que exis-
ten elementos comunes con los modelos anteriores, que se citan 
de forma genérica, y por tanto aplicable a cualquier sistema de 
gestión, con las adaptaciones necesarias.

Pueden destacarse la necesidad de:

•	 planificar las actuaciones, una vez comprendido el contex-
to y las necesidades y expectativas de las partes interesadas 
y tomando en consideración los riesgos;

•	 disponer de un liderazgo comprometido, con políticas y 
responsabilidades claramente definidas;

•	 disponer de documentos que establezcan normas  
de actuación;

•	 aportar los recursos necesarios y, en el caso de los recursos 
humanos, actuar especialmente en materia de formación, 
sensibilización y comunicación;

•	 evaluar el desempeño del sistema de gestión mediante 
mecanismos de seguimiento, auditoría interna y revisión 

por la alta dirección, y tratar los fallos en el sistema de ges-
tión, mediante la determinación de acciones correctivas.

Como es obvio, su generalidad de aplicación impide entrar 
en el detalle de instrumentos u órganos concretos, como los có-
digos éticos o los comités de ética, los sistemas de denuncia o un 
régimen sancionador de los incumplimientos, por ejemplo. Pero 
sí aporta un carácter holístico y preventivo, utilizable de forma 
general para el diseño de la intervención.

Diseño del marco de integridad para el Ministerio de 
Industria, Comercio y Turismo
Se ha tomado como referencia el informe/propuesta «Diseño del 
Marco de Integridad del Departamento» para el Ministerio de 
Industria, Comercio y Turismo, elaborado por la exinspectora 
de servicios de dicho departamento, Virtudes Iglesias Martínez 
(2020), que permanece inédito y pendiente de implantación.

En el documento citado se abordan las siguientes propuestas:

•	 Actualización del vigente Código de Conducta del De-
partamento, y valoración de una posible división en un 
código para empleados y otro para altos cargos.

•	 Mecanismos de difusión, prevención y desarrollo de la 
cultura ética:
•	 Programa de comunicación interna:

•	 Intranet
•	 Redes Sociales

•	 Programa de sensibilización y formación del personal, 
con énfasis en el personal directivo:
•	 Plan anual de formación
•	 Plan de acogida de nuevas y nuevos funcionarias 

y funcionarios
•	 Procedimientos, canales y circuitos para resolver dilemas 

éticos, quejas o denuncias
•	 Canal/buzón ético (consultas frente a dilemas éticos).
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•	 Buzón de denuncias que asegure anonimato y confi-
dencialidad a las personas alertadoras.

•	 Sistema de garantías del Código de Conducta.
•	 Comisión o comisionado(a) de ética independiente.

•	 Sistema de seguimiento y evaluación.
•	 Guías de interpretación.
•	 Memorias anuales.

Finalmente, de cara al diseño de la intervención, se han toma-
do en consideración, en lo aplicable al ámbito institucional del 
proyecto, los modelos actualmente existentes en distintas comu-
nidades autónomas españolas, como Cataluña, Galicia, las Islas 
Baleares, Murcia, o el País Vasco. Si bien no todos se dirigen a 
la implantación de un sistema integrado, y parten de supuestos y 
situaciones iniciales diferentes, muchas de las acciones que des-
criben son traspasables al ámbito de intervención. También es 
importante señalar que se han dejado fuera del proyecto aquellos 
instrumentos que quedan fuera del alcance del ámbito de inter-
vención. A saber, la modificación o creación de marcos legislati-
vos, reglamentarios o normativos para el conjunto de las adminis-
traciones públicas o para la AGE.

Se han dejado fuera de la propuesta también actuaciones que 
corresponden a órganos de supervisión y control externos, como 
la Intervención General de la Administración del Estado, el Tri-
bunal de Cuentas, la Agencia Española de Protección de Datos, 
el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, o el Ministerio 
Fiscal y los Tribunales de Justicia, sin perjuicio de que un proyec-
to de estas características deberá coordinarse con los mandatos de 
dichas instituciones.

Elementos o componentes del sistema
La implantación del piloto se ha diseñado alrededor de los 3 
objetivos señalados, cada uno de los cuales se alcanzaría implan-
tando los elementos o componentes del sistema que se describen 
a continuación.

Objetivo 1. 
Implantar instrumentos o infraestructuras para facilitar el 
desarrollo de la cultura de integridad

Componentes:
•	 Organigrama de responsabilidades en materia de in-

tegridad. Si bien existen organigramas en el ámbito de 
intervención, en este componente se asignarán responsa-
bilidades explícitas en materia de integridad a las distin-
tas unidades y responsables, para clarificar su implicación 
formal en el sistema.

•	 Comisión de ética. Se creará una comisión de ética con 
expertos internos y externos para asesorar en la materia  
y para dirimir conflictos éticos cuando se presenten. Al-
ternativamente, podría considerarse la creación de un 
órgano unipersonal, preferentemente ocupado por un 
experto independiente.

•	 Código ético. Basándose en las experiencias existentes y 
en el marco de partida establecido por el EBEP, se elabo-
rará un código ético general de aplicación al ámbito de 
intervención, apoyado –si se considera oportuno– por có-
digos de conducta específicos para cada una de las áreas de 
mayor riesgo para la integridad, y por guías de aplicación 
de estos, análogas a las preparadas por la Agencia Españo-
la de Protección de Datos, (AEPD, 2021). El código ético 
se elaborará tomando en consideración las aportaciones 
de todos los grupos de interés identificados.

•	 Buzón ético (interno). Este buzón, disponible en la in-
tranet, estará destinado a canalizar dudas en relación con 
dilemas éticos, y estará atendido por la secretaría adminis-
trativa de la comisión de ética, a quien trasladará aquellas 
cuestiones que no sean de respuesta inmediata y requieran 
la intervención de la misma. Para ello se adaptará la fun-
cionalidad del buzón de denuncias del Ayuntamiento de 
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Barcelona, disponible en código abierto, para su uso en el 
ámbito de intervención.

•	 Política de integridad. La actuación consistirá en la ela-
boración de un documento de política que suscribiría el 
subsecretario del departamento, como jefe superior de 
personal del mismo, en el que se hará una declaración 
explícita que exprese el compromiso de los altos cargos 
y directivos con el apoyo a la integridad y los comporta-
mientos éticos y haga referencia al Código Ético.

•	 Protocolos de actuación y listas de comprobación. Ade-
más de los protocolos de actuación frente a casos de acoso 
(laboral y sexual) actualmente vigentes, se identificarán y 
redactarán los protocolos adicionales que se estimen ne-
cesarios. Por ejemplo, protocolos de actuación frente a 
denuncias anónimas en materia de contratación, subven-
ciones o gestión económica en general.

•	 Se elaborarán listas de comprobación o guías para el ase-
soramiento indirecto al personal encargado de la gestión 
de RR.HH., de la gestión económica o de la gestión de 
recursos, para las situaciones potenciales o reales de con-
flictos de intereses.

•	 Benchmarking. Se impulsará un proyecto de compara-
ción sistemática (benchmarking) con otras instituciones  
públicas y privadas, con el objeto de identificar las bue-
nas prácticas existentes e intentar su traslación al ámbito  
de intervención.

•	 Agentes de integridad. A través de cursos de formación 
en integridad y de formación de formadores, se constituirá 
una red interna, voluntaria, de agentes de integridad, cuya 
responsabilidad será la difusión de la cultura de integridad 
y la organización de eventos y talleres, pudiendo asimismo 
contribuir a la detección de situaciones anómalas.

Objetivo 2. 
Desarrollar una cultura de integridad en el ejercicio de las 
funciones públicas

Componentes
•	 Encuesta de clima ético. Con objeto de establecer una 

línea base, se diseñará una encuesta de clima ético, que 
se distribuirá entre los empleados del ámbito de in-
tervención y se repetirá de manera periódica, de forma 
que pueda medirse el avance de la cultura de integridad. 
En una etapa inicial no se plantea la extensión de la en-
cuesta hacia interesados externos, sustituyéndose por la 
escucha activa en redes sociales, el análisis de los resulta-
dos de los buzones de denuncias y de quejas y sugerencias.

•	 Plan de comunicación. Se sustentará sobre las siguien-
tes acciones:
•	 Se organizarán sesiones informativas sobre el sistema 

de integridad, preferentemente masivas (durante la 
situación sanitaria actual, vía streaming), a las que se 
facilitará la asistencia de todo el personal del ámbito 
de la intervención.

•	 Materiales y convocatorias de interés sobre integridad 
se incluirán periódicamente y se mantendrán actuali-
zados en la sección de noticias de la intranet.

•	 Anualmente, con ocasión de los días mundiales rele-
vantes, se celebrarán actos de difusión y sensibiliza-
ción, con ponentes de alto nivel en materia de ética  
e integridad.

•	 Plan de formación. Se pondrán en marcha experiencias 
de aprendizaje, tanto tutorizadas como «a tu ritmo», como 
las siguientes:
•	 Plan anual de formación, que incluirá actividades tu-

torizadas específicas sobre el sistema de integridad y 
sus componentes e instrumentos.
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•	 En todos los cursos sobre materias en las que se con-
centran los riesgos para la integridad (gestión de 
RR.HH., gestión económica, contrataciones, subven-
ciones, igualdad, protección de datos, transparencia, 
etc.), se incluirá obligatoriamente un módulo trans-
versal de integridad.

•	 En la intranet corporativa se incluirán píldoras for-
mativas sobre integridad, preferentemente breves y 
basadas en videoclips explicativos que señalen, y en su 
caso dramaticen, posibles situaciones de riesgos para 
la integridad, dilemas éticos y conflictos de intereses 
que expliquen de manera gráfica cómo actuar en di-
chos casos.

•	 Incorporación progresiva de acciones de nudging. Se 
valorará la posibilidad de una aplicación progresiva de 
acciones de influencia en la conducta de tipo nudging, o 
«empujoncito» (Thaler, 2017), que promuevan modifi-
caciones en la arquitectura de las decisiones frente a si-
tuaciones de riesgos para la integridad, dilemas éticos o 
conflictos de intereses. Por ejemplo:

•	 Compromisos explícitos con la integridad, a ser sus-
critos por los empleados de nueva incorporación en el 
momento de su incorporación a la institución.

•	 Cartelería alusiva al código ético y a las conductas no 
éticas a evitar, para su exhibición en oficinas o centros 
de trabajo.

•	 Videoclips de ejemplos de situaciones de microvulne-
raciones del comportamiento ético en cualquier ám-
bito (micromachismos, microutilización de recursos 
públicos para uso personal, vulneración leve del con-
trol horario, aceptación de dádivas externas sin que 
constituya falta grave o delito, etc.).

Objetivo 3. 
Mecanismos de vigilancia, mitigación y corrección de los 
riesgos para la integridad y la rendición de cuentas eficaz

Componentes:
•	 Análisis de riesgos. Se realizará un inventario de riesgos 

para la integridad, analizando posteriormente su gravedad, 
su probabilidad y su impacto, así como la posibilidad de 
aplicar medidas preventivas de eliminación o mitigación 
y, en todo caso, de vigilancia, según la prioridad asignada.

•	 Buzón de denuncias (externo). Se establecerá un bu-
zón de denuncias anónimas que garantice la protección 
de los alertadores. Para ello se adaptará la funcionalidad 
del buzón de denuncias del Ayuntamiento de Barcelo-
na, disponible en código abierto, para su uso en el ám-
bito de intervención.

•	 Escucha activa en RR.SS. Se diseñará un protocolo 
de escucha activa de las principales redes sociales, de 
forma que pueda elaborarse un informe periódico de la 
imagen ética del departamento, desde una perspectiva 
social externa.

•	 Cuadro de mando de integridad. Con el objeto de rea-
lizar un seguimiento periódico de la evolución de la in-
tegridad y el clima ético en el ámbito de intervención, 
se diseñará y pondrá en marcha un cuadro de mando de 
integridad que consolidará en un único instrumento la in-
formación de que se disponga, en función de los KPI4  que 
se determinen. Por ejemplo, estimar la madurez en ma-
teria de ética e integridad a partir de las vulneraciones 
que se detecten sobre el comportamiento íntegro (de-
nuncias, quejas, aplicación de los protocolos, expedientes 

4	 Key Performance Indicator, por sus siglas en inglés, conocido también como indicador 
clave o medidor de desempeño o indicador clave de rendimiento, es una medida del nivel 
del rendimiento de un proceso. El valor del indicador está directamente relacionado 
con un objetivo fijado previamente, y normalmente se expresa en valores porcentuales.
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disciplinarios y aplicación de sanciones, etc.),  las acciones 
positivas que se realicen en favor de la integridad (per-
sonal formado, visitas a los contenidos específicos de la 
intranet, eventos, etc.), la reputación, etc.

•	 Mejora del sistema de rendición de cuentas externo. 
El desarrollo de este componente sería por sí solo un 
proyecto de envergadura. Se inventariarán los sistemas 
actuales de rendición de cuentas (informes periódicos y 
memorias, comparecencias, etc.) para realizar un diag-
nóstico sobre los mismos e identificar y proponer accio-
nes concretas de mejora.

•	 Sin entrar en el fondo del componente, sería un pre-
rrequisito disponer de un sistema de gestión basado en 
resultados, de forma que pudiera indicarse el progreso 
hacia estos. Inicialmente, podría sustituirse por la difu-
sión de información comprensible y reutilizable sobre los 
insumos y los productos de los proyectos, a través de los 
mecanismos habituales (páginas web del Ministerio, in-
formación del Ministerio en el portal de transparencia de 
la AGE, memorias anuales o comparecencias).

En cualquiera de los componentes anteriores, y de acuerdo 
con los postulados del gobierno abierto, sería necesario apli-
car una perspectiva transversal de participación y apertura a las 
aportaciones de todos los grupos de interés, como ya se ha men-
cionado en alguno de los apartados específicos.

Priorización
A continuación se priorizan en tres niveles las componentes del 
sistema con base en criterios de factibilidad (recursos y/o tiempo 
necesario), de urgencia y de impacto. 

Sin perjuicio de esta ordenación inicial, algunos de los com-
ponentes podría ir arrojando resultados parciales a lo largo del 
proyecto, o modificar su prioridad por cambiar sus condiciones 
de factibilidad o la disponibilidad de recursos.

Nivel 1
•	 Organigrama
•	 Código ético
•	 Política
•	 Encuesta de clima
•	 Análisis de riesgos

Nivel 2
•	 Comisión de ética
•	 Agentes de integridad
•	 Plan de comunicación
•	 Plan de formación
•	 Buzón de denuncias
•	 Cuadro de mando

Nivel 3
•	 Buzón ético interno
•	 Protocolos
•	 Benchmarking
•	 Nudging
•	 Escucha activa en RR.SS.
•	 Rendición de cuentas

Plan de implementación
En los siguientes párrafos se describen los responsables del plan 
de implantación, así como los posibles obstáculos a esta, vincula-
dos a los objetivos y componentes antes definidos y desarrollados.

Debido a la reciente reestructuración del Ministerio, con la 
escisión del mismo de la Secretaría General de Función Pública, 
no puede realizarse en este momento una evaluación correcta de 
recursos y plazos necesarios para la implantación, al estar pen-
diente una reasignación de efectivos con el nuevo Ministerio de 
Hacienda y Función Pública. Tampoco se han incluido en esta 
fase del proyecto piloto los objetivos cuantificados e indicadores 
de seguimiento.
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Objetivo 1 
Implantar instrumentos o infraestructuras para facilitar el 
desarrollo de la cultura de integridad 

Componentes, obstáculos y medidas para solventarlos:
•	 Organigrama de responsabilidades en materia de inte-

gridad. No es un componente que plantee obstáculos a 
priori para su realización, más allá de las típicas disputas 
competenciales. Responsables: Grupo de trabajo coordi-
nado por la inspección de servicios y otros empleados y 
directivos públicos.

•	 Comisión de ética. El principal obstáculo es, en el caso de 
los expertos externos, que los potenciales integrantes dis-
pongan del tiempo necesario. En el caso interno, el princi-
pal obstáculo es poder encontrar expertos independientes, 
pues ello implicaría no tener relaciones potenciales con las 
áreas de riesgo ético. Posiblemente, el perfil de inspectores 
de servicios, interventores o abogados del Estado, con la 
formación adecuada, incluso de otros departamentos, po-
dría ser una opción. Asimismo, debería asegurarse la inde-
pendencia, en la práctica, mediante una revisión periódica 
externa, de las actuaciones de la Comisión. En el caso de 
un órgano unipersonal, la mayor dificultad es la elección 
consensuada del mismo y el establecimiento del vínculo 
con el Ministerio. Responsables: Subsecretario, expertos 
externos e internos de elevada integridad y prestigio mo-
ral, personal cualificado para la secretaría de la comisión.

•	 Código ético. Para que el código ético sea realmente com-
prendido y aceptado, se precisa una participación abierta 
en el mismo por parte de todos los grupos de interés, y 
una definición previa de los conceptos clave en ética e in-
tegridad. Asimismo, el lenguaje del código debe ser claro 
e inequívoco. La mayoría de las dificultades de compren-
sión podría solventarse redactando a su vez unas guías de 
aplicación, como AEPD (2021). Responsables: Grupo de 

trabajo coordinado por la Inspección de servicios, otros 
empleados y directivos públicos.

•	 Buzón ético (interno). El principal obstáculo es la adap-
tación tecnológica del sistema disponible en código libre, 
que se solventaría con una contratación externa. Asimis-
mo, puede ser necesario luchar contra las desconfianzas 
existentes por parte de los potenciales alertadores en re-
lación con su anonimato, que habría que intentar corregir 
con acciones de difusión y concienciación. Responsables: 
División TIC, Contratación externa.

•	 Política de integridad. Pueden plantearse obstáculos para 
la aprobación, derivados de los compromisos que se expli-
citen en la política. Para intentar solventarlos, la política 
debería prepararse con la máxima participación y consen-
so, incluidos los agentes sociales del Ministerio. Respon-
sables: Subsecretario y grupo de expertos, coordinado por 
Inspección de servicios.

•	 Protocolos de actuación y listas de comprobación. No 
existen a priori dificultades sustanciales, a excepción de la 
disponibilidad de recursos para la redacción de protoco-
los, listas de comprobación o guías. Responsables: jefes de 
áreas funcionales concretas, personal de las áreas, asesora-
dos por la inspección de servicios.

•	 Benchmarking. Sin obstáculos significativos, más allá de los 
recursos necesarios. Responsables: inspectores de servicios.

•	 Agentes de integridad. La principal dificultad podría ser 
la inexistencia de voluntarios, que podría contrarrestarse 
con algún tipo de estímulo motivacional (alineamiento de 
recompensas). Responsables: área de formación.
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Objetivo 2. 
Desarrollar una cultura de integridad en el ejercicio de las 
funciones públicas

Componentes, obstáculos y medidas para solventarlos:
•	 Encuesta de clima ético. El principal obstáculo es el des-

conocimiento de estas técnicas, por lo que sería necesario 
contratar externamente el diseño y la ejecución de las en-
cuestas. Responsables: Inspección de servicios, contrata-
ción externa.

•	 Plan de comunicación: Sin obstáculos significativos. 
Podría ser necesario contar con expertos externos para la 
redacción de contenidos atractivos para la comunicación. 
Utilizando, por ejemplo, la técnica del copywriting, o es-
critura persuasiva. También se debe contar con la videoco-
municación. La comunicación constituye una herramienta 
de apoyo a la gestión del cambio muy potente e impres-
cindible. Responsables: Grupo de trabajo coordinado por 
el gabinete de subsecretaría, contribuciones de contenidos 
de las diversas unidades y expertos en videocomunicación 
y en copywriting.

•	 Plan de formación. No existen obstáculos a priori para 
la identificación de contenidos a impartir. Pero tal vez sea 
necesario contar con formadores externos para los cursos 
y/o para la redacción de contenidos atractivos para la au-
toformación (utilizando también, por ejemplo, el copywri-
ting), y para la edición de videoclips. Responsables: Área 
de formación, formadores propios y externos, expertos en 
videocomunicación y en copywriting.

•	 Incorporación progresiva de acciones de nudging: el 
principal obstáculo es el desconocimiento de estas técni-
cas, por lo que sería necesario contratar expertos externos 

en nudging. Responsables: Inspección de servicios, contra-
tación externa.

Objetivo 3. 
Mecanismos de vigilancia, mitigación y corrección de los 
riesgos para la integridad y de rendición de cuentas eficaz

Componentes, obstáculos y medidas para solventarlos:
•	 Análisis de riesgos. La principal dificultad es la falta de 

experiencia en el análisis y gestión de riesgos para la inte-
gridad. En ese sentido, sería necesario organizar sesiones 
formativas en esta materia para todos aquellos cuya inter-
vención esté prevista en este componente. Responsables: 
Inspección de servicios, con el apoyo de otras subdireccio-
nes, inspectores y formadores externos.

•	 Buzón de denuncias (externo). El principal obstáculo es 
la necesidad de adaptación tecnológica del sistema dispo-
nible en código libre, que se solventaría con una contrata-
ción externa. Asimismo, puede ser necesario luchar contra 
las desconfianzas existentes por parte de los potenciales 
alertadores en relación con su anonimato, que habría que 
intentar corregir con acciones de difusión y conciencia-
ción. Responsables: División TIC, contratación externa.

•	 Escucha activa en RR.SS. Aunque cada vez es más habi-
tual encontrar expertos en RR.SS. en la AGE, la elevada 
edad promedio hace que los funcionarios no sean «nativos 
digitales». Por ello, de no encontrarse empleados exper-
tos, sería necesaria una contratación externa de expertos. 
Responsables: Gabinete de la Subsecretaría, contratación 
externa, o designación de un responsable de RR.SS.

•	 Cuadro de mando de integridad. Los datos necesarios 
podrían no estar disponibles de forma fácil para su reco-
pilación. Sería preciso priorizar solo aquellos KPI cuya in-
formación estuviera disponible. Responsables: Inspección 
de servicios, con el apoyo de otras subdirecciones.
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•	 Mejora del sistema de rendición de cuentas externo. 
Actualmente ya se realizan numerosos informes de acti-
vidad en materias como calidad, igualdad, contratación, 
etc. Por ello no parece que se vayan a presentar dificulta-
des insalvables en este componente. Responsables: Grupo 
de trabajo, coordinado desde la Inspección de servicios  
e inspectores.

Plan de evaluación
El modelo de seguimiento y evaluación estaría constituido por los 
siguientes elementos de tipo organizativo:

•	 Grupo de Alto Nivel.
•	 Grupo de trabajo de seguimiento del proyecto.
•	 Grupo de evaluación.

Asimismo, el modelo contará con los siguientes elementos de 
tipo informativo:

•	 Plan detallado de proyecto, incluyendo el despliegue de 
tareas y recursos, y el detalle de los plazos e indicadores  
de seguimiento.

•	 Informe mensual de seguimiento, que incluirá un cuadro de 
mando de las principales variables del proyecto.

•	 Informe trimestral de seguimiento.
•	 Informes de evaluación, ex ante, intermedia y ex post.

A continuación, se describen los componentes de cada grupo de 
trabajo, su periodicidad de reunión y las tareas asignadas a cada 
uno de los elementos de tipo organizativo.

Grupo de Alto Nivel
Componentes
Presidido por la persona titular de la Subsecretaría o perso-
na en la que delegue, y constituido por las personas titulares 
de las subdirecciones y gabinetes dependientes de la Subse-
cretaría y la persona titular de la Secretaría General Técnica, 

desempeñando la secretaría del Grupo la persona titular de 
la Subdirección General de Recursos Humanos e Inspección 
de Servicios. Se incorporará al mismo quien ostente la pre-
sidencia de la Comisión de Ética o que se desempeñe en el 
órgano unipersonalmente. Asimismo, serán invitados a parti-
cipar representantes del Foro de Gobierno Abierto, dado que 
el eje de Integridad es uno de los que componen el IV Plan. 
Periodicidad de reunión: Semestral.

Tareas
•	 Aprobar el Plan Inicial del proyecto y el sistema de ob-

jetivos e indicadores.
•	 Tomar nota de los informes de seguimiento trimes-

tral presentados por el grupo de seguimiento y apro
barlos formalmente.

•	 Tomar nota de los entregables del proyecto presentados 
por el grupo de seguimiento.

•	 Analizar la marcha del proyecto y las desviaciones de-
tectadas, y adoptar las medidas de alto nivel, de entre las 
propuestas por el grupo de seguimiento, necesarias para 
su corrección.

•	 Tomar nota de las evaluaciones ex ante, intermedia y ex 
post presentadas por el presidente del grupo de evalua-
ción y, en su caso, adoptar las recomendaciones incluidas 
en las mismas.

Grupo de Trabajo de Seguimiento
Componentes
Presidido por la persona titular de la Subdirección General de 
Recursos Humanos e Inspección de Servicios y constituido por 
las personas responsables de cada uno de los componentes del 
proyecto, desempeñando la secretaría del mismo un inspector o 
una inspectora de servicios.

A efectos de información, los representantes de empresas o 
entidades a las que se haya contratado el apoyo en la ejecución de 
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alguno de los componentes podrán ser invitados a las reuniones 
de seguimiento.
Periodicidad de reunión: Mensual.

 Tareas
•	 Aprobar el borrador de Plan Inicial del Proyecto, prepa-

rado por la secretaría general de RR.HH. e Inspección de 
Servicios para su presentación y eventual aprobación por 
el Grupo de Alto Nivel.

•	 Desarrollar una batería de objetivos cuantificados y de 
indicadores de seguimiento, e identificar los entregables 
del proyecto para su presentación al Grupo de Alto Nivel 
para su aprobación.

•	 Elaborar trimestralmente los informes de seguimiento 
del proyecto, para su presentación al Grupo de Alto Nivel 
para su aprobación.

•	 Analizar mensualmente las desviaciones en plazos y re-
cursos, y proponer medidas de corrección al alcance del 
grupo, o identificar las que deban ser propuestas al Grupo 
de Alto Nivel.

Grupo de evaluación
Componentes
Presidido por un experto en evaluación de políticas públicas, y 
constituido además por la persona que presida el grupo de segui-
miento y por el personal técnico que se determine. La secretaría 
del grupo será desempeñada por uno de los técnicos del grupo.

Asimismo, para asegurar un contraste externo, se invitará a 
participar a representantes del Foro de Gobierno Abierto, dado 
que el eje de Integridad es uno de los que componen el IV Plan.

Periodicidad de reunión: Tres reuniones formales, sin perjuicio 
de las reuniones en grupo de trabajo que se estimen necesarias: 
antes del inicio del proyecto, a la mitad del período de ejecución 
del proyecto, y tras la finalización del mismo.

Tareas
•	 Determinar los indicadores que permitan realizar una 

evaluación del proyecto.
•	 Diseñar las evaluaciones.
•	 Realizar una evaluación ex ante.
•	 Realizar una evaluación intermedia.
•	 Realizar una evaluación ex post.
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